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PRESIDENCIA DEL SENADO 

Con fecha 27 de febrero de 1995, ha tenido entrada 
en esta Cámara el texto aprobado por el Pleno del 
Congreso de los Diputados, relativo al proyecto de 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 

Al amparo del artículo 104 del Reglamento del Se- 
nado, se ordena la remisión de este proyecto de Ley a 
la Comisión de Interior y Función Pública. 

En virtud de lo establecido en el artículo 107.1 del 
Reglamento del Senado, el plazo para la presenta- 
ción de enmiendas terminará el próximo día 10 de 
marzo, viernes. 

De otra parte, y en cumplimiento del artículo 191 del 
Reglamento del Senado, se ordena la publicación del 
texto del mencionado proyecto de Ley, encontrándose 
la restante documentación a disposición de los señores 
Senadores en la Secretaría General de la Cámara. 

Palacio del Senado, 27 de febrero de 1995.-El 
Vicepresidente segundo del Senado, Presidente en 
funciones, José Miguel Ortí Bordás.-El Secreta- 

- 

rio segundo del Senado, Francisco Javier Rojo 
García. 

PROYECTO DE LEY DE CONTRATOS DE LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1 

Justificación de la nueva Ley 

1.1. El artículo 149.1.18" de la Constitución es- 
pañola atribuye al Estado competencia exclusiva para 
promulgar la legislación básica sobre contratación 
administrativa, lo que hace obligado proceder a una 
nueva redacción de la Ley de Contratos del Estado 
para darle un contenido acomodado al imperativo de' 
dicha norma superior, a la vez que sustituir su actual 
denominación por la que se considera más adecuada 
a su actual propósito, Ley de Contratos de las Admi- 
nistraciones Públicas. 



Núm. 69 

La nueva Ley no pretende abarcar toda la norma- 
tiva de la contratación pública de manera uniforme, 
sino recoger un común denominador sustantivo que 
asegure, de manera unitaria y en condiciones de igual- 
dad, los intereses generales de todos los españoles, 
pero reconociendo, al mismo tiempo, a las Comuni- 
dades Autónomas que puedan introducir en la regu- 
lación de la materia, las peculiaridades que las com- 
petencias de su propix autonom’a les permite. 

Además, la pertenencia de España a la Co- 
munidad Europea exige la adecuación de nuestra le- 
gislación interna al ordenamiento jurídico comuni- 
tario, recogido, en materia de contratación adminis- 
trativa, en diversas Directivas sobre contratos de 
obras, suministros y servicios, aplicables, precisa- 
mente por su carácter de Derecho comunitario, a 
todas las Administraciones Públicas. 

Inicialmente, ante la urgencia del plazo para efec- 
tuar la aludida adecuación, se promulgó el Real De- 
creto Legislativo 93 1/1986, de 2 de mayo, por el que 
se dio nueva redacción a ciertos artículos y se añadie- 
ron otros al Texto articulado de la Ley de Contratos 
del Estado, aprobado por Decreto 923/1965, de 8 de 
abril, haciendo su aplicación extensiva a todas las 
Administraciones Públicas, tanto en cumplimiento de 
las obligaciones contraídas por España por su perte- 
nencia a la Comunidad Europea, como por el man- 
dato constitucional antes indicado. El mismo criterio 
fue seguido por el Real Decreto 2528/1986, de 28 de 
noviembre, por el que se reforma el Reglamento Ge- 
neral~de Contratación del Estado, aprobado por De- 
creto 3410/1975, de 25 de noviembre. 

Posteriormente la Comunidad Europea modificó 
sensiblemente las Directivas 77/62/CEE, sobre con- 
tratos de suministro y 7 1/305/CEE, sobre contratos 
de obras, que fueron el objeto principal de la incor- 
poración a la legislación interna precedentemente 
señalada, por las Directivas 88/295/CEE y 
89/440/CEE. Igualmente la Comunidad Europea ha 
adoptado la Directiva 92/50/CEE, sobre contratos de 
servicios y, recientemente, por incorporación de los 
textos primitivos y sus modificaciones posteriores, 
ha adoptado las Directivas 93/36/CEE y 93/37/CEE 
que constituyen los textos refundidos de las Directi- 
vas vigentes en materia de contratos de suministro y 
de obras, respectivamente, siendo el contenido de las 
tres últimas citadas Directivas el que resulta proce- 
dente incorporar, y así se realiza, al texto de la Ley. 
igual-mente se han tomado en consideración los as- 
pectos relativos a la contratación pública resultantes 
del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo 
que ha entrado en vigor el 1 de enero de 1994. 

No se incorpora, por el contrario, el contenido de 
las Directivas 89/665/CEE y 92/13/CEE, porque la 

1.2. 

~ _ _ _ ~  ~ 

materia de recursos que constituye su objeto es 
ajena a la legislación de contratos de las Adminis- 
traciones Públicas y respecto a la primera, además, 
porque nuestro ordenamiento jurídico, en distintas 
normas procedimentales y procesales vigentes, se 
ajusta ya a su contenido. Tampoco se ha estimado 
procedente, por el carácter privado de la mayor 
parte de las entidades a las que afecta, la incorpora- 
ción de la Directiva 90/531/CEE, sobre los denomi- 
nados «sectores excluidos», hoy sustituida por el 
Texto Refundido que constituye la Directiva 
93/38/CEE, aunque se prevén las medidas necesa- 
rias para su aplicación a Entes públicos sujetos a la 
Ley, en las fechas que la propia Directiva señala 
para los contratos de obras, suministros y servicios. 

La Ley de Contratos del Estado, que ahora 
se deroga, tuvo el propósito de agrupar en forma sis- 
temática la legislación sobre contratación pública 
que hasta entonces aparecía dispersa e incompleta, 
con el evidente acierto de haber introducido impor- 
tantes innovaciones en su objeto y de regular de ma- 
nera más adecuada a su tiempo los contratos admi- 
nistrativos, en salvaguarda, tanto de los derechos e 
intereses del Estado, como de los contratistas. 

No obstante, la aparición de nuevas necesidades 
hicieron obligada una reforma parcial de aquélla, 
operada por la Ley 91973, de 17 de marzo y la apa- 
rición de diversas disposiciones sobre la materia, re- 
presentadas principalmente por el Decreto Ley 
2/1964, de 4 de febrero, sobre revisión de precios, el 
Decreto 3637/1965, de 26 de noviembre, sobre con- 
tratos que se celebren y ejecuten en el extranjero, el 
Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, por el que se 
aprueba el Pliego de cláusulas administrativas gene- 
rales para la contratación de equipos y sistemas para 
el tratamiento de la información, el Decreto 
1005/1974, de 4 de abril, sobre contratación con 
empresas consultoras y de servicios y el Real De- 
creto 1465/1985, de 17 de julio, sobre contratación 
para la realización de trabajos específicos y concre- 
tos no habituales de la Administración, disposicio- 
nes estas últimas que, al quedar fuera del texto de la 
antigua Ley y dada su importancia, exigen que se 
integren en la nueva que se promulga, para conse- 
guir la continuidad en el propósito de aquélla y que 
informa la redacción de ésta. 

Esta misma motivación justifica que se trasladen 
a la presente Ley algunos preceptos contenidos en el 
Reglamento General de Contratación del Estado y 
que deben pasar a la Ley por estimarse que, por el 
objeto sustantivo de que tratan o por su importancia 
objetiva, tienen que formar parte de un texto que 
con rango de Ley regule, con el propósito expuesto, 
la contratación administrativa. 

1.3. 
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1.4. En este sentido parece muy conveniente 
que se modifique la disposición de materias de la  
Ley hasta ahora vigente, la que, quizá por la proyec- 
ción histórica principal que en la contratación pú- 
blica tuvo el contrato de obras, se construyó alrede- 
dor de éste, al que se le dió un tratamiento primor- 
dial, aplicando por analogía su regulación a la de los 
restantes contratos administrativos. 

En consecuencia a cada contrato administrativo 
que la Ley contempla (de obras, de gestión de servi- 
cios públicos, de suministro, de consultoría y asis- 
tencia o de servicios y de trabajos específicos y con- 
cretos no habituales) se le ha dado una regulación 
propia, de acuerdo con sus características particula- 
res, sin perjuicio de la parte general, común a toda la 
contratación administrativa. 

Por otra parte los más de veinticinco años 
transcurridos desde la vigencia de la antigua Ley, en 
un período de tiempo de profundos cambios técni- 
cos, económicos y jurídicos, hacen que la misma 
aparezca hoy como insuficiente para regular satis- 
factoriamente los contratos administrativos, al 
mismo tiempo que la experiencia obtenida de su 
aplicación se aprovecha para incorporarla a los pre- 
ceptos de la nueva Ley. 

Una de las más importantes enseñanzas de esa 
experiencia es la de la necesidad de garantizar ple- 
namente la transparencia de la contratación admi- 
nistrativa como medio para lograr la objetividad de 
la actividad administrativa y el respeto a los princi- 
pios de igualdad, no discriminación y libre concu- 
rrencia. En este sentido, sin ánimo de agotar la enu- 
meración de medidas que incluye la Ley, deben des- 
tacarse todas las normas de publicidad de licitacio- 
nes y adjudicaciones, a las que en gran parte ha ser- 
vido también de fundamento la normativa comuni- 
taria, la regulación más detallada de las causas que 
constituyen prohibición de contratar y determinan- 
tes de la suspensión de clasificaciones y sus respec- 
tivos efectos y, sobre todo, la nueva configuración 
que se da al actual Registro de Contratos, al que se 
dota expresamente de carácter público y que permi- 
tirá a todos los interesados un exacto conocimiento 
de todos los contratos celebrados por las Adminis- 
traciones Públicas y el de las empresas con quienes 
se celebren. 

Dentro de los límites impuestos por las anteriores 
consideraciones constituye uno de los objetivos de 
la Ley, recogiendo la experiencia anterior, la simpli- 
ficación del procedimiento jurídico administrativo 
de contratación, suprimiendo algunos trámites que 
se han considerado menos necesarios y estable- 
ciendo preceptos concretos que tienden a lograr la 
indicada simplificación del procedimiento. 

1.5. 

- 

2 

Principales modificaciones que contiene 

2.1. En razón de lo expuesto, la Ley se desarrolla 
sistemáticamente en una parte general que comprende 
la organización administrativa de la contratación pú- 
blica (competencia y órganos de contratación, objeto y 
precio de los contratos -manteniéndose la prohibi- 
ción del pago aplazado por la inexcusable exigencia de 
contener el crecimiento del gasto público y el nivel de 
endeudamiento y a la vez asegurar el mantenimiento 
del equilibrio presupuestario-, capacidad y solvencia 
de los empresarios, clasificación y registro de empre- 
sas, garantías, tramitación del expediente; procedi- 
mientos de contratación: abierto, restringido y nego- 
ciado; formas de adjudicación: subasta y concurso; pu- 
blicidad y anuncio de los'contratos y sus plazos; nuli- 
dad, efectos, cumplimiento y resolución de los contra- 
tos, cesión y subcontratación, revisión de precios) y de 
una especial de aplicación a los distintos contratos que 
después regula separadamekte, según queda dicho. 

La normativa comunitaria informa en gran 
manera el contenido de la Ley especialmente en'cuanto 
a la capacidad de los empresarios, los procedimientos 
de la licitación, la determinación de las cuantías de los 
contratos a efectos de publicidad y sus plazos (que se 
fijan en días naturales, salvo disposición en contrario), 
las excepciones a aquélla y los requisitos exigidos para 
el procedimiento negociado, así como las circunstan- 
cias que acrediten la solvencia de los empresarios. 

La clasificación de las empresas se esta- 
blece para los contratos de obras y para los que se ce- 
lebren con empresas consultoras y de servicios (y se 
prevé su aplicación al contrato de suministro) con ca- 
rácter obligatorio para las empresas nacionales y ex- 
tranjeras, no comunitarias. El deber de clasificación 
se extiende a los cesionarios y, por el contrario, se 
exime del mismo a los profesionales. 

El aval queda establecido como una forma normal 
de constitución de garantía y se crea, como novedad, 
la posibilidad'de una garantía global que cubra la to- 
talidad de los contratos que un mismo empresario 
mantenga con una misma Administración Pública o 
con un mismo órgano de contratación. 

La revisión de precios se extiende a todos los con- 
tratos, salvo a los de trabajos específicos y concretos 
no habituales. Las fórmulas e índices que servirán de 
base para la aplicación de la revisión de precios que 
se regula en el Título IV, del Libro 1, se aprobarán por 
la Administración General del Estado, por obedecer a 
factores objetivos de incremento de los costes que 
han de ser ponderados de modo uniforme en toda la 
contratación pública, en razón a su impacto en la ac- 

2.2. 

2.3. 
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tividad económica general y en conexión con la com- 
petencia que corresponde al Estado en materia de po- 
'lítica general de precios. 

Quedan incorporados a la Ley ciertos pre- 
ceptos que figuran en el Reglamento General de Con- 
tratación, debiendo mencionarse expresamente en 
este aspecto, como materias más significativas, la 
normativa sobre clasificación y régimen de los con- 
tratos, los requisitos generales de la contratación y la 
invalidez, resolución y sus efectos. 

En respuesta al criterio de agilización del 
procedimiento, parece conveniente dejar constancia 
expresa de algunas, ya que no todas ni mucho menos, 
de las medidas adoptadas, que se hacen figurar aquí 
con mero carácter ejemplificador: 

Simplificación del régimen de remisión de contra- 
tos al Tribunal de Cuentas; limitación de la interven- 
ción preceptiva del Consejo de Estado y de los infor- 
mes de la Asesoría Jurídica en los expedientes, así 
como de la aprobación de los contratos por el Con- 
sejo de Ministros; establecimiento de un procedi- 
miento sumario para la resolución del contrato por in- 
cumplimiento del plazo por parte del contratista; im- 
posibilidad de declarar desierta la subasta con bajas 
temerarias cuando existan postores en los que no con- 
curra tal circunstancia; posibilidad de adjudicar el 
contrato al licitador o licitadores siguientes al adjudi- 
catario, por orden de ofertas, en los supuestos de re- 
solución por falta de formalización del contrato o de 
incumplimiento del mismo por parte del contratista y 
contratación por procedimiento negociado en presta- 
ciones accesorias o complementarias del contrato 
principal. 

2.6. También son dignas de mencionarse algunas 
otras de las medidas introducidas, como son: potencia- 
ción de los contratos menores y posibilidad de actuar 
las Juntas de Contratación como órgano de contrata- 
ción; unificación en una sola recepción de las antiguas 
provisional y definitiva, en los contratos de obras; pre- 
cisión de la obligación del pago del precio por parte de 
la Administración y derecho del contratista a la sus- 
pensión o resolución del contrato de no efectuarlo 
aquélla en los plazos determinados; ampliación de los 
plazos de duración de los contratos en los de consulto- 
ría y asistencia, en los de servicios y en los de trabajos 
específicos y concretos no habituales; y limitación del 
plazo máximo de los contratos de gestión de servicios 
públicos, que se fija en setenta y cinco años. 

2.4. 

2.5. 

\ 

3 

Con la aplicación al articulado del texto de los 
criterios brevemente enunciados, se trata de conse- 

guir una Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas que responda adecuadamente a las necesi- 
dades que la situación de la contratación pública 
exige actualmente en los distintos aspectos contem- 
plados. 

LIBRO 1 

DE LOS CONTRATOS DE LAS 
ADMINISTRACIONES PUBLICAS 

EN GENERAL 

Tf TUL0 1 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAP~TULO I 

Del ámbito de aplicación de la Ley 

Artículo 1. Ambito de aplicación subjetiva. 

1. Los contratos que celebren las Administra- 
ciones Públicas se ajustarán a las prescripciones de 
la presente Ley. 

Se entiende por Administraciones Públicas a 
los efectos de esta Ley: 

2. 

a) 
b) 

c) 

La Administración General del Estado. 
Las Administraciones de las Comunidades 

Las Entidades que integran la Administra- 
Autónomas. 

ción Local. 

3. Deberán asimismo ajustar su actividad con- 
tractual a la presente Ley los OrganismGs autóno- 
mos en todo caso y las restantes Entidades de Dere- 
cho público con personalidad jurídica propia, vin- 
culadas o dependientes de cualquiera de las Admi- 
nistraciones Públicas, siempre que en aquéllas se 
den los siguientes requisi:os: 

a) Que hayan sido creadas para satisfacer espe- 
cíficamente necesidades de interés general que no 
tengan carácter industrial o mercantil. ' 

Que se trate de Entidades cuya actividad 
esté mayoritariamente financiada por las Adminis- 
traciones Públicas u otras Entidades de Derecho 
público, o bien, cuya gestión se halle sometida a un 
control por parte de estos Últimos o bien, cuyos ór- 
ganos de administración, de dirección o de vigilan- 
cia estén compuestos por miembros más de la mitad 

b) 
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de los cuales sean nombrados por las Administra- 
ciones Públicas y otras Entidades de Derecho pú- 
blico. 

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores se 
entiende sin perjuicio de lo establecido en la Dispo- 
sición Final primera 

Artículo 2. Adjudicación de determinados con- 
tratos de Derecho privado 

1. Las Entidades de Derecho público no com- 
prendidas en el ámbito definido en el artículo ante- 
rior quedarán sujetas a las prescripciones de esta 
Ley relativas a la capacidad de las empresas, publi- 
cidad, procedimientos de licitación y formas de ad- 
judicación, respecto de los contratos en los que 
concurran los siguientes requisitos: 

a) Que se trate de contratos de obras y de con- 
tratos de consultoría y asistencia, servicio y traba- 
jos específicos y concretos no habituales relaciona- 
dos con los primeros, siempre que su importe, con 
exclusión del Impuesto sobre el Valor Añadido, sea 
igual o superior a 681.655.208 pesetas, si se trata 
de contratos de obras o a 27.266.208 pesetas si se 
trata de cualquier otro contrato de los mencionados. 

Que la principal fuente de financiación de 
los contratos proceda de transferencias o aportacio- 
nes de capital provenientes directa o indirecta- 
mente de las Administraciones Públicas. 

b) 

2. Quedan sujetos a las prescripciones a que se 
refiere el apartado anterior, los contratos de obras 
de la clase 50, grupo 502 de la Nomenclatura Gene- 
ral de Actividades Económicas de las Comunidades 
Europeas (NAC), los de construcción relativos a 
hospitales, equipamientos deportivos, recreativos o 
de ocio, edificios escolares o universitarios y a edi- 
ficios de uso administrativo y los contratos de con- 
sultoría y asistencia, de servicios y de trabajos es- 
pecíficos y concretos no habituales que estén rela- 
cionados con los contratos de obras mencionados, 
cuando sean subvencionados directamente por la 
Administración con más del 50 por 100 de su im- 
porte, siempre que éste, con exclusión del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, sea igual o superior a 
681.655.208 pesetas, si se tzata de contratos de 
obras o a 27.266.208 pesetas, si se trata de cual- 
quier otro contrato de los mencionados. 

Artículo 3. Negocios y contratos excluidos. 

1. Quedan fuera del ámbito de la presente Ley: 

a) La relación de servicio de los funcionarios pú- 
blicos y los contratos regulados en la legislación la- 
boral. 

b) Las relaciones jurídicas derivadas de la pres- 
tación por parte de la Administración de un servicio 
público que los administrados tienen la facultad de 
utilizar mediante el abono de una tarifa, tasa o precio 
público de aplicación general a los.usuarios. 

Los convenios de cualquier clase y con cual- 
quier objeto que celebre la Administración General 
del Estado con la Seguridad Social, las Comunidades 
Autónomas, las Entidades locales, sus respectivos 
Organismos autónomos y las restantes Entidades pú- 
blicas o cualquiera de ellos entre sí. 

Los convenios de colaboración que, con arre- 
glo a las normas específicas que los regulan, celebre 
la Administración con personas físicas o jurídicas su- 
jetas al Derecho privado, siempre que su objeto no 
esté comprendido en los contratos regulados en esta 
Ley o en normas administrativas especiales. Queda- 
rán asimismo excluidos de la presente Ley los conve- 
nios que sean consecuencia del artículo 223.1.b) del 
Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. 

e) Los acuerdos que celebre el Estado con otros 
Estados o con Entidades de Derecho público interna- 
cional. 

f) Los contratos de suministro relativos a activi- 
dades directas de los Organismos autónomos de las 
Administraciones Públicas de carácter comercial, in- 
dustrial, financiero o análogo, si los bienes sobre los 
que versan han sido adquiridos con el propósito de 
devolverlos, con o sin transformación, al tráfico jurí- 
dico patrimonial, de acuerdo con sus fines peculiares, 
y siempre que tales organismos actúen en ejercicio de 
competencias específicas a ellos atribuidas por la 

Los contratos y convenios derivados de 
acuerdos internacionales celebrados de conformidad 
con el Tratado Constituiivo de la Comunidad Euro- 
pea, relativos a obras o suministros destinados a la re- 
alización o explotación en común de una obra o rela- 
tivos a los contratos regulados en el Título IV, Libro 
11 de esta Ley destinados a la realización o explota- 
ción en común de un proyecto. 

Los contratos y convenios efectuados en vir- 
tud de un acuerdo internacional celebrado en relación 
con el estacionamiento de tropas. 

Los contratos y convenios efectuados por el 
procedimiento específico de una organización inter- 
nacional. 

. 

c) 

d) 

L Y .  
g) 

h) 

i) 
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j )  

k) 

Los contratos relativos a servicios de arbi- 
traje y conciliación. 

Los contratos relacionados con la compra- 
venta y transferencia de valores negociables o de 
otros instrumentos financieros y los servicios pres- 
tados por el Banco de España. 

2. Los supuestos contemplados en el apartado 
anterior se regularán por sus normas especiales, 
aplicándose los principios de esta Ley para resolver 
las dudas y lagunas que pudieran presentarse. 

Artículo 4. Libertad de pactos. 

La Administración podrá concertar los contra- 
tos, pactos y condiciones que tenga por conve- 
niente siempre que no sean contrarios al interés pú- 
blico, al ordenamiento jurídico o a los principios de 
buena administración y deberá cumplirlos a tenor 
de los mismos, sin perjuicio de las prerrogativas es- 
tablecidas por la legislación básica en favor de 
aquélla. 

Artículo 5. Carácter administrativo y privado de 
los contratos. 

1. 

2. Son contratos administrativos: 

Los-contratos que celebre la Administración 
tendrán carácter administrativo o carácter privado. 

a) Aquéllos cuyo objeto directo, conjunta o se- 
paradamente, sea la ejecución de obras, la gestión 
de servicios públicos y la realización de suminis- 
tros, los de consultoría y asistencia o de servicios y 
los que se celebren excepcionalmente con personas 
físicas para la realización de trabajos específicos y 
concretos no habituales. 

Los de objeto distinto a los anteriormente 
expresados, pero que tengan naturaleza administra- 
tiva especial por resultar vinculados al giro o trá- 
fico específico de la Administración contratante, 
por satisfacer de forma directa o inmediata una fi- 
nalidad pública de la específica competencia de 
aquélla o por declararlo así una Ley. 

b) 

3. Los restantes contratos celebrados por la 
Administración tendrán la consideración de contra- 
tos privados y en particular, los contratos de com- 
praventa, donación, permuta, arrendamiento y 
demás negocios jurídicos análogos sobre bienes in- 
muebles, propiedades incorporales y valores nego- 
ciables. 

Artículo 6.  Contratos mixtos. 

Cuando un contrato administrativo contenga pres- 
taciones correspondientes a otro u otros administrati- 
vos de distinta clase se atenderá para su calificación y 
aplicación de las normas que lo regulen al carácter de 
la prestación que tenga más importancia desde el 
punto de vista económico. 

Artículo 7. Régimen jurídico de los contratos admi- 
nistrativos. 

1.  Los contratos administrativos se regirán en 
cuanto a su preparación, adjudicación, efectos y ex- 
tinción por la presente Ley y sus disposiciones de de- 
sarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes 
normas de Derecho administrativo y, en su defecto, 
las normas de Derecho privado. No obstante, los con- 
tratos administrativos especiales, que se definen en el 
artículo 5.2.b), se regirán por sus propias normas con 
carácter preferente. 

El orden jurisdiccional contencioso adminis- 
trativo será el competente para resolver las contro- 
versias que surjan entre las partes en los contratos ad- 
ministrativos. 

2. 

Artículo 8. Contratos administrativos especiales. 

En el $pliego de cláusulas administrativas particu- 
lares de los contratos que se definen en el artículo 
5.2.b), se hará constar: 

a) Su carácter de contratos administrativos espe- 
ciales. 

b) Las garantías que el contratista debe prestar 
para asegurar el cumplimiento de su obligación. 

c) Las prerrogativas de la Administración para 
interpretar el contrato, resolver las dudas que ofrezca 
su cumplimiento, modificarlo por razones de interés 
público, acordar su resolución y determinar sus efec- 
tos. 

La competencia del orden jurisdiccional con- 
tencioso-administrativo para conocer de las cuestio- 
nes que puedan suscitarse en relación con los mismos. 

d) 

Artículo 9. Régimen jurídico de los contratos pri- 
vados. 

1. Los contratos privados de las Administracio- 
nes Públicas se regirán en cuanto a su preparación y 
adjudicación, en defecto de normas administrativas 
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específicas, por la presente Ley y sus disposiciones 
de desarrollo y en cuanto a sus efectos y extinción, 
por las normas de Derecho privado. Los contratos de 
compraventa, donación, permuta, arrendamiento y 
demás negocios jurídicos análogos sobre bienes in- 
muebles, propiedades incorporales y valores nego- 
ciables 'se regirán por la legislación patrimonial de las 
Administraciones Públicas aplicable a cada caso. 

El orden jurisdiccionaldvil será el competente 
para resolver las controversias que surjan entre las par- 
tes en los contratos privados. No obstante, se conside- 
rarán actos jm'dicos separables los que se dicten en re- 
lación con la preparación y adjudicación del contrato 
y, en consecuencia, podrán ser impugnados ante el 
orden jurisdiccional contencioso-administrativo de 
acuerdo con la normativa reguladora de dicha jurisdic- 
ción. 

2. 

CAPÍTULO 11 

De la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa 

Artículo 10. Junta Consultiva de Contratación Ad- 
ministrativa. 

1. La Junta Consultiva de Contratación Adminis- 
trativa es el órgano consultivo específico de la Admi- 
nistración General del Estado, de sus Organismos au- 
tónomos y demás Entidades públicas estatales, en ma- 
teria de contratación administrativa. Estará adscrita al 
Ministerio de Economía y Hacienda. Su composición 
y régimen se establecerán reglamentariamente. 

La Junta Consultiva de Contratación Adminis- 
trativa promoverá, en su caso, las normas o medidas 
de carácter general que considere procedentes para la 
mejora del sistema de contratación en sus aspectos ad- 
ministrativos, técnicos y económicos. 

Las Comunidades Autónomas podrán crear, 
asimismo, Juntas Consultivas de Contratación Admi- 
nistrativa, con competencias en sus respectivos ámbi- 
tos territoriales. 

2. 

3. 

CAPÍTULO 111 

Disposiciones comunes a los contratos de las 
Administraciones Públicas 

Artículo 11. Requisitos de los contratos. 

1. Los contratos de las Administraciones Públi- 
cas se ajustarán a los principios de publicidad y con- 

currencia, salvo las excepciones establecidas por la 
presente Ley y, en todo caso, a los de igualdad y no 
discriminación. 

Son requisitos necesarios para la celebración 
de los contratos administrativos, salvo que expresa- 
mente se disponga otra cosa en la presente Ley, los si- 
guientes: 

a) 
b) 
c) 
d) La fijación del precio. 
e) 

2. 

?, 

La competencia del órgano de contratación. 
La capacidad del contratista adjudicatario. 
La determinación del objeto del contrato. 

La existencia de crédito adecuado y sufi- 
ciente, si del contrato se derivan obligaciones de con- 
tenido económico para la Administración. 

La tramitación de expediente, al que se incor- 
porarán los pliegos en los que la Administración esta- 
blezca las cláusulas que han de regir el contrato a ce- 
lebrar y el importe del presupuesto del gasto. 

La fiscalización previa de los actos adminis- 
trativos de contenido económico, relativos a los con- 
tratos, en los términos previstos en la Ley General 
Presupuestaria o en las correspondientes normas pre- 
supuestarias de las distintas Administraciones Públi- 
cas sujetas a esta Ley. 

La aprobación del gasto por el órgano compe- 
tente para ello. 

f )  

. 

g) 

h) 

i) La formalización del contrato. 

Artículo 12. Organos de contratación. 

1. Los Ministros y los Secretarios de Estado son 
los Órganos de contratación de la Administración Ge- 
neral del Estado y están facultados para celebrar en 
su nombre los contratos, en el ámbito de su compe- 
tencia. 

Los representantes legales de los Organismos au- 
tónomos y demás Entidades públicas estatales y los 
Directores Generales de las distintas Entidades Ges- 
toras y Servicios comunes de la Seguridad Social, 
son los Órganos de contratación de unos y otros, pu- 
diendo fijar los titulares de los Departamentos Minis- 
teriales a que se hallen adscritos, la cuantía, a partir 
de la cual, será necesaria su autorización para la cele- 
bración de los contratos. 

No obstante, el órgano de contratación necesi- 
tará la autorización del Consejo de Ministros, en los 
siguientes supuestos: 

2. 

a) 

b) 

Cuando el presupuesto sea igual o superior a 
2.000.000.000 de pesetas. 

En los contratos de carácter plurianual cuando 
se modifiquen los porcentajes o el número de anuali- 
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dades legalmente previsto a los que se refiere el artí- 
culo 61 de la Ley General Presupuestaria. 

En los contratos que, de acuerdo con lo previsto en 
el párrafo anterior, requieran la autorización del Con- 
sejo de Ministros, ésta se producirá con carácter pre- 
vio a la aprobación del expediente de contratación 
que, al igual que la aprobación del gasto, correspon- 
derá al órgano de contratación. 

El Consejo de Ministros podrá reclamar discrecio- 
nalmente el conocimiento y autorización de cualquier 
otro contrato, así como el órgano de contratación, a 
través del Ministro correspondiente, elevar un con- 
trato no comprendido en las letras precedentes a la 
consideración del Consejo de Ministros. 

Cuando el Consejo de Ministros autorice la cele- 
bración del contrato deberá autorizar igualmente su 
modificación cuando sea causa de resolución y la re- 
solución misma, en su caso. 

.‘f 

3. Las facultades de contratación podrán ser ob- 
jeto de desconcentración mediante Real Decreto 
acordado en Consejo de Ministros. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 
anteriores, podrán constituirse Juntas de Contrata- 
ción en los Departamentos ministeriales y sus Orga- 
nismos autónomos que actuarán como órganos de 
contratación, con los límites cuantitativos o referen- 
tes a las características de los contratos que determine 
el titular del Departamento en los siguientes contra- 
tos: 

4. 

a) En los contratos de obras comprendidas en las 
letras b) y c) del artículo 123.1. 

b) En los contratos de suministro que se refieran 
a bienes consumibles o de fácil deterioro por el uso, 
salvo en los supuestos previstos en el artículo 184. 

En los contratos de consultoría y asistencia, 
los de servicios y los de trabajos específicos y con- 
cretos no habituales, excepto en los supuestos previs- 
tos en el artículo 200. 

Las Juntas de Contratación tendrán la composi- 
ción que reglamentariamente se determine debiendo 
figurar necesariamente entre sus Vocales un funcio- 
nario de entre quienes tengan atribuido legal o regla- 
mentariamente el asesoramiento jurídico del órgano 
de contratación y un Interventor. 

c) 

5. Las autoridades y el personal al servicio de las 
Administraciones Públicas que intervengan en los 
procedimientos de contratación deberán abstenerse o 
podrán ser recusados, en los términos previstos en los 
artículos 28 y 29 de la Ley de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

Artículo 13. Objeto de los contratos. 

El. objeto‘ de los contratos deberá ser determinado 
y su necesidad para los fines del servicio público co- 
rrespondiente se justificará en el expediente de con- 
tratación. 

Artículo 14. Precio de los contratos. 

1. Los contratos tendrán siempre un precio 
cierto, que se expresará en moneda nacional y se abo- 
nar& al contratista en función de la prestación real- 
mente efectuada y de acuerdo con lo convenido. 
Cuando las condiciones establecidas en el contrato 
impliquen pagos en moneda extranjera habrá de ex- 
presarse, además del precio total en moneda nacio- 
nal, el importe máximo de aquélla y la clase de divi- 
sas $e que se trate. 

En todo caso los órganos de contratación cuidarán 
de que el precio de los contratos sea el adecuado al 
mercado. 

2. La revisión de precios de los contratos se ajus- 
tará a lo establecido en esta Ley. 

3. Se prohíbe el pago aplazado del precio en los 
contratos, salvo que una Ley lo autorice expresa- 
mente. 

4. La financiación de los contratos por la Ad- 
ministración se ajustará al ritmo requerido en la 
ejecución de la prestación, debiendo adoptarse a 
este fin por el órgano de contratación las medidas 
que sean necesarias al tiempo de la programación 
de las anualidades y durante el período de ejecu- 
ción. 

TfTULO 11 

DE LOS REQUISITOS PARA CONTRATAR CON 
LA ADMINISTRACIÓN 

CAPÍTULO I 

De la capacidad y solvencia de las empresas 

Artículo 15. Capacidad de las empresas. 

1. Podrán contratar con la Administración las 
personas naturales o jurídicas, españolas o extranje- 
ras, que tengan plena capacidad de obrar y acrediten 
su solvencia económica, financiera y técnica o profe- 
sional, requisito este último que será sustituido por la 
correspondiente clasificación en los casos en que con 
arreglo a esta Ley sea exigible. 

’ 
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En el supuesto de personas jurídicas dominantes 
de un grupo de sociedades, podrán tenerse en cuenta 
a las sociedades pertenecientes al grupo, a efectos 
de acreditación de la solvencia económ'ica, finan- 
ciera y técnica o profesional, o de la correspon- 
diente clasificación, en su caso, de la persona jurí- 
dica dominante, siempre y cuando ésta acredite que 
tiene efectivamente a su disposición los medios de 
dichas sociedades necesarias para la ejecución de 
los contratos. 

La capacidad de obrar de los empresarios 
que fueren personas jurídicas se acreditará mediante 
la escritura de constitución o modificación inscrita 
en el Registro Mercantil, siendo suficiente, cuando 
se trate de empresarios no españoles de Estados 
miembros de la Comunidad Europea, acreditar su 
inscripción en un registro profesional o comercial 
cuando este requisito sea exigido por la legislación 
del Estado respectivo. Los demás empresarios ex- 
tranjeros deberán acreditar su capacidad de obrar 
con certificación expedida por la Embajada de Es- 
paña en el Estado correspondiente. 

En los casos en que sea necesario justificar la 
solvencia económica, financiera, técnica o profesio- 
nal, los órganos de contratación precisarán en el 
anuncio los medios de acreditación que vayan a ser 
utilizados de entre los reseñados en los artículos 16 
a 19. 

2. 

3. 

l 
Artículo 16. Solvencia económica y financiera. 

1. La justificación de la solvencia económica y 
financiera del empresario podrá acreditarse por uno 
o varios de los medios siguientes: 

a) Informe de instituciones financieras o, en su 
caso, justificante de la existencia de un seguro de in- 
demnización por riesgos profesionales. 

Tratándose de sociedades, presentación de 
balances o extractos de balances, en el supuesto de 
que la publicación de los mismos sea obligatoria en 
los Estados en donde aquéllas se encuentran esta- 
blecidas. 

c) Declaración relativa a la cifra de negocios 
global y de las obras, suministros, servicios o traba- 
jos realizados por la empresa en el curso de los tres 
últimos ejercicios. 

b) 

2. Si por razones justificadas un empresario no 
puede facilitar las referencias solicitadas podrá 
acreditar su solvencia económica y financiera por 
cualquier otra documentación considerada como su- 
ficiente por la Administración. 

Artículo 17. Solvencia técnica en los contratos de 
obras. 

En los contratos de obras la solvencia técnica del 
empresario podrá ser justificada por uno o varios de 
los medios siguientes: 

a) Títulos académicos y experiencia del empre: 
sario y de los cuadros de la empresa y, en particular, 
del o de los responsables de las obras. 

Relación de las obras ejecutadas en el curso 
de los últimos cinco años acompañada de certificados 
de buena ejecución para las más importantes. 

Declaración indicando la maquinaria, mate- 
rial y equipo técnico del que dispondrá el empresario 
para la ejecución de las obras. 

Declaración indicando los efectivos persona- 
les medios anuales de la empresa y la importancia de 
sus equipos directivos durante los tres últimos años. 

Declaración indicando los técnicos o las uni- 
dades técnicas, estén o no integradas en la empresa, 
de los que ésta disponga para la ejecución de las 
obras. 

b) 

c) 

d) 
. 

e) 

Artículo 18. Solvencia técnica en los contratos de 
suministro. 

En los contratos de suministro la solvencia técnica ' 
de los empresarios se acreditará por uno o varios de 
los siguientes medios: 

a) Por relación de los principales suministros 
efectuados durante los tres últimos años, indicándose 
su importe, fechas y destino público o privado, a la 
que se incorporarán los correspondientes certificados 
sobre los mismos. 

Descripción del equipo técnico, medidas em- 
pleadas por el suministrador para asegurar la calidad 
y los medios de estudio e investigación de la em- 
presa. 

c) Indicación de los técnicos o de las unidades 
técnicas, integradas o no en la empresa, participantes 
en el contrato, especialmente de aquéllos encargados 
del control de calidad. 

Muestras, descripciones y fotografía de los 
productos a suministrar. 

Certificaciones establecidas por los institutos 
o servicios oficiales u homologados encargados del 
control de calidad y que acrediten la conformidad de 
artículos bien identificados con referencia a ciertas 
especificaciones o normas. 

Control efectuado por la Administración o en 
su nombre por un organismo oficial competente de1 

b) 

d) 

e) 

f) 

- 9 -  . 
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Estado en el cual el empresario está establecido, 
siempre que medie acuerdo de dicho organismo, 
cuando los productos a suministrar sean complejos 
o a título excepcional deban responder a un fin par- 
ticular; este control versará sobre las capacidades 
de producción y, si fuera necesario, de estudio e in- 
vestigación del empresario, así como sobre las me- 
didas empleadas por este último para controlar la 
calidad. 

Artículo 19. Solvencia técnica o profesional en los 
restantes contratos 

En los demás contratos regulados por esta Ley la 
solvencia técnica o profesional de los empresarios 
deberá apreciarse teniendo en cuenta sus conoci- 
mientos técnicos, eficacia, experiencia y fiabilidad, 
lo que podrá acreditarse, según el objeto del contrato, 
por uno o varios de los medios siguientes: 

a) Las titulaciones académicas y profesionales 
de los empresarios y del personal de dirección de la 
empresa y, en particular, del personal responsable de 
la ejecución del contrato. 

Una relación de los principales servicios o 
trabajos realizados en los últimos tres años que in- 
cluya importe, fechas y beneficiarios públicos o pri- 
vados de los mismos. 

Una descripción del equipo técnico y unida- 
des técnicas participantes en el contrato, estén o no 
integrados directamente en la empresa del contra- 
tista, especialmente de los responsables del control 
de calidad. 

Una declaración que indique el promedio 
anual de personal y plantilla de personal directivo du- 
rante los últimos tres años. 

Una declaración del material, instalaciones y 
equipo técnico de que disponga el empresario para la 
realización del contrato. 

Una declaración de las medidas adoptadas por 
los empresarios para controlar la calidad, así como de 
los medios de estudio y de investigación de que dis- 
pongan. 

g) Cuando se trate de servicios o trabajos com- 
plejos o cuando, excepcionalmente, deban responder 
a un fin especial, un control efectuado por el órgano 
de contratación o en nombre de éste por un orga- 
nismo oficial u homologado competente del Estado 
en que esté establecido el empresario, con el acuerdo 
de dicho organismo sobre la capacidad técnica del 
empresario y, si fuese necesario, sobre los medios de 
estudio y de investigación de que disponga y sobre 
las medidas de control de la calidad. 

b) 

, 

c) 

d) 

e) 

f) 

Artículo 20. Prohibiciones de contratar. 

En ningún caso podrán contratar con la Adminis- 
tración las personas en quienes concurra alguna de 
las circunstancias siguientes: 

a)' Haber sido condenadas mediante sentencia 
firme o estar procesadas o acusadas en el procedi- 
miento a que se refiere el Título 111, del Libro IV, de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal por delitos de 
falsedad o contra la propiedad o por delitos de cohe- 
cho, malversación de caudales públicos, tráfico de 
influencias, negociaciones prohibidas a los funcio- 
narios, revelación de secretos o uso de información 
privilegiada o delitos contra la Hacienda Pública. 

La prohibición de contratar alcanza a las personas 
jurídicas cuyos administradores o representantes se 
encuentren en las situaciones mencionadas por actua- 
ciones realizadas en nombre o a beneficio de dichas 
personas jurídicas o en las que concurran las condi- 
ciones, cualidades o relaciones que requiera la co- 
rrespondiente figura de delito para ser sujeto activo 
del mismo. 

Haber sido declaradas en quiebra, en con- 
curso de acreedores, insolvente fallido en cualquier 
procedimiento o sujeto a intervención judicial; haber 
iniciado expediente de quita y espera o de suspensión 
de pagos o presentado solicitud judicial de quiebra o 
de concurso de acreedores, mientras, en su caso, no 
fueren rehabilitadas. 

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubie- 
sen sido declarados culpables, a la resolución firme 
de cualquier contrato celebrado con la Administra- 
ción. 

d) Haber sido condenadas por sentencia firme 
por delitos contra la seguridad e higiene en el trabajo 
o por delitos contra la libertad y la seguridad en el tra- 
bajo, o haber sido condenadas o sancionadas con ca- 
rácter f m e  por delito o infracción grave en materia 
de disciplina de mercado, en materia profesional o en 
el orden social tratándose de infracciones muy gra- 
ves, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de 7 de 
abril de 1988, sobre infracciones y sanciones en el 
orden social. En el caso de condena penal se aplicará 
lo previsto en el párrafo segundo de la letra a) de este 
artículo. 

e) Estar incursa la persona física o los adminis- 
tradores de la persona jurídica en alguno de los su- 
puestos de la Ley 25/1983, de 26 de diciembre, sobre 
incompatibilidades de altos cargos, de la.Ley 
53/1984, de 26 de diCiembre,.de incompatibilidades 
del personal al servicio de las Administraciones PÚ- 
blicas o tratarse de cualquiera de los cargos electivos 
regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, 

b) 

- 10 - 
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del Régimen Electoral General, en los términos esta- 
blecidos en la misma. 

La prohibición alcanza igualmente a los cónyuges, 
personas vinculadas con análoga relación de convi- 
vencia afectiva y descendientes de las personas a que 
se  refiere el párrafo anterior, siempre que, respecto de 
los últimos, dichas personas ostenten su representa- 
ción legal. 

Las disposiciones a las que se refiere este apartado 
serán aplicables a las Comunidades Autónomas y a 
las Entidades locales en los términos que respectiva- 
mente les sean aplicables. 

No hallarse al corriente en el cumplimiento de 
las obligaciones tributarias o de Seguridad Social im- 
puestas por las disposiciones vigentes, en los térmi- 
nos que reglamentariamente se determine. 

Haber incurrido en falsedad grave al facilitar 
a la Administración las declaraciones exigibles en 
cumplimiento de las disposiciones de esta Ley o de 
sus normas de desarrollo. 

El incumplimiento de las obligaciones im- 
puestas al empresario por los acuerdos de suspensión 
de las clasificaciones concedidas o de la declaración 
de inhabilitación para contratar con cualquiera de las 
Administraciones Públicas. 

Si se trata de empresarios no españoles de Es- 
tados miembros de la Comunidad Europea, no ha- 
llarse inscritos, en su caso, en un Registro profesional 
o comercial en las condiciones previstas por la legis- 
lación del Estado donde están establecidos. 

Haber sido sancionado como consecuencia del 
correspondiente expediente administrativo en los tér- 
minos previstos en el artículo 82 de la Ley General 
Presupuestaria y en el artículo 80 de la Ley General 
Tributaria. 

No hallarse debidamente clasificadas, en su 
caso, conforme a lo dispuesto en esta Ley o no acre- 
ditar la suficiente solvencia económica, financiera y 
técnica o profesional. 

f) 

g) 

h) 

i) 

j) 

k) 

Artículo 21. Procedimiento para su declaración y 
efectos. 

1. Las prohibiciones de contratar contenidas en 
las letras b), e), f), i), j) y k) del artículo anterior se 
apreciarán de forma automática por los órganos de 
contratación y subsistirán mientras concurran las cir- 
cunstancias que en cada caso las determinan. 

La prohibición de contratar por las causas previs- 
tas en la letra a) del artículo anterior se apreciará de 
forma automática por los órganos de contratación. 
Salvo en el supuesto de condena por sentencia firme, 
la prohibición subsistirá mientras dure la situación 

que la origina. Cuando la sentencia condenatoria sea 
firme, se incoará el correspondiente procedimiento 
para determinar el alcance de la prohibición. 

En los restantes supuestos, la prohibición de con- 
tratar requerirá su previa declaración mediante proce- 
dimiento cuya resolución fijará expresamente la Ad- 
ministración a la que afecte y su duración. 

El alcance de la prohibición se apreciará en la 
forma que reglamentariamente se determine aten- 
diendo, en su caso, a la existencia de dolo o mani- 
fiesta mala fe en el empresario y a la entidad del daño 
causado a los intereses públicos y no excederá de 
cinco años, con carácter general, o de ocho para 
prohibiciones que tengan por causa la existencia de ’ 
condena mediante sentencia firme. En todo caso, se 
estará a los pronunciamientos que sobre dichos extre- 
mos, en particular sobre la duración de la prohibición 
de contratar, contenga la sentencia o resolución firme 
y en tal supuesto, las prohibiciones de contratar se 
aplicarán de forma automática por los órganos de 
contratación. 

La competencia para declarar la prohibición 
de contratar en los supuestos contemplados en las le- 
tras a), en el caso de condena por sentencia firme, y 
d) del artículo anterior corresponderá al Ministro de 
Econom’a y Hacienda, que dictará resolución a pro- 
puesta de la Junta Consultiva de Contratación Admi- 
nistrativa y revestirá carácter general para todas las 
Administraciones míblicas. En los supuestos previs- 
tos en las letras c) y g) del artículo anterior la compe- 
tencia corresponderá a la Administración contratante 
y en el de la letra h) del propio artículo, a la misma 
Administración que hubiese acordado la suspensión 
de la clasificación o declarado la prohibición infrin- ’ 
gida, con eficacia limitada a su propio ámbito, en 
estos casos y sin perjuicio de su posteAor comunica- 
ción a la Administración General del Estado para 
que, a la vista del daño causado a los intereses públi- 
cos, declare la prohibición con carácter general. 

A los efectos de la aplicación de este artículo, 
las autoridades y órganos competentes notificarán a 
la Junta Consultiva de Contratación Administrativa 
todas las sanciones y resoluciones firmes recaídas en 
los procedimientos correspondientes, a fin de que se 
puedan instruir los expedientes previstos en este artí- 
culo y en el artículo 34 o adoptarse la resolución que 
proceda. Asimismo, la Junta Consultiva de Contrata- 
ción Administrativa podrá recabar de dichas autori- 
dades y órganos cuantos datos y antecedentes sean 
precisos a los mismos efectos. 

La prueba por parte de los empresarios de no 
estar incursos en las prohibiciones para contratar con 
la Administración señaladas en el artículo anterior, en 
relación con las situaciones indicadas en sus distintas 

2. 

3. 

4. 

5.  
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letras, podrá realizarse mediante testimonio judicial o 
certificación administrativa según los casos y cuando 
dicho documento no'pueda ser expedido por la auto- 
ridad competente, podrá ser sustituido por una decla- 
ración responsable otorgada ante una autoridad admi- 
nistrativa, Notario público u organismo profesional 
cualificado. Podrá también sustituirse por declara- 
ción responsable otorgada ante una autoridad judicial 
cuando se trate de empresas de Estados miembros de 
la Comunidad Europea y esta posibilidad esté pre- 
vista en la legislación del Estado respectivo. 

Artículo 22. Efectos de la falta de capacidad, sol- 
vencia y de las prohibiciones de con- 
tratar. 

Las adjudicaciones de contratos en favor de perso- 
nas que carezcan de la capacidad de obrar o de sol- 
vencia y de las que se hallen comprendidas en alguno 
de los supuestos del artículo 20 serán nulas de pleno 
derecho. Sin perjuicio de ello, el órgano de contrata- 
ción podrá acordar que el empresario continúe la eje- 
cución del contrato, bajo las mismas cláusulas, por el 
tiempo indispensable para evitar perjuicios al interés 
público correspondiente. 

Artículo 23. Empresas extranjeras no comunitarias. 

' 1. Las personas físicas o jurídicas de Estados no 
pertenecientes a la Comunidad Europea, además de 
acreditar su plena capacidad para contratar y obli- 
garse conforme a la legislación de su Estado y su sol- 
vencia económica y financiera, técnica o profesional, 
deberán justificar mediante informe de la respectiva 
representación diplomática española, que se acompa- 
ñará a la documentación que se presente, que el Es- 
tado de procedencia de la empresa extranjera admite 
a su vez la participación de empresas españolas en la 
contratación con la Administración, en forma sustan- 
cialmente análoga. Tratándose de contratos de obras 
será necesario, además, que estas empresas tengan 
abierta sucursal en España, con designación de apo- 
derados o representantes para sus operaciones y que 
estén inscritas en el Registro Mercantil. 

En la Administración General del Estado, sus 
Organismos autónomos, las Entidades Gestoras y 
Servicios comunes de la Seguridad Social y demás 
Entidades públicas estatales cuando se trate de con- 
tratos de suministro cuyo importe sea igual o superior 
a 17.555.440 pesetas, con exclusión del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, deberá prescindirse del in- 
forme sobre reciprocidad a que se refiere el apartado 

- 

2. 

anterior en relación con las empresas de Estados sig- 
natarios del Acuerdo de Contratación Pública en el 
marco del Acuerdo General sobre Aranceles Aduane- 
ros y Comercio (GATT). 

Artículo 24. Agrupaciones de empresarios. 

1. La Administración podrá contratar con agru- 
paciones de empresarios que se constituyan tempo- 
ralmente al efecto, sin que sea necesaria la formali- 
zación de las mismas en escritura pública hasta que 
se haya efectuado la adjudicación a su favor. 

Dichos empresarios quedarán obligados solida- 
riamente ante la Administración y deberán nombrar 
un representante o apoderado Único de la agrupa- 
ción con poderes bastantes para ejercitar los dere- 
chos y cumplir las obligaciones que del contrato se 
deriven hasta la extinción del mismo, sin perjuicio 
de la existencia de poderes mancomunados que pue- 
dan otorgar las empresas para cobros y pagos de 
cuantía significativa. 

Para los casos en que sea exigible la clasifi- 
cación y concurran en la agrupación empresarios 
nacionales, extranjeros no comunitarios o extranje- 
ros comunitarios, los dos primeros deberán acredi' 
tar su clasificación y los últimos, en defecto de ésta, 
su solvencia económica, financiera y técnica o pro- 
fesional. 

2. 

CAPÍTULO 11 

De la clasificación y registro de las empresas 

SECCIÓN 1". 

Disposiciones generales 

Artículo 25. Supuestos de clasificación. 

1. Para contratar con las Administraciones Pú- 
blicas la ejecución de contratos de obras por presu- 
puesto igual o superior a 20.000.000 de pesetas o a 
10.000.000 de pesetas, si se trata de contratos de 
consultoría y asistencia o de servicios, será requi- 
sito indispensable que el empresario haya obtenido 
previamente la correspondiente clasificación. Este 
requisito será exigido igualmente al cesionario de 
un contrato en el caso en que hubiese sido exigido 
al cedente. 

Dicho límite podrá ser elevado o disminuido 
anualmente para cada tipo de contrato por el Minis- 
tro de Econom'a y Hacienda previa audiencia de las 
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Comunidades Autónomas con arreglo a las exigen- 
cias de la coyuntura económica. 

No obstante lo establecido en el párrafópri- 
mero del apartado 1 de este artículo, para los em- 
presarios no españoles de Estados miembros de la 
Comunidad Europea, será suficiente que acrediten, 
en su caso, ante el órgano de contratación corres- 
pondiente su solvencia económica y financiera, téc- 
nica o profesional, conforme a los artículos 16, 17 y 
19, así como su inscripción en el Registro al que se 
refiere el artículo 20.i), todo ello sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 80. 

Excepcionalmente, cuando así sea conve- 
niente para los intereses públicos, la contratación 
con personas que no estén clasificadas podrá ser au- 
torizada por el Consejo de Ministros, previo in- 
forme de la Junta Consultiva de Contratación Admi- 
nistrativa, en el ámbito de la Administración Gene- 
ral del Estado, y por sus respectivos Órganos, en el 
ámbito de las Comunidades Autónomas. 

A efectos de la clasificación se determinarán 
reglamentariamente, en relación con el objeto de los 
contratos, los grupos generales y subgrupos en que 
podrán subdividirse aquéllos conforme a su peculiar 
naturaleza. 

2. 

3. 

4. 

Artículo 26. Excepciones de clasificación y certi- 
ficados comunitarios de clasifica- 
ción. 

1. No obstante lo dispuesto en el artículo ante- 
rior, en los contratos de consultoría y asistencia .y en 
los de servicios que se adjudiquen a personas físicas 
que, por razón de la titularidad académica de ense- 
ñanza universitaria que posean, estén facultadas 
para la realización del objeto del contrato y se en- 
cuentren inscritas en el correspondiente Colegio 
profesional no será exigida clasificación, sin perjui- 
cio de lo dispuesto en el artículo 19. 

En los supuestos del artículo 11 de la Ley 
Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma 
Universitaria, no será de aplicación lo dispuesto en 
la presente Ley respecto a la clasificación de contra- 
tistas. 

3. Los certificados de claslficación o documen- 
tos similares que hayan sido expedidos por Estados 
miembros de la Comunidad Europea en favor de sus 
propios empresarios constituyen una presunción de 
capacidad frente a los diferentes Órganos de contra- 
tación en relación con las letras b) y c) del artículo 
16.1; letras b) y d) del artículo 17; letra a) del artí- 
culo 18; letra a) del artículo 19 y letras a), b), d) e i) 
del artículo 20. 

2. 

Artículo 27. Criterios de clasificación y límite má- 
ximo de contratación. 

1. La clasificación de las empresas se hará con 
arreglo a sus características fundamentales determi- 
nadas según lo establecido en los artículos 16, 17, 18 
y 19 e indicará la categoría de los contratos a cuya ad- 
judicación puedan concurrir u optar por razón de su 
objeto y la cuantía de los mismos. 

Para la clasificación de los empresarios de 
obras se podrá tener en cuenta el volumen total de 
obra que puedan concertar’para su simultánea ejecu- 
ción, a cuyo’efecto se tomarán en consideración todas 
las circunstancias siguientes: 

2. 

a) Obras a ejecutar anualmente por la empresa. 
b) Previsión adecuada de obra en cartera. 
c) Obra desarrollada por la empresa en ejercicios 

anteriores y previsión de una prudencial expansión 
de su actividad. 

Necesidades de la Administración para lograr 
una normal concurrencia. 

d) 

3. El límite máximo de contratación, a que se re- 
fiere el apartado anterior, no se establecerá hasta que 
así lo acuerde el Ministro de Econom’a y Hacienda a 
propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Ad- 
ministrativa, previa audiencia de las Comunidades Au- 
tónomas, teniendo en cuenta la coyuntura económica. 

Artículo 28. Clasificación para los contratos de su- 
ministro. 

Las normas de clasificación contenidas en los artí- 
culos precedentes podrán hacerse extensivas a los 
contratos de suministro, por Real Decreto acordado 
en Consejo de Ministros, previa audiencia de las Co- 
munidades Autónomas, teniendo en cuenta las pecu- 
liaridades que de aquéllos se derivan. 

Artículo 29. Competencia para la clasificación. 

1. Los acuerdos sobre clasificación y revisión de 
clasificaciones se adoptarán por la Junta Consultiva 
de Contratación Administrativa del Ministerio de 
Econom’a y Hacienda, a través de Comisiones clasi- 
ficadoras que, por delegación permanente de aquélla, 
entenderán en cuantos expedientes se relacionen con 
la clasificación de las empresas, produciendo tales 
acuerdos efectos ante cualquier órgano de contrata- 
ción. Las Comisiones clasificadoras, cuya composi- 
ción se determinará reglamentariamente, estarán in- 
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tegradas por los representantes de la Administración 
y de las organizaciones empresariales más represen- 
tativas en los distintos sectores afectados por la con- 
tratación administrativa. 

Las clasificaciones acordadas serán revisables a pe- 
tición de los interesados o de oficio por la Administra- 
ción en cuanto dejen de ser actuales las bases tomadas 
para establecerlas. 

Los acuerdos de clasificación y revisión adopta- 
dos por la Junta Consultiva de Contratación Adminis- 
trativa podrán ser objeto de recurso ordinario ante el 
Ministro de Econom'a y Hacienda. 

No obstante, para los contratos que celebren los 
órganos de contratación de las Comunidades Autóno- 
mas, sus Organismos autónomos y demás entidades pú- 
blicas, los acuerdos sobre clasificación y revisión de 
clasificaciones podrán adoptarse por los correspon- 
dientes órganos de dichas Comunidades que aplicarán 
las mismas reglas y criterios establecidos en esta Ley y 
sus disposiciones de desarrollo. 

En relación con los contratos que celebren los 
órganos de contratación de las entidades locales, sus or- 
ganismos autónomos y demás entidades públicas surti- 
rán efecto las clasificaciones acordadas por la Comuni- 
dad Autónoma respectiva o por la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa del Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda. 

2. 

3. 

4. 

Artículo 30. Duración de las clasificaciones. 

1. La clasificación de las empresas se efectuará en 
función de los elementos personales, materiales, econó- 
micos y técnicos de que dispongan respecto de la acti- 
vidad en que la soliciten. 

Cuando los elementos de justificación de capa- 
cidad y solvencia de la empresa estén referidos a la ex- 
periencia en trabajos realizados directamente en el Úl- 
timo quinquenio, la clasificación se acordará por un 
plazo de cuatro años. 

Se acordará la clasificación de las empresas por 
un período de dos años en los siguientes supuestos: 

2. 

3. 

a) Cuando se clasifiquen por primera vez en cual- 
quier actividad. 

b) 'Cuando no acrediten la realización de trabajos 
en el Último quinquenio respecto de la actividad solici- 
tada. 

c) Cuando en el último quinquenio experimenten 
un decrecimiento del 40 por 100 en su actividad du- 
rante dos años consecutivos respecto del mejor año de 
tal período. 

Cuando se trate de la Clasificación de empre- 
sas resultantes de escisión de sociedades. 

d) 

Artículo 3 1. Denegación de clasificaciones. 

Podrá denegarse la clasificación de aquellas em- 
presas de las que, a la vista de las personas que las 
rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que 
son una continuación, transformación, fusión o suce- 
sión de otras empresas respecto de las cuales se haya 
acordado la suspensión de su clasificación. 

Artículo 32. Clasificación de agrupaciones de em- 
presarios. 

1. Las agrupaciones temporales de empresarios, 
a las que se refiere el artículo 24, serán clasificadas 
en la forma que reglamentariamente se determine, 
mediante la acumulación de las características de 
cada uno de los asociados expresadas en sus respecti- 
vas clasificaciones. 

En todo caso será requisito básico para la acu- 
mulación de las citadas características que todas las 
empresas que concurran en la agrupación temporal 
hayan obtenido previamente clasificación como em- 
presa de obras, o de consultoría y asistencia o de ser- 
vicios, en relación con el contrato al que opten, sin 
perjuicio de lo establecido para los empresarios no 
españoles de Estados miembros de la Comunidad Eu- 
ropea en el artículo 25.2. 

2. 

Artículo 33. Comprobación de los elementos de la 
clasificación. 

1. La Junta Consultiva de Contratación Admi- 
nistrativa podrá solicitar en cualquier momento de las 
empresas clasificadas o pendientes de clasificación 
los documentos que estime necesarios para compro- 
bar las declaraciones y hechos manifestados en los 
expedientes que tramite. 

También podrá solicitar informes de cual- 
quiera de los órganos de las Administraciones Públi- 
cas sobre estos extremos. 

2. 

SECCIÓN 2" 

De la suspensión de las clasificaciones , 

Artículo 34. Suspensión de las clasificaciones. 

1. El Ministro de Econom'a y Hacienda, a pro- 
puesta de la Junta Consultiva de Contratación Admi- 
nistrativa y previa formación de expediente adminis- 
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trativo con audiencia del interesado, podrá disponer 
la suspensión de las clasificaciones acordadas. 

Será causa de suspensión por tiempo no supe- 
rior a un año la infracción grave de las condiciones 
establecidas en el contrato que no den lugar a resolu- 
ción. 

3. Serán causas de suspensión por tiempo no su- 
perior a cinco años las siguientes: 

2. 

a) Falsedad grave en las informaciones o decla- 
raciones a los órganos de la Administración compe- 
tentes por la naturaleza del contrato o a la Junta Con- 
sultiva de Contratación Administrativa. 

Haber sido condenado el empresario me- 
diante sentencia firme por delitos de falsedad o con- 
tra la propiedad o por delitos de cohecho, malversa- 

, ciónde caudales públicos, tráfico de influencias, ne- 
gociaciones prohibidas a los funcionarios, revela- 
ción de secretos o uso de información privilegiada y 
delitos contra la Hacienda Pública y haber sido de- 
clarado en quiebra, concurso de acreedores, insol- 
vente fallido en cualquier procedimiento o sujeto a 
intervención judicial, sin que en estos supuestos la 
rehabilitación determine el levantamiento de la sus- 
pensión. 

c) El incurrir en los supuestos previstos en las 
letras c), d) y j)  del artículo 20. 

d) Haber sido sancionado con carácter firme por 
infracción muy grave que haya ocasionado daños a 
la salud de los trabajadores como consecuencia del 
incumplimiento de obligaciones en materia de segu- 
ridad y salud laboral, previstas en la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales. 

Haberse exigido al contratista consultor el 
pago de las indemnizaciones previstas en los artícu- 
los 218 y 219 o en las respectivas normas de otras 
Administraciones Públicas. 

b) 

e) 

4. Producirán la suspensión indefinida, en tanto 
subsistan, las causas siguientes: 

a) La disminución notoria y continuada de las 
garantías financieras, económicas o técnicas del em- 
presario que hagan peligrosa para los intereses pú- 
blicos su colaboración con la Administración, sin 
perjuicio de que haya tenido lugar la revisión de cla- 
sificaciones acordadas con anterioridad. 

Estar procesado o acusado en el procedi- 
miento a que se refiere el Título 111, del Libro IV, de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal por delitos de fal- 
sedad o contra la propiedad-o por delitos de cohecho, 
malversación de caudales públicos, tráfico de in- 
fluencias, negociaciones prohibidas a los funciona- 
rios, revelación de secretos o uso de información pri- 

b) 

vilegiada o delitos contra la Hacienda Pública, o 
haber iniciado expediente de quita y espera o de sus- 
pensión de pagos o presentado solicitud judicial de 
quiebra o de concurso de acreedores, mientras, en su 
caso, no fueren rehabilitados. 

c) Estar el empresario incurso en alguna de las 
circunstancias señaladas en las letras e) y f) del artí- 
culo 20. 

5 .  En la suspensión de la clasificación de em- 
presarios que sean personas jurídicas, por las causas 
de origen procesal penal previstas en esta Ley, se 
tendrá en cuenta lo dispuesto en el segundo párrafo 
del artículo 20.a). 

La suspensión de la clasificación implicará la 
pérdida de todos los derechos derivados de la misma 
en tanto aquélla subsista. 

Cuando la clasificación haya sido acordada 
por un órgano de las Comunidades Autónomas, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 29.3, la sus- 
pensión de las clasificaciones por las causas y con 
los efectos previstos en este artículo corresponderá 
igualmente a los órganos de dicha Comunidad Autó- 
noma. 

8. Para la efectividad de los acuerdos de suspen- 
sión de las clasificaciones de empresas, la Adminis- 
tración del Estado y las de las Comunidades Autóno- 
mas se darán mutuo conocimiento de los acuerdos 
adoptados y procederán a su publicación en el Bole- 
tín Oficial del Estado o en los respectivos Diarios 
Oficiales en la forma que reglamentariamente se de- 
termine. 

6. 

7.  

SECCI~N 3" 

Del Registro Oficial de Contratistas 

Artículo 35. Registro Oficial de Contratistas. 

1. El Registro Oficial de Contratistas dependerá 
del Ministerio de Econom'a y Hacienda. El acceso al 
Registro será público. 

Dicho Registro se llevará por la Junta Consultiva 
de Contratación Administrativa y e.n el mismo serán 
inscritos todos los empresarios que hayan sido clasi- 
ficados por la misma a los fines establecidos en esta 
Ley. 

En la inscripción se expresará el contenido de la 
clasificación respectiva, así como cuantas inciden- 
cias se produzcan durante su vigencia. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán crear, 
asimismo, sus propios Registros Oficiales de Con- 
tratistas. 
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CAPÍTULO 1.11 

De las garantías exigidas para los contratos con 
la Administración 

SECCIÓN ia 

De la prestación de las garantías según 
las distintas clases de contratos 

Artículo 36. Garantías provisionales. 

1. Será requisito necesario para acudir a los 
procedimientos abiertos o restringidos convocados 
por la Administración sobre contratos comprendi- 
dos en esta Ley, el acreditar la constitución previa, 
a disposición del correspondiente órgano de contra- 
tación, de una garantía provisional equivalente al 2 
por 100 del presupuesto del contrato, entendién- 
dose por tal el establecido por la Administración 
como base de la licitación, salvo en los supuestos 

h en que no se haya hecho previa fijación del presu- 
puesto, en los que se determinará estimativamente 
por el Órgano de contratación. Dicha garantía habrá 
de ser constituida: 

a) En metálico, en valores públicos o en valo- 
res privados avalados por el Estado, por una Comu- 
nidad Autónoma, por la Administración contratante 
o por alguna de las entidades relacionadas en la 
letra siguiente, con sujeción, en cada caso, a las 
condiciones que puedan reglamentariamente esta- 
blecerse. El metálico, los títulos o los certificados 
correspondientes, se depositarán en la Caja General 
de Depósitos o en sus sucursales o en las Cajas o 
establecimientos públicos equivalentes de las Co- 
munidades Autónomas o Entidades locales contra- 
tantes con las excepciones que reglamentariamente 
puedan establecerse. 

Mediante aval prestado, en la forma y con- 
diciones reglamentarias, por alguno de los Bancos, 
Cajas de Ahorros, Cooperativas de Crédito y Sacie- 
dades de Garantía Recíproca autorizados para ope- 
rar en España. 

Por contrato de seguro de caución celebrado 
en la forma y condiciones que reglamentariamente 
se establezcan, con Entidad aseguradora autorizada 
para operar en el ramo de caución. 

b) 

c) 

2.  El órgano de contratación podrá dispensar, 
en el pliego de cláusulas administrativas particula- 
res, de la prestación de la garantía provisional a 
aquellas empresas que acrediten la clasificación re- 
querida para concurrir a la licitación en los contra- 

tos de obras de cuantía inferior a la señalada en el 
primer párrafo del artículo 135.1 y en los contratos 
de consultoría y asistencia y en los de servicios de 
cuantía inferior a la señalada en el artículo 204.2. 
También podrá dispensar de dicha prestación en los 
contratos de suministro de cuantía inferior a la fi- 
jada en el artículo 178.2 y en los de.trabajos especí- 
ficos y concretos no habituales de cuantía inferior a 
la señalada en el artículo 204.2. 

La garantía provisional será devuelta a los 
interesados inmediatamente después de la pro- 
puesta de adjudicación del contrato en los casos en 
los que la forma de adjudicación sea la subasta o de 
la adjudicación, cuando aquélla sea por concurso. 
La garantía será retenida al empresario incluido en 
la propuesta de adjudicación o al adjudicatario. 

4. .  En los supuestos de presunción de temeri- 
dad, a los que se refiere el artículo 84.2.b), será re- 
tenida la garantía a los empresarios comprendidos 
en la misma, así como al mejor postor de los que no 
lo estén, hasta que se dicte el acuerdo de adjudica- 
ción. 

5. En el caso de no formalización del contrato 
por causas imputables al contratista, se estará a lo 
dispuesto en el artículo 55. 

En el procedimiento negociado cuando se 
interese la oferta de alguno o de algunos empresa- 
rios el órgano de contratación podrá exigir de los 
mismos la constitución de una garantía provisional 
que surtirá sus efectos hasta el momento de la adju- 
dicación. 

La constitución de la garantía global a que 
se refiere el apartado 2 del artículo siguiente exi- 
mirá de la constitución de la garantía provisional, 
produciendo aquélla los efectos inherentes a esta 
última. ' 

3 .  

6 .  

7. 

Artículo 37. Garantías definitivas, especiales y 
complementarias. 

1. Los adjudicatarios de los contratos regula- 
dos en esta Ley están obligados a constituir una ga- 
rantía definitiva por el importe del 4 por 100 del 
presupuesto de aquéllos, a disposición del órgano 
de contratación, cualquiera que haya sido el proce- 
dimiento y la forma de adjudicación del contratp, 
que habrá de constituirse: 

a) En la misma clase de bienes y en los esta- 
blecimientos señalados en el apartado 1.a) del artí- 
culo anterior. 

Mediante aval prestado en la forma y condi- b) 
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ciones reglamentarias, por las entidades indicadas 
en el apartado 1 .b) del artículo precedente y consti- 
tuido en los establecimientos señalados en el apar- 
tado 1.a) del mismo artículo. 

Por contrato de seguro de caución celebrado 
en la forma y condiciones que reglamentariamente 
se determinen, con las Entidades referidas en el 
apartado 1 .c) del artículo anterior, debiendo entre- 
garse la póliza en los establecimientos señalados en 
el apartado 1.a) del mismo artículo. 

Cuando el Órgano de contratación no haya hecho 
previa fijación del presupuesto del contrato la ga- 
rantía definitiva se constituirá en función del im- 
porte de adjudicación. 

c) 

2. Alternativamente a lo establecido en el 
apartado anterior, el contratista podrá constituir una 
garantía global con referencia a todos los contratos 
que celebre con una Administración Pública o con 
un órgano de contratación, sin especificación sin- 
gular para cada contrato, en la forma que reglamen- 
tariamente se determine. 

La garantía global responderá, genérica y perma- 
nentemente, del cumplimiento por el adjudicatario 
de las obligaciones de todos los contratos celebra- 
dos con la misma Administración Pública o con el 
mismo órgano de contratación que se encuentren en 
vigor en cada caso, hasta el 4 por 100 del presu- 
puesto del contrato respectivo y sin perjuicio de 
que la indemnización de daños y perjuicios a favor 
de la Administración, que en su caso pueda produ- 
cirse’, se ejercite sobre el resto de la garantía global. 

En todo momento la garantía global se acomo- 
dará a las consecuencias de las posibles responsabi- 
lidades ejercitadas sobre aquélla, para mantener 
permanentemente el mismo nivel por el que fue 
constituida. 

En casos especiales, el órgano de contrata- 
ción podrá establecer, además, en el pliego de cláu- 
sulas administrativas particulares, una garantía 
complementaria de hasta un 6 por 100 del citado 
presupuesto. A todos los efectos dicho comple- 
mento tendrá la consideración de garantía defini- 
tiva. 

4. En el supuesto de adjudicación a un empre- 
sario cuya proposición hubiera estado incursa ini- 
cialmente en presunción de temeridad, a la que se 
refiere el artículo 84.2.b), el Órgano de contratación 
exigirá al contratista la constitución de una garantía 
definitiva por el importe total del contrato adjudi- 
cado, que sustituirá a la del 4 por 100 prevista en el 
apartado 1, sin que resulte de aplicación lo dis- 
puesto en el apartado precedente. 

3. 

Artículo 38. Garantía definitiva en detenninados 
cóntratos. 

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, en 
los contratos de consultoría y asistencia, de servicios 
y de trabajos específicos y concretos no habituales la 
garantía definitiva podrá ser dispensada cuando así 
lo disponga el órgano de contratación en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares, debiendo fun- 
damentarse las razones de la citada dispensa. 

Artículo 39. Garantías en contratos de gestión de 
servicios públicos. 

1. En los contratos de gestión de servicios pú- 
blicos el importe de las garantías provisionales o 
definitivas se fijará en cada caso por el órgano de 
contratación en el pliego de cláusulas administrati- 
vas, a la vista de la naturaleza, importancia y dura- 
ción del servicio de que se trate. 

En estos contratos, el Consejo de Ministros 
queda facultado para acordar en casos especiales la 
exención de las correspondientes garantías. 

2. 

Artículo 40. Excepciones a la constitución de ga- 
rantías. 

No será necesaria la constitución de garantía 
provisional o definitiva en los siguientes contratos 
de suministro: 

a) Los concertados con empresas concesiona- 
rias de servicios públicos referentes a suministros 
de la clase señalada en el artículo 173.1.a). 

Aquéllos en los que en régimen de procedi- 
miento negociado el contratista entregue inmediata- 
mente los bienes consumibles o de fácil deterioro antes 
del pago del precio, salvo que exista plazo de garantía. 

Cuando la empresa suministradora sea extran- 
jera y garantice el cumplimiento del contrato de 
acuerdo con las prácticas comerciales internacionales. 

b) 

c) 

Artículo 41.. Otras excepciones a la constitución 
de garantías. 

Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 
anteriores, sólo quedan exceptuados del requisito 
de constitución de garantía provisional o definitiva, 
en su caso, las entidades que tengan reconocida 
rsta excepción por las leyes estatales o las disposi- 
ciones autonómicas correspondientes. 
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SECCI~N 2" 

De la constitución y efectos de las garantías 

SUBSECCI~N ia 

De la constitución y reajuste de garantías 

Artículo 42. Constitución de garantías. 

1. El adjudicatario deberá acreditar en el plazo de 
quince días hábiles, contados desde que se le notifique 
la adjudicación del contrato, la constitución de la ga- 
rantía definitiva, la cual en los contratos de consulto- 
ría, asistencia y en los de servicios y en los de trabajos 
específicos y concretos no habituales podrá llevarse a 
cabo en forma de retención del precio. De no cum- 
plirse este requisito por causas imputables al adjudica- 
tario, la Administración declarará resuelto el contrato. 

En el mismo plazo contado desde la fecha en 
que se hagan efectivas las penalidades o indemniza- 
ciones el adjudicatario deberá reponer o ampliar la 
garantía en la cuantía que corresponda, incurriendo 
en caso contrario en causa de resolución. 

2. 

Artículo 43. Reajuste de garantías. 

Cuando a consecuencia de la modificación del 
contrato experimente variación el valor del mismo se 
reajustará la garantía en el plazo señalado en el artí- 
culo anterior contado desde la fecha en que se modi- 
fique el contrato, para que guarde la debida propor- 
ción con el presupuesto. 

De las responsabilidades a que se afectan 
las garantías 

Artículo 44. Extensión de las garantías. 

Las garantías definitivas responderán de los si- 
guientes conceptos: 

a) De las penalidades impuestas al contratista en 
razón de la ejecución del contrato, en especial las 
comprendidas en el artículo 96, cuando no puedan 
deducirse de las certificaciones. 

De las obligaciones derivadas del contrato, de 
los gastos originados a la Administración por demora 
del contratista en el cumplimiento de sus obligaciones 
y de los daños y perjuicios ocasionados a la misma 

b) 

con motivo de la ejecución del contrato o en el su- 
puesto de incumplimiento del mismo, sin resolución. 

De la incautación que pueda decretarse en los 
casos de resolución del contrato, de acuerdo con lo 
establecido en el mismo o con carácter general en 
esta Ley. 

d) Además, en el contrato de suministro la ga- 
rantía definitiva responderá de la inexistencia de vi- 
cios o defectos de los bienes suministrados durante el 
plazo de garantía que se haya previsto en el contrato. 

c) 

Artículo 45. Cancelación de garantías. 

La garantía no será devuelta o cancelada hasta que 
se haya producido el vencimiento de¡ plazo de garan- 
tía y cumplido satisfactoriamente el contrato de que 
se trate o resuelto éste sin culpa del contratista. 

Artículo 46. Preferencia en la ejecución de garan- 
, tías. 

1. Para hacer efectiva la garantía definitiva, la 
Administración contratante tendrá preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, sea cual fuere la naturaleza 
del mismo y el título en que se funde su pretensión. 

Cuando la garantía no sea bastante para satis- 
facer las responsabilidades a las que está afecta, la 
Administración procederá al cobro de la diferencia 
mediante el procedimiento administrativo de apre- 
mio, con arreglo a lo establecido en las respectivas 
normas de recaudación. 

2. 

Artículo 47. Garantías prestadas por terceros. 

1. Las personas o entidades distintas del contra- 
tista que presten garantías a favor de éste no podrán 
utilizar el beneficio de excusión a que se refieren el 
artículo 1830 y concordantes del Código Civil. 

El avalista o asegurador será considerado parte 
interesada en los procedimientos que afecten a la ga- 
rantía prestada en los términos previstos en la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común. 

En el contrato de seguro de caución: 

2. 

3. 

a) Tendrá la condición de tomador del seguro el 
contratista y la de asegurado la administración con- 
tratante. 

b) La falta de pago de la prima, sea única, pri- 
mera o siguientes, no dará derecho al asegurador a re- 
solver el contrato, ni éste quedará extinguido, ni la 

- 18 - 



Núm. 69 

cobertura del asegurador suspendida, ni éste liberado 
de su obligación caso de que el asegurador deba 
hacer efectiva la garantía. 

El asegurador no podrá oponer al asegurado 
las excepciones que puedan corresponderle conp-a el 
tomador del seguro. 

c) 

SUBSECCIÓN 3" 

De la devolución de la garantía definitiva 

Artículo 48. Devolución y cancelación de las ga- 
rantías definitivas 

1. Aprobada la liquidación del contrato, si no re- 
sultaren responsabilidades que hayan de ejercitarse 
sobre la garantía y transcurrido el plazo de la misma, 
en su caso, se dictará acuerdo de devolución de aqué- 
lla o de cancelación del aval. 

En el supuesto de recepción parcial sólo podrá 
el contratista solicitar la devolución o cancelación de 
la parte proporcional de la garantía cuando así se au- 
torice expresamente en el pliego de cláusulas admi- 
nistrativas particulares. 

En los casos de cesión de contratos no se pro- 
cederá a la devolución o cancelación de la garantía 
prestada por el cedente hasta que no se halle formal- 
mente constituida la del cesionario. 

Transcurrido un año desde la fecha de termi- 
nación del contrato, sin que la recepción formal y la 
liquidación hubiesen tenido lugar por causas no im- 
putables al contratista, se procederá, sin más demora, 
a la devolución o cancelación de las garantías siem- 
pre que no se hayan producido las responsabilidades 
a que se refiere el artículo 43. 

2. 

3. 

4. 

Tf TUL0 III 

DE LAS ACTUACIONES RELATIVAS A LA 
CONTRATACI~N 

CAPÍTULO I 

De los pliegos de cláusulas administrativas 
.y de prescripciones técnicas 

Artículo 49. Pliegos de cláusulas administrativas 
generales 

1. Ajustándose en su contenido a los preceptos 
de esta Ley y de sus disposiciones de desarrollo, el 

Consejo de Ministros, a iniciativa de los Ministerios 
interesados y a propuesta del Ministro de Econom'a y 
Hacienda, podrá aprobar pliegos de cláusulas admi- 
nistrativas generales para la Administración General 
del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades 
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social 
y demás Entidades públicas estatales, previo dicta- 
men del Consejo de Estado. 

Cuando se trate de pliegos generales para la 
adquisición de bienes y servicios de tecnologías para 
la información la propuesta al Consejo de Ministros 
corresponderá conjuntamente al Ministro de Econo- 
mía y Hacienda y al Ministro para las Administracio- 
nes Públicas. 

En los mismos términos, las Comunidades 
Autónomas y las Entidades que integran la Adminis- 
tración Local aprobarán, en su caso, los pliegos de 
cláusulas administrativas generales, de acuerdo con 
sus normas específicas, siendo asimismo preceptivo 
el dictamen del Consejo de Estado u Órgano consul- 
tivo equivalente de la Comunidad Autónoma respec- 
tiva. si lo hubiera. 

2. 

3. 

Artículo 50. Pliegos de cláusulas administrativas 
particulares. 

1. Deberán aprobarse, previa o conjuntamente a 
la autorización del gasto y siempre antes de la perfec- 
ción y, en su caso, licitación del contrato, los pliegos 
de cláusulas administrativas particulares que inclui- 
rán los pactos y condiciones definidoras de los dere- 
chos y obligaciones que ?sumirán las partes del con- 
trato. 

2. La aprobación de dichos pliegos correspon- 
derá al órgano de contratación competente. 

3. El órgano de contratación competente podrá 
asimismo establecer modelos tipo de pliegos particu- 
lares de general aplicación a los contratos de natura- 
leza análoga. 

En los supuestos de los dos apartados ánterio- 
res, en la Administración General del Estado, sus Or- 
ganismos autónomos, Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes de la Seguridad Social y demás Entidades 
públicas estatales se requerirá el informe previo del 
Servicio Jurídico respectivo, que en el caso de plie- 
gos de modelos tipo hará innecesario el del pliego 
particular correspondiente. 

Los contratos se ajustarán al contenido de los 
pliegos particulares, cuyas cláusulas se consideran 
parte integrante de los respectivos contratos. 

Las Adr'ninistraciones Públicas facilitarán las 
copias de los pliegos o condiciones de los contratos a 
todos los interesados que lo soliciten. 

4. 

5 .  

6.  
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Artículo 51. Cláusulas contrarias a los pliegos ge- 
nerales. 

La Junta Consultiva de Contratación Administra- 
tiva informará con carácter previo todos los pliegos 
particulares en que se proponga la inclusión de esti- 
pulaciones contrarias a lo previsto en los correspon- 
dientes pliegos generales. 

Artículo 52. Pliegos de prescripciones técnicas. 

1. Serán elaborados con anterioridad a la auto- 
rización del gasto los pliegos y documentos que 
contengan las prescripciones técnicas particulares 
que hayan de regir la ejecución de la prestación, de 
conformidad con los requisitos que para cada con- 
trato establece la presente Ley, correspondiendo su 
aprobación al órgano de contratación competente. 

Previo informe de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa, el Consejo de Minis- 
tros, a propuesta del Ministro correspondiente, 
podrá establecer los pliegos de prescripciones técni- 
cas generales a que hayan de ajustarse la Adminis- 
tración General del Estado, sus Organismos autóno- 
mos, Entidades gestoras y Servicios comunes de la 
Seguridad Social y demás Entidades públicas esta- 
tales. 

2 .  

Artículo 53. Orden para el establecimiento de pres- 
cripciones técnicas y prohibiciones. 

Sin perjuicio de las instrucciones o reglamen- 
tos técnicos nacionales obligatorios, siempre y 
cuando sean compatibles con el Derecho comunita- 
rio, las prescripciones técnicas serán definidas por 
referencia a normas nacionales que traspongan nor- 
mas europeas, a documentos de idoneidad técnica 
europeos o especificaciones técnicas comunes, fiján- 
dose reglamentariamente los casos en que puede 
prescindirse de los mismos. A falta de los anteriores, 
las prescripciones técnicas podrán definirse por refe- 
rencia a normas nacionales que traspongan normas 
internacionales, a normas nacionales o a otras nor- 
mas. 

2. Salvo que esté justificado por el objeto del 
contrato, no podrán incluirse en el pliego especifica- 
ciones técnicas que mencionen productos de una fa- 
bricación o procedencia determinada o procedimien- 
tos especiales que tengan por efecto favorecer o eli- 
minar determinadas empresas o determinados pro- 
ductos. Especialmente no se indicarán marcas, paten- 
tes o tipos,-ni se aludirá a un origen o producción de- 

L 

1. 

terminado. Sin embargo, cuando no exista posibili- 
dad de definir el objeto del contrato a través de espe- 
cificaciones suficientemente precisas e inteligibles, 
se admitirá tal indicación si se acompañan las pala- 
bras «O equivalente». 

CAPÍTULO II 

De la perfección y formalización 
de los contratos 

Artículo 54. Perfección de los contratos. 

Los contratos se perfeccionan mediante la adjudi- 
cación realizada por el órgano de contratación com- 
petente, cualquiera que sea el procedimiento o la 
forma de adjudicación utilizados. 

Artículo 55. Formalización de los contratos. 

1. Los contratos de la Administración se forma- 
lizarán en documento administrativo dentro del plazo 
de treinta días a contar desde el siguiente al de la no- 
tificación de la a$judicaciÓn, constituyendo dicho 
documento título suficiente para acceder a cualquier 
registro público, pudiendo, no obstante, elevarse a es- 
critura píiblica cuando lo solicite el contratista, 
siendo a su costa los gastos derivados de su otorga- 
miento. 

2.  Salvo las excepciones establecidas en esta 
Ley, será requisito necesaiío para su formalización la 
prestación por el empresario de las garantías previs- 
tas en la misma como salvaguarda de los intereses 
públicos. 

3. Cuando por causas imputables al contratista 
no pudiese formalizarse el contrato dentro del plazo 
indicado la Administración podrá acordar la resolu- 
ción del mismo, siendo trámite necesario la audiencia 
del interesado y cuando se formule oposición por el 
contratista, el informe. del Consejo de Estado u Ór- 
gano consultivo equivalente de la Comunidad Autó- 
noma respectiva. En tal supuesto procederá la incau- 
tación de la garantía provisional y la indemnización 
de los daños y perjuicios ocasionados. 

Si las causas de la no formalización fueren impu- 
tables a la Administración se indemnizará al contra- 
tista de los daños y perjuicios que la demora le pueda 
ocasionar, con independencia de que pueda solicitar 
La resolución del contrato al amparo del artículo 
112.d). 
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4. No se podrá iniciar la ejecución del contrato 
sin la previa formalización, excepto en los casos pre- 
vistos en los artículos 72 y 73. 

Artículo 56. Contratación verbal. 

La Administración no podrá contratar verbalmente, 
salvo que el contrato tenga carácter de emergencia. 

Artículo 57. Contratos menores. 

En los contratos menores, que se definirán exclu- 
sivamente por su cuantía de conformidad con los ar- 
tículos 121, 177 y 202, la tramitación del expediente 
sólo exigirá la aprobación del gasto y la incorpora- 
ción al mismo de la factura correspondiente que 
reúna los requisitos reglamentariamente establecidos 
y en el contrato menor de obras, además, el presu- 
puesto de las obras, sin perjuicio de la existencia de 
proyecto cuando normas específicas así lo requieran. 

Artículo 58. Remisión de contratos al Tribunal de 
Cuentas. 

1. Dentro de los tres meses siguientes a la forma- 
lización del contrato, para el ejercicio de la función 
fiscalizadora, se remitirá por el órgano de contrata- 
ción al Tribunal de Cuentas u órgano de fiscalización 
correspondiente de la Comunidad Autónoma, una 
copia certificada del documento mediante el que se 
hubiere formalizado el contrato, acompañada de un 
extracto del expediente del que se derive, siempre que 
la cuantía del contrato exceda de 100.000.000 de pe- 
setas, tratándose de obras y de gestión de servicios pú- 
blicos, de 75.000.000 de pesetas, tratándose de sumi- 
nistros y de 25.000.000 de pesetas, en los de consulto- 
ría y asistencia, de servicios y de trabajos específicos 
y concretos no habituales de la Administración. 

Igualmente se comunicarán al Tribunal de 
Cuentas u órgano de fiscalización correspondiente de 
la Comunidad Autónoma las modificaciones, prórro- 
gas o variaciones de plazos y extinción de los contra- 
tos indicados. 

Lo dispuesto en los dos apartados anteriores 
se entenderá sin perjuicio de las facultades del Tribu- 
nal de Cuentas o, en su caso, de los correspondientes 
órganos de fiscalización de las Comunidades Autó- 
nomas para reclamar a las distintas Administraciones 
Públicas cuantos datos, documentos y antecedentes 
estime pertinentes con relación a los contratos de 
cualquier naturaleza y cuantía. 

2. 

' 

3. 

Artículo 59. Datos estadísticos. 

En el mismo plazo señalado en el artículo anterior 
se remitirá por el Órgano de contratación a la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa del Minis- 
terio de Econom'a y Hacienda la información sobre 
los contratos que reglamentariamente se determine, a 
efectos del cumplimiento de la normativa internacio- 
nal. Asimismo se informará a la mencionada Junta de 
los casos de modificación, prórroga o variación del 
plazo y extinción normal o anormal de los mismos. 

CAPÍTULO 111 

De las prerrogativas de la Administración 

Artículo 60. Prerrogativas de la Administración. 

1. Dentro de los límites y con sujeción a los re- 
quisitos y efectos señalados en la presente ley, el Ór- 
gano de contratación ostenta la prerrogativa de inter- 
pretar los contratos administrativos, resolver las 
dudas que ofrezca su cumplimiento, modificarlos por 
razones de interés público, acordar su resolución y 
determinar los efectos de ésta. 

Los acuerdos correspondientes pondrán fin a la vía 
administrativa y serán inmediatamente ejecutivos. 

En el correspondiente expediente se dará audien- 
cia al contratista. 

2. En la Administración General del Estado, sus 
Organismos autónomos, las Entidades Gestoras y 
Servicios comunes de la Seguridad Social y demás 
Entidades públicas estatales deberán ser adoptados 
previo informe del Servicio Jurídico correspondiente, 
salvo en los casos previstos en los artículos 42 y 97. 

No obstante lo anterior, será preceptivo el in- 
forme del Consejo de Estado u Órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva: 

3. 

a) En los casos de interpretación, nulidad y reso- 
lución, cuando se formule oposición por parte del 
contratista. 

En los casos de modificaciones, cuando la 
cuantía de las mismas, aislada o conjuntamente, sea 
superior a un 20 por ¡O0 del precio original del con- 
trato y éste sea igual o superior a 1.000.000.000 de 
pesetas. 

b) 

Artículo 61. Recursos y arbitraje. 

1. Contra todos los acuerdos que pongan fin a la 
vía administrativa procederá el recurso contencioso- 
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administrativo conforme a lo dispuesto en la Ley re- 
guladora de dicha Jurisdicción. 

El sometimiento a arbitraje se sujetará a los 
requisitos establecidos en la Ley General Presupues- 
taria o en las correspondientes normas de otras Ad- 
ministraciones Públicas. 

2. 

CAPÍTULO IV 

De la invalidez de los contratos 

Artículo 62. Invalidez de los contratos. 

Los contratos regulados en la presente Ley serán 
inválidos cuando lo sea alguno de sus actos prepara- 
torios o el de adjudicación y cuando concurra alguna 
de las causas de Derecho administrativo o de Dere- 
cho civil a que se refieren los artículos siguientes. 

Artículo 63. Causas de nulidad de Derecho admi- 
nistrativo. 

Son causas de nulidad de Derecho administrativo, 
referidas al momento de la adjudicación del contrato, 
las siguientes: 

a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común. 

La falta de capacidad de obrar o de la solven- 
cia económica, financiera, técnica o profesional, de- 
bidamente acreditada, o el estar incurso el adjudicata- 
rio en alguna de las prohibiciones o incompatibilida- 
des señaladas en el artículo 19 de esta Ley. 

La carencia o insuficiencia de crédito, de con- 
formidad a lo establecido en el artículo 60 de la Ley 
General Presupuestaria y las demás normas jurídicas 
de igual carácter de las restantes Administraciones 
Públicas sujetas a esta Ley, salvo los casos de obras 
de emergencia. 

b) 

c) 

Artículo 64. Causas de anulabilidad de Derecho ad- 
ministrativo. 

Son causas de anulabiliad de Derecho administra- 
tivo las demás infracciones del ordenamiento jurí- 
dico y en especial de las reglas contenidas en la pre- 
sente Ley, de conformidad con el artículo 63 de la 
Ley' de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 

Artículo 65. Declaración de nulidad. 

1. La declaración de nulidad de los contratos 
por las causas expresadas en los dos artículos pre- 
cedentes podrá ser acordada por el órgano de con- 
tratación, de oficio o a instancia de los interesados, 
previo dictamen favorable del Consejo de Estado u 
Órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma respectiva, conforme a los requisitos y 
plazos establecidos en la Ley de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedi- 
miento Administrativo Común. 

En los supuestos de nulidad y anulabilidad, 
en relación con la suspensión de la ejecución de los 
actos de los órganos de contratación, se estará a lo 
dispuesto en la Ley de Régimen Jurídico de las Ad- 
ministraciones Públicas y del Procedimiento Admi- 
nistrativo Común y en la Ley Reguladora de la Ju- 
risdicción Contencioso- Administrativa. 

2. 

Artículo 66. Efectos de la declaración de nulidad. 

1. La declaración de nulidad de los actos pre- 
paratorios del contrato o de la adjudicación, cuando 
sea firme, llevará en todo caso consigo la del 
mismo contrato que entrará en fase de liquidación, 
debiendo restituirse las partes recíprocamente las 
cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y 
si esto no fuese posible se devolverá su valor. La 
parte que resulte culpable deberá indemnizar a la 
contraria de los daños y perjuicios que haya su- 
frido. 

La nulidad de los actos que no sean prepara- 
torios sólo afectará a éstos y sus consecuencias. 

Si la declaración administrativa de nulidad 
de un contrato produjese un grave trastorno al ser- 
vicio público, podrá disponerse en el mismo 
acuerdo la continuación de los efectos de aquél y 
bajo sus mismas cláusulas, hasta que se adopten las 
medidas urgentes para evitar el perjuicio. 

2. 

3. 

Artículo 67. Causas de invalidez de Derecho 
civil. 

La invalidez de los contratos por 'causas recono- 
cidas en el Dewcho civil, en cuanto resulten de 
aplicación a la contratación administrativa, se suje- 
tará a los requisitos y plazos de ejercicio de las ac- 
ciones establecidos en el ordenamiento civil, pero 
el procedimiento para hacerlas valer se someterá a 
lo previsto en los artículos anteriores para los actos 
y contratos administrativos anulables. 
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CAPÍTULOV . 

De las actuaciones administrativas 
preparatorias de los contratos 

Artículo 68. Expediente de contratación. 

1.  A todo contrato administrativo precederá la 
tramitación del expediente de contratación y la apro- 
bación del mismo, que comprenderá la del gasto co- 
rrespondiente y, en su caso, la del pliego de cláusulas 
administrativas particulares. 

En el expediente. figurará el pliego de cláusu- 
las administrativas particulares que haya de regir el 
contrato, las prescripciones técnicas a las que ha de 
ajustarse su ejecución, el certificado de la existencia 
del crédito, siempre que el contrato origine gastos 
para la Administración y la fiscalización de la Inter- 
vención, en los términos previstos en la Ley General 
Presupuestaria o en las correspondientes normas pre- 
supuestarias de las distintas Administraciones Públi- 
cas sujetas a esta ley. 

2. 

Artículo 69. Fraccionamiento del objeto de los con- 
tratos. 

1. El expediente deberá abarcar la totalidad del 
objeto del contrato y comprenderá todos y cada unp 
de los elementos que sean precisos para ello. 

No podrá fraccionarse un contrato con objeto 
de disminuir la cuantía del mismo y eludir así los re- 
quisitos de publicidad, el procedimiento o la forma 
de adjudicación que corresponda. 

No obstante, cuando el objeto admita fraccio- 
namiento, justificándolo debidamente en el expe- 
diente, podrá preverse en el mismo la realización in- 
dependiente de cada una de sus partes, mediante su 
división en lotes, siempre que éstas sean susceptibles 
de utilización o aprovechamiento separado o así lo 
exija la naturaleza del objeto. 

Si el contenido de las diferentes pai-tes fuera sus- 
tancialmente idéntico, podrá celebrarse un solo con- 
trato para la adjudicación de las mismas. 

2. 

3. 

Artículo 70. Aprobación del expediente. 

1. Completado el expediente de contratación, se 
dictará resolución motivada por el Órgano de contra- 
tación aprobando el mismo y disponiendo la apertura 
del procedimiento de adjudicación. Dicha resolución 
comprenderá también la aprobación del gasto, salvo 
el supuesto excepcional previsto en el am’culo 86.a) o 

que las normas de desconcentración, en su caso, hu- 
biesen establecido lo contrario. 

En los contratos cuya financiación haya de re- 
alizarse con aportaciones de distintas procedencias 
deberá acreditarse en el expediente la plena disponi- 
bilidad de todas ellas y el orden de su abono, con in- 
clusión de una garantía-para su efectividad. 

Los expedientes de contratación podrán ulti- 
marse incluso con la adjudicación del contrato y su 
formalización correspondiente, aun cuando su ejecu- 
ción, ya se realice, en una o en varias anualidades, 
deba iniciarse en el ejercicio siguiente. A estos efec- 
tos podrán comprometerse créditos con las limitacio- 
nes que se determinen en las normas presupuestarias 
de las distintas Administraciones Públicas sujetas a 
esta Ley. 
4. Cuando los contratos se formalicen en ejerci- 

cio anterior al de la iniciación de la ejecución, los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares de- 
berán someter la adjudicación a la condición suspen- 
siva de existencia dé crédito adecuado y suficiente 
para financiar las obligaciones derivadas del contrato 
en el ejercicio correspondiente. 

2. 

3. 

CAPÍTULO VI 

De la tramitación de los expedientes 
de contratación 

Artículo 7 1. Clases de expedientes. 

1. 

2. 

Los expedientes de contratación podrán ser 
ordinarios, urgentes o de emergencia. 

La tramitación de los expedientes de urgencia 
seguirá el mismo procedimiento que los ordinarios 
con las particularidades que se señalan en el artículo 
siguiente. 

En la tramitación de los expedientes de emer- 
gencia se seguirá el procedimiento excepcional que 
señala el artículo 73. 

3. 

Artículo 72. Tramitación urgente. 

1. Podrán ser objeto de tramitación urgente los 
expedientes de contratos cuya necesidad sea inapla- 
zable o cuya adjudicación sea preciso acelerar por ra- 
zones de interés público. A tales efectos el expe- 
diente deberá contener la declaración de urgencia 
hecha por el órgano de contratación y debidamente 
motivada. 

Los expedientes calificados de urgentes se su- 
jetarán a las siguientes normas: 

2. 
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a) Preferencia para su despacho por los distintos 
órganos administrativos, fiscalizadores y asesores 
que participen en la tramitación previa, que dispon- 
drán de un plazo de cinco días para emitir los respec- 
tivos informes. 

Cuando la complejidad del expediente o cualquier 
otra causa igualmente justificada impida el despacho 
en el plazo antes indicado, los órganos administrati- 
vos, fiscalizadores y asesores lo pondrán en conoci- 
miento del órgano de contratación que hubiese decla- 
rado la urgencia. En tal caso el plazo quedará prorro- 
gado hasta diez días. 

Acordada la apertura del procedimiento de 
adjudicación, los plazos establecidos en esta Ley para 
la licitación y adjudicación del contrato se reducirán 
a la mitad. No obstante, cuando hayan de publicarse 
los anuncios en el Diario Oficial de las Comunidades 
Europeas, en el procedimiento abierto se observarán 
los plazos establecidos en los artículos 137, 179 y 
208, en el procedimiento restringido los de los artícu- 
los 138, 180 y 208 y en el procedimiento negociado 
con publicidad los de los artículos 140, 182 y 208. 

La Administración podrá acordar el comienzo 
de la ejecución del contrato aunque no se haya for- 
malizado éste, siempre que se haya constituido la ga- 
rantía definitiva correspondiente. 

El plazo de inicio de la ejecución del contrato 
no podrá ser superior a dos meses desde la fecha de 
adjudicación, deveniendo nula la adjudicación y re- 
suelto el contrato en caso contrario. 

b) 

c) 

d) 

Artículo 73. Tramitación de emergencia. 

1. Cuando la Administración tenga que actuar de 
manera inmediata a causa de acontecimientos catas- 
tróficos, de situaciones que supongan grave peligro o 
de necesidades que afecten a la defensa nacional se 
estará al siguiente régimen excepcional: 

a) El órgano de contratación competente, sin 
obligación de tramitar expediente administrativo, 
podrá ordenar la ejecución de lo necesario para reme- 
diar el evento producido, satisfacer la necesidad so- 
brevenida o contratar libremente su objeto, en todo o 
en parte, sin sujetarse a los requisitos formales esta- 
blecidos en la presente Ley, incluso el de la existen- 
cia de crédito suficiente. Del acuerdo correspon- 
diente se dará cuenta inmediata al Consejo de Minis- 
tros, si se trata de la Administración General del Es- 
tado, sus Organismos 'autónomos, Entidades Gestoras 
y Servicios comunes de la Seguridad Social o demás 
Entidades públicas es tatales. 

b) Simultáneamente, por el Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda si se trata de la Administración 
General del Estado o por los representantes legales de 
los Organismos autónomos y Entidades Gestoras y 
Servicios comunes de la Seguridad Social se autori- 
zará el libramiento de los fondos precisos para hacer 
frente a los gastos, con carácter a justificar. 

Ejecutadas las actuaciones objeto de este régi- 
men excepcional, se procederá a cumplimentar los 
trámites necesarios para la fiscalización y aprobación 
del gasto. 

c) 

2. El resto de la actividad necesaria para comple- 
tar el objetivo propuesto por la Administración, pero 
que ya no tenga carácter de emergencia, se contratará 
conforme a lo establecido en esta Ley. 

CAPÍTULO VII 

De la adjudicación de los contratos 

SECCIÓN ia 

De los procedimientos y formas de adjudicación 

Artículo 74. Procedimientos de adjudicación. 

1. La adjudicación de los contratos podrá lle- 
varse a cabo por procedimiento abierto, restringido o 
negociado. 

En el procedimiento abierto todo empresario 
interesado podrá presentar una proposición. 

En el procedimiento restringido sólo podrán 
presentar proposiciones aquellos empresarios selec- 
cionados expresamente por la Administración, previa 
solicitud de los mismos. 

En el procedimiento negociado el contrato 
será adjudicado al empresario justificadamente ele- 
gido por la Administración, previa consulta y nego- 
ciación de los términos del contrato con uno o varios 
empresarios. 

2. 

3. 

4. 

Artículo 75. Subasta y concurso. 

1. Tanto en el procedimiento abierto como en el- 
restringido la adjudicación podrá efectuarse por su- 
basta o por concurso. 

La subasta versará sobre un tipo expresado en 
dinero, con adjudicación al licitador que, sin exceder 
de aquél, oferte el precio más bajo. 

En el concurso la adjudicación recaerá en el 
licitador que, en su conjunto, haga la proposición más 

2. 

3. 
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ventajosa, teniendo en cuenta los criterios que se 
hayan establecido en los pliegos, sin atender exclusi- 
vamente al precio de la misma y sin perjuicio del de- 
recho de la Administración a declararlo desierto. 

Artículo 76. Utilización de los procedimientos y 
formas de adjudicación. 

1. Los órganos de contratación utilizarán nor- 
malmente la subasta y el concurso como formas de 
adjudicación. El procedimiento negociado sólo pro- 
cederá en los casos determinados en el Libro 11 de la 
presente Ley para cada clase de contrato. 

2. En todo caso, deberá justificarse en el expe- 
diente la elección del procedimiento y forma utiliza- 
dos. 

SECCIÓN 2" 

Normas generales de procedimiento 

SUBSECCIÓN 1" 

Disposiciones comunes 

Artículo 77. Cómputo de plazos. 

Todos los plazos establecidos en esta Ley, salvo 
que en la misma se indique que son de días hábiles, se 
entenderán referidos a días naturales. 

Artículo 78. Cuantía de los contratos en relación con 
el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

Siempre que en el texto de esta Ley se haga alusión 
al importe o cuantía de los contratos, se entenderá que 
en los mismos está incluido e1,Impuesto sobre el Valor 
Añadido, salvo indicación expresa en contrario. Las 
referencias al Impuesto sobre el Valor Añadido debe- 
rán entenderse realizadas al Impuesto General Indi- 
recto Canario en los territorios en que este último rija. 

Artículo 79. Publicidad de las licitaciones. 

1. Todos los procedimientos para la adjudica- 
ción de los contratos, con excepción de los procedi- 
mientos negociados, se anunciarán en el Boletín Ofi- 
cial del Estado. Estos tíltimos también serán objeto 
de anuncio en dicha publicación, cuando por razón de 
su cuantía estén sujetos a publicidad en el Diario Ofi- 

cial de las Comunidades Europeas. No obstante, las 
Comunidades Autónomas, Entidades locales y sus 
Organismos autónomos y Entidades de Derecho pú- 
blico, cuando se trate de contratos que por su cuantía 
no hayan de publicarse en el Diario Oficial de las Co- 
munidades Europeas, podrán sustituir la publicidad 
en el Boletín Oficial del Estado por la que realicen en 
los respectivos Diarios o Boletines Oficiales. 

En los procedimientos abiertos la publicación 
se efectuará con una antelación mínima de veintiséis 
días al señalado-como el último para la recepción de 
proposiciones. 

Este plazo será de catorce días anteriores al último 
para la recepción de las solicitudes de participación 
en los procedimientos restringidos y en los negocia- 
dos con publicidad. 

En el procedimiento restringido el plazo para la 
presentación de proposicionei será de veintiséis días 
desde la fecha del envío de la invitación escrita. 

Los procedimientos relativos a los contratos 
regulados en el Libro 11, Títulos 1, 111 y IV de esta 
Ley, -se anunciarán, además, en el Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas en los casos y plazos que 
se señalan en su articulado y conforme al procedi- 
miento y modelo oficial establecidos por la Cdmuni- 
dad Europea y podrán serlo voluntariamente en los 
demás supuestos. 

El envío del anuncio al Diario Oficial de las Co- 
munidades Europeas deberá preceder a cualquier otra 
publicidad. En todo caso esta última publicidad de- 
berá indicar la fecha de aquel envío y no contener in- 
dicaciones distintas a las incluidas en dicho anuncio. 

2. 

3. 

Artículo 80. Proposiciones de los interesados. 

1. Las proposiciones serán secretas y se arbitrarán 
los medios que garanticen tal carácter hasta el mo- 
mento de la licitación pública. Se sujetarán al modelo 
que se establezca en el pliego de cláusulas administra- 
tivas particulares. Su presentación presume la acepta- 
ción incondicionada por el empresario del contenido 
de la totalidad de dichas cláusulas sin salvedad alguna. 

Deberán ir acompañadas, en sobre aparte, de 
los siguientes documentos: 

2. 

a) Los que acrediten la personalidad jurídica del 
empresario y, en su caso, su representación. 

b) Los que acrediten la clasificación de la em- 
presa, en su caso, o justifiquen los requisitos de su 
solvencia económica, financiera y técnica o profesio- 
nal y una declaración responsable de no estar incursa 
en prohibición de contratar, conforme a los artículos 15 
a 20. 
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c) El resguardo acreditativo de la garantía provi- 
sional. 

d) Para las empresas extranjeras la declaración de 
someterse a la jurisdicción de los Juzgados y Tiibuna- 
les españoles de cualquier orden, para todas las inci- 
dencias que de modo directo o indirecto pudieran surgir 
del contrato, con renuncia, en su caso, al fuero jurisdic- 
cional extranjero que pudiera corresponder al licitante. 

e) Los que acrediten hallarse al corriente del cum- 
plimiento de las obligaciones tributarias y de seguridad 
social impuestas por las disposiciones vigentes. 

3. Cuando sea necesaria la presentación de otros 
documentos con arreglo a esta Ley deberán mencio- 
narse en el pliego de cláusulas administrativas particu- 
lares y en el correspondiente anuncio de licitación. 

Artículo 81. Proposiciones simultáneas. 

En las licitaciones cada licitador no podrá presentar 
más de una proposición, excepto en aquellos casos en 
donde en el pliego de cláusulas administrativas particu- 
lares del concurso se admita la presentación de solucio- 
nes variantes o alternativas a la definida en el proyecto 
objeto de la licitación, de acuerdo con lo dispuesto en el 
aríículo 88 de la presente Ley. Tampoco podrá suscribir 
ninguna propuesta en agnipación temporal con otros si 
lo ha hecho individualmente o figurar en más de una 
agnipación temporal. La infracción de estas normas 
dará lugar a la no admisión de todas las propuestas por 
61 suscritas. 

Artículo 82. Mesa de contratación. 

, 1. Salvo en los supuestos previstos en el artículó 
12.4 e! órgano de contratación para la adjudicación de 
los contratos estará asistido de una Mesa constituida 
por un Residente, los Vocales que se determinen regla- 
mentariamente, y un Secretario designados por el ór- 
gano de contratación, el último entre funcion&os del 
propio órgano de contratación. 

En la Administración General del Estado, sus Orga- 
nismos autónomos y Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes de la Seguridad Socid, deberán figurar nece- 
sariamente entre los Vocales un funcionario de entre 
quienes tengan atribuido legal o reglamentariamente el 
asesoramiento jurídico del órgano de contratación y un 
Interventor. 

La Mesa de contratación podrá solicitar, antes 
de formular su propuesta, cuantos informes técnicos 
considere precisos y se relacionen con el objeto del 
contrato. 

2. 

3. Cuando el Órgano de contratación no adjudique 
el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por 
la Mesa de contratación deberá motivar su decisión. 

De las subastas 

Artículo 83. Propuestas de adjudicación. 

1. En las subastas la Mesa de contratación califi- 
cará previamente los documentos presentados en 
tiempo y forma y procederá, en acto público, a la aper- 
tura de las ofertas admitidas y a la propuesta al Órgano 
de contratación de la adjudicación del contrato al pos- 
tor que oferte el precio más bajo. 

La propuesta de adjudicación no crea derecho 
alguno en favor del empresario propuesto, frente a la 
Administración, mientras no se le haya adjudicado el 
contrato por acuerdo del Órgano de contratación. 

2. 

Artículo 84. Adjudicación y bajas temerarias. 

1. En las subastas la adjudiZación deberá recaer en 
el plazo máximo de veinte días a contar desde el si- 
guiente al de apertura, en acto público, de las ofertas re- 
cibidas. 

De no dictase el acuerdo de adjudicación dentro del 
p1mo señalado en el párrafo precedente el empresario 
tendrá derecho a retirar su proposición y a que se le de- 
vuelva o cancele la garantía que hubiese prestado. 

El acuerdo del Órgano de contratación se aco- 
modará a la propuesta, excepto en los casos siguientes: 

2. 

a) Cuando la Mesa de contratación haya efectuado 
la propuesta con infracción del ordenamiento jurídico, 
en cuyo caso la convocatoria quedará sin efecto. Se ex- 
ceptúa el supuesto de que la infracción afecte exclusi- 
vamente al licitador en cuyo favor se realiza la pro- 
puesta, en el que la adjudicación deberá tener lugar en 
favor del siguiente postor no afectado por la infracción. 
Reviamente a la resolución que se adopte será precep- 
tivo el dictamen del Servicio Jurídico del Órgano de 
contratación. 

b) Cuando el Órgano de contratación presuma fun- 
dadamente que la proposición no pueda ser cumplida 
como consecuencia de bajas desproporcionadas o te- 
merarias. En estos casos se solicitará informe de la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa 
cuando las circunstancias concurrentes así lo aconse- 
jen. 
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El Órgano de contratación notificará aquella circuns- 
tancia a los interesados y el plazo indicado en el párrafo 
primero del apartado 1 de este artículo se ampliará al 
doble. 

3, El carácter desproporcionado o temerario de las 
bajas se apreciará de acuerdo con los criterios objetivos 
que se establezcan reglamentariamente y su declara- 
ción requerirá la previa solicitud de información a 
todos los licitadores supuestamente comprendidos en 
ella, así como el asesoramiento técnico del servicio co- 
rrespondiente. 

El órgano de contratación, a la vista de los in- 
formes mencionados, acordará la adjudicación a favor 
de la proposición con precio más bajo que pueda ser 
cumplida a satisfacción de la Administración y, en su 
defecto, al mejor postor no incurso en temeridad, justi- 
ficando su decisión ante el Comité Consultivo para los 
Contratos miblicos de la Comisión de la Comunidad 
Europea, si el anuncio de la licitación hubiese sido pu- 
blicado en el Diario Oficial de las Comunidades Euro- 
peas. 

5. Cuando la adjudicación se realice en favor del 
empresario cuya proposición hubiera estado incursa 
inicialmente en presunción de temeridad, se exigirá al 
mismo una garantía definitiva por el importe total del 
contrato adjudicado. 

4. 

Artículo 85. Adjudicación en supuestos de resslu- 
ción. 

1. Cuando se acuerde la resolución del contrato 
porque el adjudicatario no cumpla las condiciones ne- 
cesarias para llevar a cabo la formalización del mismo 
la Administración podrá adjudicar el contrato al licita- 
dor o licitadores siguientes a aquél, por orden de sus 
ofertas, siempre que ello fuese posible, antes de proce- 
der a una nueva convocatoria, contando con la confor- 
midad del nuevo adjudicatario. 

2. El mismo procedimiento podrá seguir la Admi- 
nistración cuando la finalidad de la adjudicación sea la 
de continuar la ejecución de un contrato ya iniciado y 
que ha sido declarado resuelto. 

SUBSECCI~N 3". 

Del concurso 

Artículo 86. Supuestos de aplicación del concurso. 

Se adjudicarán por concurso aquellos contratos en 
los que la selección del empresario no se efectúe exclu- 

sivamente en atención a la oferta-cuyo precio sea más 
bajo y, en particular, en los siguientes casos: 

a) Aquéllos cuyos proyectos o presupuestos no 
hayan podido ser establecidos previamente por la Ad- 
ministración y deban ser presentados por los licitadores. 

Cuando el órgano de contratación considere 
que la definición de la prestación aprobada por la Ad- 
ministración es susceptible de ser mejorada por otras 
soluciones técnicas o por reducciones en su plazo de 
ejecución, a proponer por los licitadores. 

c) Aquéllos para la realización de los cuales faci- 
lite la Administración materiales o medios auxiliares 
cuya buena utilización exija garantías especiales por 
parte de los contratistas. 

d) Aquéllos que requieran el empleo de tecnología 
especialmente avanzada o cuya ejecución sea particu- 
larmente compleja. 

b) 

Artículo 87. Criterios para la adjudicación del con- 
curso. 

1.  En los pliegos de cláusulas administrativas par- ' 
ticulares del concurso se establecerán los criterios obje- 
tivos que han de servir de base para la adjudicación 
tales como el precio, la fórmula de revisión, en su caso, 
el plazo de ejecución o entrega, el coste de utilización, 
la calidad, la rentabilidad, el valor técnicó, las caracte- 
rhticas estéticas o funcionales, la posibilidad de re- 
puestos, el mantenimiento, la asistencia ecnica, el ser- 
vieis postventa u otras semejantes, de conformidad a 
las cuales el órgano de contratación acordará aquélla. 

2. Los criterios a los que se refiere el apartado an- 
terior se indicarán por orden decreciente de importan- 
cia y por la ponderación que se les atribuya. 

Artículo 88. Admisibilidad de variantes. 

1. El órgano de contratación podrá tomar en consi- 
deración las variantes o alternativas que ofrezcan los li- 
citadores cuando las mismas respondan a requisitos y 
modalidades de su presentación señalados en el pliego 
de cláusulas administrativas particulares. 

Cuando el órgano de contratación no auto- 
rice variantes o alternativas se hará constar así en el 
pliego y en el correspondiente anuncio. 

2. 

Artículo 89. Adjudicación de los contratos. 

1.  La Mesa de contratación calificará previa- 
mente los documentos presentados en tiempo y 
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forma, procederá, en acto público, a la apertura de 
las proposiciones presentadas por los licitadores y 
las elevará, con el acta y la propuesta que estime 
pertinente, que incluirá en todo caso la ponderación 
de 10s criterios indicados en los pliegQs de cláusu- 
las administrativas particulares al órgano de contra- 
tación que haya de efectuar la adjudicación del con- 
trato. 

2. La Administración tendrá alternativamente 
la facultad de adjudicar el contrato a la proposición 
más ventajosa, sin atender necesariamente al valor 
económico de la misma, o declarar desierto el con- 
curso, motivando en todo caso su resolución con re- 
ferencia a los criterios de adjudicación del con- 
curso que figuren en el pliego. 

Artfculs 90. Plazo de adjudicación. 

l. El órgano de contrataeibn, previos los infor- 
mes técnicos correspondientes, adjudicará el con- 
trato en el plazo máximo de tres meses a contar de 
la apertura de las proposiciones, salvo que se esta- 
blezca otro en el pliego de cl6usulas administrati- 
vas particulares, 

De no dietarse el acuerdo de adjudicación 
dentro de plazo 10s empresarios admitidos a con- 
curso tendrán derecho a retirar su proposición y a 
que se les devuelva o cancele la garantia que hubie- 
sen prestado. 

2. 

Artfculo 9 1. Aplicación subsidiaria de las normas 
de Ia subasta. 

Los preceptos relativos a la celebración de la su- 
basta regirán también para el concurso, excepto en 
lo que Bea exclusivamente aplicable a aquella 
forma de adjudicación. 

Del procedimiento restringido 

Artículo 92. Normas para la aplicación del proce- 
dimiento restringido. 

1. En el procedimiento restringido se aplicarán 
las normas generales de esta Ley, con las especialida- 
des siguientes: 

a) Con carácter previo al anuncio del procedi- 
miento restringido la Administración deberá haber ela- 

- 

borado y justificado en el pliego de cláusulas adminis- 
trativas particulares, los criterios objetivos con arreglo 
a los cuales el órgano de contratación habrá de cursar 
las invitaciones a participar en el procedimiento. 

b) El órgano de contratación podrá señalar los 
limites inferior y superior dentro de los que se sittíe 
el número de empresas que proyecta invitar en virtud 
de las caracterfsticas del contrato, debiondolos indi- 
car en el anuncio. En este caso, la cifra más baja no 
será inferior a cinco y la más alta no superior a 
veinte. 

c) Las solicitudes de participación deberán ir 
acompañadas de la documentación que acredite la 
personalidad del empresario y, en su caso, su repre- 
sentación, la clasificación o el cumplimiento de las 
condiciones de solvencia econófnica, financiera y téc- 
nica o profesional que se determinen en el anuncio. 

d) El órgano de contratación, una vez eompro- 
bada la personalidad y solvencia de€ empresario, se- 
leccionará a los concurrentes e invitará a les admiti- 
dos, simultáneamente y por escrito, a presentar sus 
proposiciones en el plazo que en cada caso se señale 
en la propia invitación, que no podrá ser inferior al 
que para cada clase de contrato se señala en esta Ley. 
En el escrito de invitación se indicará al candidato el 
lugar, dfa y hora de la apertura de proposiciones. 

e) Los empresarios seleccionados presentarán 
sus proposiciones acompafladas del documento 
acreditativo de la constitución de la garantia provi- 
sional. 

. 

2. Una vez presentadas las proposiciones la ad- 
judicación se efectuará según las normas generales 
de esta Ley. 

SECCI6N 4". 

Del procedimiento negociado 

Artículo 93. Solicitud de ofertas en el procedi- 
miento negociado. 

1. Cuando se utilice el procedimiento negociado 
será necesario solicitar la oferta de empresas capaci- 
tadas para la realización del objeto del contrato, sin 
que su número sea inferior a tres siempre que ello sea 
posible, fijando con la seleccionada el precio del 
mismo y dejando constancia de todo ello en el expe- 
diente. 

2. La propuesta de adjudicación será elevada al 
órgano de contratación por la Mesa de contratación, 
siendo de aplicación lo dispuesto con carácter gene- 
ral en el artículo 82. 
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De la notificación 

Artículo 94. Notificación y publicidad de las adju- 
dicaciones. 

1. La adjudicación del contrato, una vez acor- 
dada por el órgano de contratación y cualquiera que 
sea el procedimiento seguido y la forma de adjudica- 
ción empleada, será notificada a los participantes en 
la licitación y después de formalizada se comunicará 
al Registro Prfblico de Contratos al que se refiere el 
artículo 118, a los efectos previstos en el artículo 59. 

Cuando el importe de la adjudicación sea 
igual o superior a 5,000.000 de pesetas se publicará 
en el Boletín Oficial del Estado o en los respectivos 
Diarios o Boletines Oficiales de las Comunidades 
Autónomas y Entidades locales, en plazo no superior 
a cuarenta y ocho días a contar de la fecha de adjudi- 
cación del contrato, un anuncio en el que se dé cuenta 
de dicha adjudicación. Además, en los contratos suje- 
tos a publicidad obligatoria en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas y en los de consultorfa y asis- 
tencia, servicios y trabajos específicos y concretos no 
habituales de cuantía igual o superior a 27.266.208 
pesetas, con exclusión del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, comprendidos en las categorias 18 a 28 de 
las enumeradas en el articulo 207, deberá enviarse al 
citado Diario Oficial y al Boletín Oficial del Estado, 
en el mismo plazo señalado, un anuncio en el que se 
dé cuenta del resultado de la licitación, sin que en 
estos supuestos exista la posibilidad de sustituir la 
publicidad en el Boletín Oficial del Estado por la que 
Comunidades Autónomas y Entidades locales pue- 
dan realizar en sus respectivos Diarios o Boletines 
Oficiales. 

Para los contratos de gestión de servicios pú- 
blicos la publicidad de las adjudicaciones en el Bole- 
tín Oficial del Estado o en los respectivos Diarios o 
Boletines Oficiales será obligatoria cuando el presu- 
puesto de gastos de primer establecimiento sea igual 
o superior a 5.000.000 de pesetas y su plazo de dura- 
ción exceda de cinco años. 

Excepcionalmente podrá omitirse el anuncio 
del resultado de la adjudicación cuando la divulga- 
ción de la información relativa a la celebración del 
contrato constituya un obstáculo a la aplicación de la 
legislación, sea contraria al interés público, perjudi- 
que los intereses comerciales legítimos de empresas 
públicas o privadas o pueda perjudicar la competen- 
cia leal entre ellas y en los casos previstos en el artí- 
culo 141.0, artículo 160.2 c), artículo 183.h) y artí- 
culo 21.1. 

2. 

3. 

4. 

g) justificando debidamente estas circunstancias en el 
expediente. 

5 ,  Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 
anteriores, el 6rgano de contratación comunicará a 
todo candidato o licitador rechazado que lo solicite, 
en el plazo de quince días a partir de la recepción de 
la solicitud, los motivos del rechazo de su candida- 
tura o de su proposición. 
6. Lo mismo procederá en los casos en los que se 

ha decidido renunciar a un contrato ofertado o a rei- 
niciar el procedimiento. Informará también a la Ofi- 
cina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades 
Europeas de esta decisión cuando el contrato haya 
sido anunciado en el Diario Oficial de las Comunida- 
des Europeas. 

CAPfTULO VI11 

De la ejecución y modificación de los contratos 

De la ejecución de los contratos 

Artículo 95. Efectos de los contratos. 

Los efectos de íos contratos administrativos se re- 
girán por la presente Ley, sus disposiciones de desa- 
rrollo y por los pliegos de cláusulas administrativas 
generales y particulares. 

Artículo 96. Demora en la ejecución. 

1. El contratista está obligado a cumplir el con- 
trato dentro del plazo total fijado para la realización 
del mismo, así como de los plazos parciales señala- 
dos para su ejecución sucesiva. 

2. La constitución en mora del contratista no 
precisará intimación previa por parte de la Adminis- 
tración. 

3. Cuando el contratista, por causas imputables 
al mismo, hubiere incurrido en demora respecto al 
cumplimiento del plazo total, la Administración 
podrá optar indistintamente por la resolución del con- 
trato o por la imposición de las penalidades que se es- 
tablecen en la siguiente escala: 

- Hasta 500.000 pesetas del precio del contrato, 

- De 500.001 pesetas a 1.000.000 de pesetas, 
500 pesetas diarias. 

1 .O00 pesetas diarias. 
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- De’1.000.001 pesetas a 5.000.000 de pesetas, 

- De 5.000.001 pesetas a 10.000.000 de pesetas, 

-De 10.000.001 pesetas a 25.000.000 de pesetas, 

- De 25.000.001 pesetas a 100.000.000 de pese- 

-De 100.000.001 pesetas a 250.000.000~de pese- 

-De 250.000.001 pesetas a 750.000.000 de pese- 

- De 750.000.001 pesetas a 1 .OOO.OOO.OOO de pe- 

- De 1.000.000.001 pesetas en adelante, 1 por 

2.000 pesetas diarias. 

3.000 pesetas diarias. 

5.000 pesetas diarias. ’ 

tas, 10.000 pesetas diarias. 

tas, 25.000 pesetas diarias. 

tas, 75.000 pesetas diarias. 

setas, 100.000 pesetas diarias. 

10.000 pesetas diarias. 

4. Cuando las penalidades por demora alcancen 
el 20 por 100 del importe del contrato, el Órgano de 
contratación estará facultado para proceder a la reso- 
lución del mismo o acordar la continuidad de su eje- 
cución con imposición de nuevas penalidades. 

Esta misma facultad tendrá la Administración 
respecto al incumplimiento por parte del contratista 
de los plazos parciales, cuando se hubiese previsto en 
el pliego de cláusulas administrativas particulares o 
cuando la demora en el cumplimiento de aquéllos 
haga presumir razonablemente la imposibilidad del 
cumplimiento del plazo total. 

5. 

Artículo 97. Resolución por demora y prórroga de 
los contratos. 

1. En el supuesto a que se refiere el artículo an- 
terior, si la Administración optase por la resolución 
ésta deberá acordarse por el órgano de contratación 
sin otro trámite preceptivo que la audiencia del con- 
tratista y, cuando se formule oposición por parte de 
éste, el dictamen del Consejo de Estado u Órgano 
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma 
respectiva. 

Si el retraso fuese producido por motivos no 
imputables al contratista y éste ofreciera cumplir sus 
compromisos dándole prórroga del tiempo que se le 
había señalado, se concederá por la Administración 
un plazo que será, por lo menos, igual al tiempo per- 
dido, a no ser que el contratista pidiese otro menor. 

2. 

Artículo 98. Indemnización de daños y perjuicios. 

1. Será obligación del contratista indemnizar 
todos los daños y perjuicios que se causen a terceros 

:omo consecuencia de las operaciones que requiera 
la ejecución del contrato. 

Cuando tales daños y perjuicios hayan sido 
xasionados como consecuencia inmediata y directa 
de una orden de la Administración, será ésta respon- 
sable dentro de los límites señalados en las leyes. 
También será la Administración responsable de los 
daños que se causen a terceros como consecuencia de 
los vicios del proyecto elaborado por ella misma en el 
contrato de obras o en el de suministro de fabricación. 

Los terceros podrán requerir previamente, 
dentro del año siguiente a la producción del hecho, al 
órgano de contratación para que éste, oído el contra- 
tista, se pronuncie sobre a cual de las partes contra- 
tantes corresponde la responsabilidad de los daños. 
El ejercicio de esta facultad interrumpe el plazo de 
prescripción de la acción civil. 

La reclamación de aquéllos se formulará, en 
todo caso, conforme al procedimiento establecido en 
la legislación aplicable a cada supuesto. 

2. 

3. 

4. 

Artículo 99. Principio de riesgo y ventura. 

La ejecución del contrato se realizará a riesgo y 
ventura del.contratista, sin perjuicio de lo establecido 
para el de obras en el artículo 144. 

Artículo 100. Pago del precio. 

1. El contratista tendrá derecho al abono de la 
prestación realizada en los términos establecidos en 
esta Ley y en el contrato y con arreglo al precio con- 
venido. 

2. El pago del precio podrá hacerse de manera 
total o parcialmente mediante abonos a buena cuenta. 

3. El contratista tendrá también derecho a perci- 
bir abonos a cuenta por el importe de las operaciones 
preparatorias de la ejecución del contrato y que estén 
comprendidas en el objeto del mismo, en las condi- 
ciones señaladas en los respectivos pliegos, debién- 
dose asegurar los referidos pagos mediante la presta- 
ción de garantía. 

La Administración tendrá obligación de abo- 
nar el precio dentro de los dos meses siguientes a la 
fecha de la expedición de las certificaciones de obras 
o de los correspondientes documentos que acrediten 
la realización total o parcial del contrato, sin perjui- 
cio del plazo especial establecido en el artículo 148 y 
si se demorase deberá abonar al contratista, a partir 
del cumplimiento de dicho plazo de dos meses, el in- 
terés legal del dinero incrementado en un 1,5 por 100, 
de las cantidades adeudadas. 

4. 
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5.  Si la demora en el pago fuese superior a cua- 
tro meses, el contratista podrá proceder, en su caso, a 

1 la suspensión del cumplimiento del contrato, de- 
biendo comunicar a la Administración, con un mes 
de antelación, tal circunstancia, a efectos del recono- 
cimiento de los derechos que puedan derivarse de 
dicha suspensión, en los términos establecidos en 
esta Ley. 

6. Si la demora de la Administración fuese supe- 
rior a ocho meses, el contratista tendrá derecho, asi- 
mismo, a resolver el contrato y al resarcimiento de 
los perjuicios que como consecuencia de ello se le 
originen. 

Artículo 101. Transmisión de los derechos de 
cobro. 

1. Los contratistas que, conforme al artículo an- 
terior, tengan derecho de cobro frente a la Adminis- 
tración, podrán ceder el mismo conforme a derecho. 

Para que la cesión del derecho de cobro tenga 
plena efectividad frente a la Administración, será re- 
quisito imprescindible la notificación fehaciente a la 
misma del acuerdo de cesión. 

Una vez que la Administración tenga conoci- 
miento del acuerdo de cesión, el mandamiento de 
pago habrá de ser expedido a favor del cesionario. 
Antes de que la cesión se ponga en conocimiento de 
la Administración, los mandamientos de pago a nom- 
bre del contratista surtirán efectos liberatorios. 

2. 

3. 

S E C C I ~ N  2". 

De la modificación de los contratos 

Artículo 102. Modificaciones de los contratos. 

1. Una vez perfeccionado el contrato, el órgano 
de contratación sólo podrá introducir modificaciones 
por razón de interés público en los elementos que lo 
integran, siempre que sean debidas a necesidades 
nuevas o causas imprevistas, justificándolo debida- 
mente en el expediente. 

Las modificaciones del contrato deberán for- 
malizarse conforme a lo dispuesto en el artículo 55. 

2. 

Artículo 103. Suspensión de los contratos. 

1. Si la AdministracióR acordare la suspensión 
del contrato o aquélla tuviere lugar por la aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 100, se levantará un acta 

en la que se consignarán las circunstancias que la han 
motivado y la situación de hecho en la ejecución de 
aquél. 

2. Acordada la suspensión, la Administración 
abonará al contratista los daños y perjuicios efectiva- 
mente sufridos por éste. 

TfTULO IV 

DE LA REVISIÓN DE PRECIOS EN LOS 
CONTRATOS DE LA ADMINISTRACI~N 

CAPÍTULO ÚNICO 

Disposiciones generales 

Artículo 104. Contratos en los que procede la revi- 
sión de precios. 

1. La revisión de precios en los contratos regula- 
dos en esta Ley tendrá lugar en los términos estable- 
cidos en este Título cuando el contrato se hubiese eje- 
cutado en el 20 por 100 de su importe y hayan trans- 
currido seis meses desde su adjudicación. 

En ningún caso tendrá lugar la revisión de 
precios en los contratos de trabajos específicos y con- 
cretos no habituales. 

El pliego de cláusulas administrativas particu- 
lares deberá detallar la f6rmula o sistema de revisión 
aplicable y, en resolución motivada, podrá estable- 
cerse la improcedencia de la misma que igualmente 
deberá hacerse constar en dicho pliego. 

2. 

3. 

Artículo 105. Fórmulas de revisión. 

1. La revisión de precios se llevará a cabo me- 
diante los índices o fórmulas de carácter oficial que 
determine el órgano de contratación. No obstante, 
en los contratos de obras y en los de suministro de 
fabricación el Consejo de Ministros, previo informe 
de la Junta Consultiva de Contratación Administra- 
tiva, aprobará fórmulas tipo según el contenido de 
las diferentes prestaciones comprendidas en los 
contratos. 

Las fórmulas reflejarán la participación en el 
precio del contrato de la mano de obra y de los ele- 
mentos básicos. Estarán formadas por varios suman- 
dos, entqe ellos un sumando fijo que no podrá ser su- 
perior a cero enteros quince centésimas (O, 15) corres- 
pondiente a los gastos que han de permanecer inva- 
riables. 

2. 
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Estas fórmulas deberán ser publicadas en el Bole- 
tín Oficial del Estado y serán revisables cada dos 
años, como mínimo. 

De entre las fórmulas tipo el órgano de con- 
tratación, en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares, determinará las que considere más ade- 
cuadas al respectivo contrato, sin perjuicio de que, si 
ninguna de las mismas coincide con las característi- 
cas del contrato, se propongan las fórmulas especia- 
les, que deberán ser igualmente aprobadas por el 
Consejo de Ministros. 

Las fórmulas aplicadas al contrato serán invaria- 
bles durante la vigencia del mismo. 

3. 

Artículo 106. Indices de precios. 

1. Las fórmulas de revisión servirán para calcu- 
lar, mediante la aplicación de índices de precios, los 
coeficientes de revisión en cada fecha respecto a la 
fecha final del plazo de presentación de ofertas, en 
las subastas y concursos y la de la adjudicación en el 
procedimiento negociado, aplicándose sus resulta- 
dos a los importes líquidos de las prestaciones reali- 
zadas. 

2. A este efecto la Comisión Delegada del Go- 
bierno para Asuntos Económicos aprobará los índi- 
ces mensuales de precios, debiendo ser publicados 
los mismos en el Boletin Oficial del Estado. 

Los índices reflejarán las oscilaciones reales del 
mercado y podrán ser únicos para todo el territorio 
nacional o determinarse por'zonas geográficas. 

Artículo 107. Procedimiento de revisión. 

Cuando se utilicen fórmuias de revisión de precios 
en los contratos de obras y suministro de fabricación, 
se procederá a la revisión mediante la aplicación del 
coeficiente resultante de aquéllas sobre el precio li- 
quidado en la prestación realizada. 

Artículo 108. Revisión en casos de demora en la 
ejecución. 

Cuando la cláusula de revisión se aplique sobre 
períodos de tiempo en los que el contratista hubiese 
incurrido en mora y sin perjuicio de las penalidades 
que fueren procedentes, los índices de precios que 
habrán de ser tenidos en cuenta serán-aquéllos que 
hubiesen correspondido a las fechas establecidas en 
el contrato para la realización de la prestación en 
plazo, salvo que los correspondientes al período real 

de ejecución produzcan un coeficiente inferior, en 
cuyo caso se aplicarán estos últimos. 

Artículo 109. Pago del importe de la revisión. 

El importe de las revisiones que procedan se hará 
efectivo mediante el abono o descuento correspon- 
diente en las certificaciones o pagos parciales o, ex- 
cepcionalmente, en la liquidación del contrato, 
cuando no hayan podido incluirse en dichas certifica- 
ciones o pagos parciales. - 

TfTULO V 

DE LA EXTINCIÓN DE LOS CONTRATOS 

CAPfTULO 1 

Disposición general 

Artículo 110. Extinción de los contratos. 

Los contratos se extinguirán por cumplimiento o 
por resolución. 

CAPfTULO 11 

Del cumplimiento de los contratos 

Artículo 11 1. Cumplimiento de los contratos y re- 
cepción. 

1. El contrato se entenderá cumplido por el con- 
tratista cuando éste haya realizado, de acuerdo con 
los términos del mismo y a satisfacción de la Admi- 
nistración, la totalidad de su objeto. 

En todo caso su constatación exigirá por parte 
de la Administración un acto formal y positivo de re- 
cepción o conformidad dentro del mes siguiente de 
haberse producido la entrega o realización del objeto. 
del contrato. A la Intervención de la Administración 
correspondiente le será comunicado, cuando dicha 
comunicación sea preceptiva, el acto para su asisten- 
cia potestativa al mismo en sus funciones de compro- 
bación de la inversión. 

En los contratos se fijará un plazo de garantía 
a contar de la fecha de recepción o conformidad, 
transcurrido el cual sin objeciones por parte de la Ad- 
ministración, salvo los supuestos en que se establezca 
otro plazo en esta Ley o en otras normas, quedará ex- 
tinguida la responsabilidad del contratista. 

2. 

3. 

- 32 - 



Núm. 69 

Se exceptiían del plazo de garantía aquellos con- 
tratos en que por su naturaleza o características no re- 
sulte necesario, lo que deberá justificarse debida- 
mente en el expediente de contratación, consignán- 
dolo expresamente en el pliego. 

CAPfTULO 111 

De la resolución de los contratos 

Artículo 112. Causas de resolución. 

Son causas de resolución del contrato: 

a) La muerte o incapacidad sobrevenida del con- 
tratista individual o la extinción de la personalidad 
jurídica de la sociedad contratista. 

La declaración de quiebra, de suspensión ,de 
pagos, de concurso de acreedores, de insolvente o de 
fallido en cualquier procedimiento o el acuerdo de 
quita y espera. 

c) El mutuo acuerdo entre la Administración y el 
contratista. 

d) La falta de prestación por el contratista de la 
garantía definitiva o las especiales o complementa- 
rias de aquélla en plazo en los casos previstos en la 
Ley y la no formalización del contrato en plazo. 

e) La demora en el cumplimiento de los plazos 
por parte del contratista. 

f) La falta de pago por parte de la Administra- 
ción en el plazo de ocho meses, conforme al artículo 
100.6. 

g) El-incumplimiento de las restantes obligacio- 
nes contractuales esenciales. 

h) Aquéllas que se establezcan expresamente en 
el contrato. 

i) Las que se señalen específicamente para cada 
categoría de contrato en el articulado de esta Ley. 

b) 

Artículo 113. Aplicación de las causas de resolu- 
ción. 

1. La resolución del contrato se acordará por el 
Órgano de contratación, de oficio o a instancia del 
contratista, en su caso, mediante procedimiento en la 
forma que reglamentariamente se determine. 

La declaración de quiebra, de concurso de 
acreedores, de insolvente o de fallido en cualquier 
procedimiento originará siempre la resolución del 
contrato. 

En los restantes casos de resolución de contrato el 
derecho para ejercitarla será potestativo para aquella 

2.  

parte a la que no le sea imputable la circunstancia que 
diere lugar a la misma. 

Cuando la causa de resolución sea la muerte o 
incapacidad sobrevenida del contratista individual la 
Administración podrá acordar la continuación del 
contrato con sus herederos o sucesores. 

La resolución por mutuo acuerdo sólo podrá 
tener lugar cuando no concurra otra causa de resolu- 
ción imputable al contratista y siempre que razones 
de interés público hagan innecesaria o inconveniente 
la permanencia del contrato. 

5. En los casos de fusión de empresas de las que 
forme parte la sociedad contratista continuará el con- 
trato con la empresa resultante de la fusión. 

En los supuestos de escisión el órgano de 
contratación podrá continuar el contrato con cual- 
quiera de las empresas resultantes, siempre que se 
mantenga la solvencia acreditada al acordarse la ad- 
judicación. 

En la quita y espera y en la suspensión de 
pagos la Administración potestativamente continuará 
el contrato si el contratista prestare las garantías sufi- 
cientes a juicio de aquélla para la ejecución del 
mismo. 

8. Si la causa de resolución fuera la falta de pres- 
tación de garantías complementarias, la resolución 
afectará a la totalidad del contrato. 

9. En el supuesto de demora a que se refiere la 
letra e) del articulo anterior, si las penalidades a que 
diere lugar la demora en el cumplimiento del plazo 
por parte del contratista excedieren del 20 por 100 del 
importe del contrato, se estará a lo dispuesto en el ar- 
tículo 96.4. 

El incumplimiento de las obligaciones deri- 
vadas del contrato por parte de la Administración ori- 
ginará la resolución de aquél sólo en los casos previs- 
tos en esta Ley. 

3. 

4. 

6. 

7. 

10. 

Artículo 114. Efectos de la resolución. 

1. En los supuestos de no formalización del con- 
trato en plazo por causas imputables al contratista se 
estará a lo dispuesto en el artículo 55.3. 

Cuando obedezca a mutuo acuerdo los dere- 
chos de las partes se acomodarán a lo válidamente es- 
tipulado entre la Administración y el contratista. 

El incumplimiento por parte de la Administra- 
ción de las obligaciones del contrato determinará 
para aquélla, con carácter general, el pago de los 
daños y perjuicios que por tal causa se irroguen al 
contratista. 

Cuando el contrato se resuelva por incum- 
plimiento culpable del contratista le será incautada 

2. 

3. 

4. 
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la garantía y deberá, además, indemnizar a la Ad- 
ministración los daños y perjuicios ocasionados en 
lo que excedan del importe de la garantía incau- 
tada. 

5. En todo caso el acuerdo de resolución conten- 
drá pronunciamiento expreso acerca de la proceden- 
cia o no de la pérdida, devolución o cancelación de la 
garantía constituida. 

TfTULO VI 

DE LA CESIÓN DE LOS CONTRATOS 

CAPÍTULO ÚNICO 

Y DE LA SUBCONTRATACIÓN 

Disposiciones generales 

S E C C I ~ N  1". 

De la cesión de los contratos 

Artículo 115. Cesión de los contratos. 

1. Los derechos dimanantes del contrato podrán 
ser cedidos a un tercero siempre que las cualidades 
técnicas o personales del cedente no hayan sido razón 
determinante de la adjudicación del contrato. 

Para que los adjudicatarios puedan ceder sus 
derechos a terceros deberán cumplirse los siguientes 
requisitos: 

2. 

a) 

b) 

Que el órgano de contratación autoriie expre- 
samente y con carácter previo la cesión. 

Que el cedente tenga ejecutado al menos un 
20 por 100 del importe del contrato, o realizada la ex- 
plotación al menos durante el plazo de una quinta 
parte del tiempo de duración del contrato si éste fuese 
de gestión de servicios públicos. 

Que el cesionario tenga capacidad para con- 
tratar con la Administración de conformidad con los 
artículos 14 a 19 y que esté debidamente clasificado 
si tal requisito ha sido exigido al cedente. 

Que se formalice la cesión, entre el adjudica- 
tario y el cesionario, en escritura pública. 

c) 

d) 

3. El cesionario quedará subrogado en todos los 
derechos y obligaciones que corresponderían al ce- 
dente. 

4. La Administración no autorizará la cesión 
del contrato en favor de personas incursas en sus- 
pensión de clasificaciones o inhabilitadas para con- 
tratar. 

~~ 

SECCIÓN 2". 

De la subcontratación 

Artículo 116. Subcontratación. 

1. Salvo que el contrato disponga lo contrario 
o que por su naturaleza y condiciones se deduzca 
que ha de ser ejecutado directamente por el adjudi- 
catario, podrá éste concertar con terceros la realiza- 
ción parcial del mismo. 

La celebración de los subcontratos estará 
sometida al cumplimiento de los siguientes requisi- 
tos: 

2.  

a) Que en todo caso se dé conocimiento por es- 
crito a la Administración del subcontrato a celebrar, 
con indicación de las partes del contrato a realizar 
por el subcontratista. 

No obstante para los contratos de carácter se- 
creto o reservado o cuando su ejecución deba ir 
acompañada de medidas de seguridad especiales, 
de acuerdo con disposiciones legales o reglamenta- 
rias o cuando lo exija la protección de los intereses 
esenciales de la seguridad del Estado, la subcontra- 
tación requerirá siempre autorización expresa del 
órgano de contratación. 

Que las prestaciones parciales que el adjudi- 
catario subcontrate con terceros no excedan del 
porcentaje que, superior al 50 por 100 del presu- 
puesto del contrato, se fije en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares. En el supuesto de que 
tal previsión no figure en el pliego, el contratista 
podrá subcontratar hasta un porcentaje que no ex- 
ceda del indicado 50 por 100. 

Que el contratista se obligue a abonar a los 
subcontratistas y suministradores el pago del precio 
pactado entre ambos en los plazos y condiciones 
que no sean más desfavorables que los establecidos 
en el apartado 4 del artículo 100 para las relaciones 
entre Administración y contratista. 

b) 

c) 

3. Los subcontratistas quedarán obligados sólo 
ante el contratista principal que asumirá, por tanto, 
la total responsabilidad de la ejecución del contrato 
frente a la Administración, con arreglo estricto a 
los pliegos de cláusulas administrativas particula- 
res y a los términos del contrato. 

En ningún caso podrá concertarse por el 
contratista la ejecución parcial del contrato con 
personas incursas en suspensión de clasificaciones 
o inhabilitadas para contratar. 

4. 
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TfTULO VI1 

DE LA CONTRATACI~N EN EL EXTRANJERO 

CAPÍTULO ÚNICO 

Disposiciones Generales 

Artículo 117. Contratos celebrados en el extran- 
jero. 

1. A los contratos que se celebren y ejecuten en 
el extranjero se les aplicarán las siguientes reglas, sin 
perjuicio de tener en cuenta los principios de esta Ley 
para resolver las dudas y lagunas que, en su aplica- 
ción, puedan presentarse:. 

a) En la Administración General del Estado la 
formalización de estos contratos corresponderá al 
Ministro de Asuntos Exteriores que la ejercitará a tra- 
vés de las representaciones diplomáticas o consulares 
y que podrá delegarla en favor de otros órganos, fun- 
cionarios o personas particulares. En los Organismos 
autónomos, Entidades Gestoras y Servicios comunes 
de la Seguridad Social la formalización de estos con- 
tratos corresponde a sus representantes legales o a las 
personas en quienes los mismos deleguen. El artículo 
12 será de aplicación en cuanto a la tramitación, au- 
torización en su caso, adjudicación, modificación y 
resolución de los mismos. 

En los demás Organismos y Entidades sujetas a 
esta Ley la formalización de los contratos correspon- 
derá a sus legítimos representantes. 

Sin perjuicio de los requisitos de capacidad 
que puedan exigir las leyes del Estado en que se cele- 
bre el contrato, para determinar las condiciones de 
capacidad y solvencia de las empresas españolas y de 
las pertenecientes al resto de Estados miembros de la 
Comunidad Europea se estará a lo dispuesto en esta 
Ley. 

c) El pliego de cláusulas administrativas particu- 
lares podrá ser sustituido por el propio clausulado del 
coritrato. 

d) Los contratos podrán adjudicarse por procedi- 
miento negociado, debiendo conseguirse, siempre 
que sea posible, tres ofertas al menos de empresas ca- 
paces de cumplir los mismos. 

La formalización se llevará a cabo mediante 
documento fehaciente, remitiendo los datos de estos 
contratos a la Junta Consultiva de Contratación Ad- 
ministrativa a los efectos previstos en el artículo 118, 
-sin perjuicio de la obligación de la remisión al Tribu- 
nal de Cuentas prevista en el artículo 58. En cuanto a 

b) 

e) 

Núm. 69 

los contratos menores se estará a lo dispuesto con ca- 
rácter general para los mismos en esta Ley. 

f )  Al adjudicatario se le exigirá una garantía aná- 
loga a la prevista en esta Ley para asegurar la ejecu- 
ción del contrato, siempre que ello sea posible y ade- 
cuado a las condiciones del Estado en que se efectúa 
la contratación y, en su defecto, la que sea usual y au- 
torizada en dicho Estado. 

El pago del precio se condicionará a la en- 
trega por el contratista de la prestación convenida, 
salvo que se oponga a ello el derecho o las costum- 
bres del Estado, en cuyo supuesto se deberá exigir ga- 
rantía que cubra el anticipo. 

En estos contratos se procurará incluir estipu- 
laciones tendentes a preservar los intereses de la Ad- 
ministración ante posibles incumplimientos del con- 
tratista y a autorizar las modificaciones del contrato 
que puedan hacerse convenientes. 

g) 

h) 

2. En los contratos con empresas españolas se 
incluirán cláusulas de sumisión a los Tribunales espa- 
ñoles. 

3. En los contratos con empresas extranjeras se 
procurará, cuando las circunstancias lo aconsejen, la 
incorporación de cláusulas tendentes a resolver las 
discrepancias que puedan surgir mediante fórmulas 
sencillas de arbitraje. En estos contratos se podrá 
transigir previa autorización del Consejo de Minis- 
tros. 

4. Las reglas contenidas en este artículo no obs- 
tan para que, en los contratos que se celebren y eje- 
cuten en los restantes Estados miembros de la Comu- 
nidad Europea y que excedan de los límites señalados 
en el artículo 135, en el artículo 178.2 y en el artículo 
204.2, deban cumplirse las normas de esta Ley refe- 
rentes a la publicidad comunitaria y procedimientos y 
formas de adjudicación de los contratos. 

. 

TfTULO VIII 

DEL REGISTRO PÚBLICO DE CONTRATOS 

CAPÍTULO ÚNICO 

Disposiciones Generales 

Artículo 118. Registro Público de Contratos. 

1. Para permitir el conocimiento de los contratos 
celebrados por las distintas Administraciones Públi- 
cas y de sus adjudicatarios, se llevará un Registro Pú- 
blico de Contratos por la Junta Consultiva de Contra- 
tación Administrativa del Ministerio de Econom’a y 
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Hacienda así como por los órganos correspondientes 
de las restantes administraciones públicas, mante- 
niéndose la debida coordinación entre los mismos. 

2. El Registro Público de Contratos de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa consti- 
tuirá el soporte de la estadística sobre contratación 
pública para fines estatales. 

3. Reglamentariamente podrá determinarse la 
forma en que se harán públicos los datos aportados al 
Registro de la Junta Consultiva de Contratación Ad- 
ministrativa a los efectos previstos en los apartados 
anteriores. 

Artículo 119. Recomendaciones a los órganos de 
contratación. 

La Junta Consultiva de Contratación Administra- 
tiva podrá exponer directamente a los órganos de 
contratación o formular con carácter general las reco- 
mendaciones pertinentes, si de los estudios sobre 
contratación administrativa o de un contrato particu- 
lar se dedujeran conclusiones de interés para la Ad- 
ministración. 

LIBRO 11 

DE LOS DISTINTOS TIPOS DE CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS 

T~TULO I 

DEL CONTRATO DE OBRAS 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

SECCIÓN 1". 

De la preparación del contrato de obras 

Artículo 120. Objeto del contrato. 

A los efectos de esta Ley se entiende por contrato 
de obras el celebrado entre la Administración y un 
empresario cuyo objeto sea: 

' a) La construcción de bienes que tengan natura- 
leza inmueble tales como carreteras, ferrocarriles, 
puertos,, canales, presas, edificios, fortificaciones, ae- 
ropuertos, bases navales, defensa del litoral y señali- 

zación marítima, monumentos, instalaciones varias, 
así como cualquier otra análoga de ingeniería civil. 

b) La realización de trabajos que modifiquen la 
forma o sustancia de€ terreno o del subsuelo como 
dragados, sondeos, prospecciones, inyecciones, co- 
rrección del impacto medioambiental, regeneración 
de playas, actuaciones urbanísticas u otros análogos. 

La reforma, reparación, conservación o demo- 
lición de los definidos en las letras anteriores. 

c) 

Artículo 12 1. Contratos menores. 

Tendrán la consideración de contratos menores 
aquéllos cuya cuantía no exceda de 5.000.000 de pe- 
setas. 

Artículo 122. Proyecto de obras. 

La adjudicación de un contrato de obras requerirá, 
salvo en el supuesto de adjudicación conjunta de pro- 
yecto y obra, la previa elaboración, supervisión, en su 
caso, aprobación y replanteo del correspondiente pro- 
yecto que definirá con precisión el objeto del contrato. 

Artículo 123. Clasificación de las obras. 

1. A los efectos de elaboración de los proyectos 
se clasificarán las obras, según su objeto y naturaleza, 
en los grupos siguientes: 

a) 

b) Obras de reparación simple. 
c) 
d) Obras de demolición. 

Obras de primer establecimiento, reforma o 
gran reparación. 

Obras de conservación y mantenimiento. 

2. 

3. 

Son obras de primer establecimiento las que 
dan lugar a la creación de un bien inmueble. 

El concepto general de reforma abarca el con- 
junto de obras de ampliación, mejora, moderniza- 
ción, adaptación, adecuación o refuerzo de un hien 
inmueble ya existente. 

Se consideran como obras de reparación las 
necesarias para enmendar un menoscabo producido 
en un bien inmueble por causas fortuitas o accidenta- 
les. Cuando afecten fundamentalmente a la estructura 
resistente tendrán la calificación de gran reparación 
y,. en caso contrario, de reparación simple. 

Si el menoscabo se produce en el tiempo por 
el natural uso del bien las obras necesarias para su en- 
mienda tendrán el carácter de conservación. Las 

4. 

5 .  
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obras de mantenimiento tendrán el mismo carácter 
que las de conservación. 

Son obras de demolición las que tengan por 
objeto el derribo o la destrucción de un bien inmue- 
ble. 

6. 

Artículo 124. Contenido de los proyectos. 

1. Los proyectos de obras deberán comprender, 
al menos: 

a) Una Memoria que, en las condiciones que re- 
glamentariamente se determinen tendrá carácter con- 
tractual, que considerará las necesidades a satisfacer 
y los factores de todo orden a tener en cuenta. 

b) Los planos de conjunto y de detalle necesa- 
rios para que la obra quede perfectamente definida. 

c) El pliego de prescripciones técnicas particula- 
res donde se hará la descripción de las obras y se re- 
gulará su ejecución. 

Un presupuesto, integrado o no por varios 
parciales, con expresión de los precios unitarios y de 
los descompuestos, estado de mediciones y los deta- 
lles precisos para su valoración. 

, e) Un programa de desarrollo de los trabajos en 
tiempo y coste óptimo, de carácter indicativo. 

f )  Cuanta documentación venga prevista en nor- 
mas de carácter legal o reglamentario. 

* 

d) 

2. No obstante, para los proyectos de obras de 
primer establecimiento, reforma o gran reparación, 
inferiores a 20.000.000 de pesetas y para los restantes 
proyectos enumerados en el artículo anterior, se 
podrá simplificar, refundir o incluso suprimir, alguno 
o algunos de los documentos anteriores en la forma 
que reglamentariamente se determine, siempre que la 
documentación resultante sea suficiente para definir, 
ejecutar y valorar las obras que comprende. 

3. Salvo cuando resulte incompatible con la na- 
turaleza de la obra, el proyecto deberá incluir un es- 
tudio geotécnico de los terrenos sobre los que la obra 
se va a ejecutar. ’ 

En los contratos de concesión de obras públi- 
cas se acompañarán los estudios económicos y admi- 
nistrativos sobre régimen de utilización y tarifas que 
hayan de aplicarse. 

4. 

Artículo 125. Presentación del proyecto por el em- 
presario. 

En los casos en que el empresario hubiere de pre- 
sentar el proyecto de la obra, la Administración podrá 

limitarse a redactar las bases técnicas a que la misma 
haya de ajustarse. 

Artfculo 126. Obras a tanto alzado. 

Excepcionalmente, cuando la naturaleza de la obra 
lo permita, se podrá establecer el sistema de retribu- 
ción a tanto alzado, sin existencia de precios unita- 
rios, en las circunstancias y condiciones que regla- 
mentariamente se determinen. 

Artículo 127. Instrucciones técnicas. 

Los proyectos deberán sujetarse a las instruccio- 
nes técnicas que sean de obligado cumplimiento para 
las respectivas Administraciones Públicas. 

Artículo 128. Supervisión de proyectos. 

Antes de la aprobación del proyecto, cuando su 
cuantfa sea igual o superior a 50.000.000 de pesetas, 
los órganos de contratación deberán solicitar un in- 
forme de las correspondientes oficinas o unidades 
de supervisión de los proyectos encargadas de exa- 
minar detenidamente los elaborados y de vigilar el 
cumplimiento de las normas reguladoras de la mate- 
ria. En los proyectos de cuantfa inferior a-la seña- 
lada el informe tendril carácter facultativo, salvo 
que se trate de obras que afecten a la estabilidad, se- 
guridad o estanqueidad de la obra, en cuyos supues- 
tos el informe de supervisión será igualmente pre- 
ceptivo. 

Artículo 129. Replanteo de la obra. 

1. Aprobado el proyecto y previamente a la tra- 
mitación del expediente de contratación de obra, se 
procederá a efectuar el replanteo del mismo, el cual 
consistirá en comprobar la realidad geométrica de la 
misma y la disponibilidad de los terrenos precisos 
para su normal ejecución, que será requisito indis- 
pensable para la convocatoria de licitación, en pro; 
cedimientos abiertos y restringidos y para la adjudi- 
cación, en procedimientos negociados y cuantos su- 
puestos figuren en el proyecto elaborado y sean bási- 
cos para el contrato a celebrar. 

Una vez realizado el replanteo se incorporará 
el proyecto al expediente de contratación. 

2. 
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SECCI~N 2". 

Del contrato de concesión de obras públicas 

Artículo 130. Concepto del contrato de concesión. 

1. Se considera como contrato de concesión de 
obras públicas aquél en el que, siendo su objeto al- 
guno de los contenidos en el artículo 120, la contra- 
prestación a favor del adjudicatario consista en el de- 
recho a explotar la obra o en dicho derecho acompa- 
ñado del de percibir un precio. 

Este contrato queda sujeto a las normas gene- 
rales de los contratos de obras y, en particular, a las de 
publicidad de los mismos, con las especialidades pre- 
vistas en el artículo 139. 

El concesionario deberá ajustarse en la explota- 
ción de la obra a lo establecido en el artículo 162 

2. 

Artículo 13 1. Cesión a terceros. 

En el contrato de concesión de obras públicas la 
Administración podrá imponer al concesionario que 
ceda a un tercero un porcentaje del mismo que repre- 
sente, al menos, un 30 por 100 del valor total de la 
obra, debiendo preverse que los licitadores pueden in- 
crementarlo haciendo constar su cifra en el contrato. 
Alternativamente podrán invitar a éstos para que-se- 
ñalen en sus ofertas el porcentaje minimo que vayan a 
ceder a terceros. 

Artículo 132. Contratos de las Administraciones 
Públicas como concesionarias. 

En los contratos a que se refiere el artículo 130 
cuando el concesionario sea alguna de las Adminis- 
traciones Públicas deberá, para aquellas obras que 
han de ser ejecutadas por terceros, acomodarse ínte- 
gramente a lo dispuesto en esta Ley. 

Artículo 133. Contratos de los concesionarios par- 
ticulares. 

1. El concesionario de un contrato de obras pú- 
blicas deberá someter los contratos que celebre con 
un tercero a las normas de publicidad establecidas en 
el artículo 135.2, salvo cuando mediare cualquiera de 
las circunstancias siguientes: 

a) Que el precio del contrato sea inferior a 
681.655.208 pesetas. 

b) Que la concesionaria sea la Administración. 

2. A efectos de lo establecido en el apartado an- 
terior no se considerarán terceros aquellas empresas 
que se hayan agrupado para obtener la concesión, ni 
las empresas vinculadas a ellas. 

Artículo 134. Empresas vinculadas. 

1. Se entiende por empresas vinculadas aquéllas 
en las que el concesionario pueda ejercer, directa o 
indirectamente, una influencia dominante o aquéllas 
que puedan ejercerla sobre él o que, del mismo modo 
que el concesionario, estén sometidas a la influencia 
dominante de otra empresa por razón de propiedad, 
participación financiera o normas que la regulen. 

Se presumirá que existe influencia dominante 
cuando una empresa, directa o indirectamente, con 
relación a otra: 

2. 

a) Esté en posesión de la mayoría del capital 
suscrito. 

b) Disponga de la mayoría de los votos inheren- 
tes a las participaciones emitidas por la empresa. 

c) Pueda designar más de la mitad de los miem- 
bros del órgano de administración, dirección o con- 
trol de la empresa. 

3. Las empresas que presenten ofertas para la 
concesión y que se hallen en las circunstancias expre- 
sadas anteriormente, deberAn aeompaAar a aquéllas 
una lista exhaustiva de las empresas vinculadas. 

SECCIÓN 3" 

De la publicidad dentro del ámbito de la 
Comunidad Europea y de los procedimientos de 

adjudicación del contrato de obras 

Artículo 135. Requisitos de publicidad. 

1. En cada ejercicio presupuestario los Órganos 
de contratación darán a conocer, mediante un anuncio 
indicativo, las caracteristicas básicas de los contratos 
de obras que tengan proyectado celebrar en los próxi- 
mos doce meses, cualquiera que sea el procedimiento 
de adjudicación que apliquen y cuyo importe, con ex- 
clusión del Impuesto sobre el Valor Añadido, sea 
igual o superior a 681.655.208 pesetas. 

Este anuncio se enviará lo antes posible a partir de 
su programación, a la Oficina de hblicaciones Ofi- 
ciales de las Comunidades Europeas. 
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2. Además, toda contratación de obras del indi- 
cado importe, por procedimiento abierto, restringido 
o negociado del artículo 140 deberá ser anunciada en 
el Diario Oficial de las Comunidades Europeas. 

Para el cálculo de la cifra señalada se tomará 
en consideración, además del valor de la obra, el de 
los suministros necesarios para su ejecución puestos 
a disposición del empresario por parte de la Adminis- 
tración. 

3. 

Artículo 136. División por lotes. 

1.  Cuando la obra esté dividida en varios lotes y 
cada lote constituya un contrato, el importe de cada 
uno se tendrá en cuenta para la determinación de la 
cuantía a efectos del artículo anterior. No obstante, 
cuando el importe acumulado de los lotes sea igual o 
superior a la cifra indicada en el artículo anterior se 
aplicarán a todos los lotes, a los efectos de publici- 
dad, las disposiciones del mismo. 

Sin embargo, el órgano de contratación podrá 
considerar solamente el importe individualizado de 
cada lote cuando sea inferior a 136.331.441,pesetas, 
con exclusión del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
siempre que el importe acumulado de dichos lotes no 
sea superior al 20 por 100 del importe acumulado de 
todos los lotes en los que esté dividida la obra. 

2. 

SUBSECCI6N la. 

Del procedimiento abierto en el contrato de obras 

Artículo 137. Plazos para la presentación de propo- 
siciones. 

En el procedimiento abierto el plazo de presenta- 
ción de proposiciones no será inferior a cincuenta y 
dos días a contar desde la fecha del envío del anuncio. 

Este plazo se reducirá a treinta y seis días si se hu- 
biese publicado el anuncio indicativo a que se refiere 
el párrafo primero del artículo 135.1 

SUBSECCI~N 2". 

Del procedimiento restringido en el contrato 
de obras 

Artículo 138. Plazos. 

1. En el procedimiento restringido el plazo de 
recepción de las solicitudes de participación será fi- 

jado de forma que no sea inferior a treinta y siete días 
a partir de la fecha del envío del anuncio. 

El plazo de presentación de las proposiciones 
no podrá ser inferior a cuarenta días a contar desde la 
fecha del envío de la invitación escrita, el cual podrá 
ser reducido a veintiséis días si la Administración hu- 
biese publicado el anuncio indicativo al que se refiere 
el artículo 135. 

En casos de urgencia el plazo de presentación 
de las solicitudes de participación y el de las ofertas 
podrá ser reducido a quince días y diez días, respecti- 
vamente, a partir de la fecha del envío del anuncio o 
de la invitación. 

2. 

3. 

Artículo 139. Plazos en las concesiones de obras 
públicas. 

1. En las concesiones de obras públicas, en el 
procedimiento restringido, el plazo para la presenta- 
ción de candidaturas no podrá ser inferior a cincuenta 
y dos días desde la fecha del envío del anuncio. 

En los contratos celebrados por los concesio- 
narios de obras públicas que no sean la Administra- 
ción, a los que se refiere el artículo 133, también en el 
procedimiento restringido, el plazo de recepción de 
las solicitudes de participación no será inferior a 
treinta y siete dfas y el de recepción de las ofertas de 
cuarenta dfas a partir de la fecha del envío del anun- 
cio o de la invitación a presentar una oferta, respecti- 
vamente. 

2. 

SUBSECCI~N 3" 

Del procedimiento negociado en el contrato 
de obras 

Artículo 140. Procedimiento negociado y publici- 
dad comunitaria. 

1. El Órgano de contratación podrá acordar la 
aplicación del procedimiento negociado respecto a 
las obras en las que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias, que deberán justificarse en el expe- 
diente: 

a) Cuando las proposiciones u ofertas económi- 
cas en los procedimientos abiertos o restringidos sean 
irregulares o inaceptables, siempre que no se modifi- 
quen sustancialmente las condiciones originales del 
contrato. En este caso el Órgano de contratación no 
publicará el anuncio de licitación al que se refiere el 
apartado 2 de este artículo si se incluyen en el proce- 
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dimiento negociado a todos los licitadores que, con 
ocasión del anterior procedimiento abierto o restrin- 
gido, hubiesen sido admitidos a la licitación. 

Cuando las obras se realicen únicamente con 
fines de investigación, experimentación o perfeccio- 

' namiento y no con objeto de obtener una rentabilidad 
o de cubrir los costes de investigación o de desarro- 
llo. 

En casos excepcionales cuando se trate de 
obras cuya naturaleza o riesgos no permitan determi- 
nar previamente el precio global. 

b) 

c) 

2. En estos supuestos cuando la cuantía del con- 
trato, con exclusión del Impuesto sobre el Valor Aña- 
dido, sea igual o superior a 681.655.208 pesetas, el 
órgano de contratación deberá publica un anuncio en 
el Diario Oficial de las Comunidades Europeas y el 
plazo de recepción de las solicitudes no será inferior 
a treinta y siete dfas a partir de la fecha del envfo del 
anuncio, que se reducirán a quince en caso de urgen- 
cia. 

Artículo 141. Procedimiento negociado sin publici- 
dad. 

Podrá utilizarse el procedimiento negociado sin 
publicidad previa cuando concurra alguna de las cir- 
cunstancias siguientes, que habrán de justificarse en 
el expediente: 

Cuando el contrato no llegare a adjudicarse en 
un procedimiento abierto o restringido por falta de li- 
citadores o porque los presentados no hayan sido ad- 
mitidos a licitación, siempre que no se modifiquen 
las condiciones originales del contrato, salvo el pre- 
cio, que no podrá ser aumentado en más de un 10 por 
100. En este supuesto, cuando la cuantfa del contrato 
exceda del límite señalado en el primer párrafo del 
artículo 135.1 se remitirá un informe a la Comisión 
de la Comunidad Europea a petición de ésta. 

Cuando a causa de su especificidad técnica, 
artística o por motivos relacionados con la protección 
de derechos de exclusiva, la ejecución de las obras 
sólo pueda encomendarse a un determinado empresa- 
rio. . 

c) Cuando una imperiosa urgencia, resultante de 
acontecimientos imprevisibles para el órgano de con- 
tratación y no imputables al mismo, demande una 
pronta ejecución que no pueda lograrse por el proce- 
dimiento de urgencia regulado en el artículo 72 o por 
aplicación de los plazos de publicidad en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas previstos para 
los casos de urgencia. 

a) 

b) 

o 

d) Cuando se trate de obras complementarias 
que no figuren en el proyecto, ni en el contrato, pero 
que resulte necesario ejecutar como consecuencia de 
circunstancias imprevistas, siempre que su importe 
total no exceda del 20 por 100 del precio del contrato 
en el momento de la aprobación de dichas obras com- 
plementarias y su ejecución se confíe al contratista de 
la obra principal de acuerdo con los precios que rigen 
para el contrato inicial o que, en su caso, fuesen fija- 
dos contradictoriamente. 

Será requisito para la aplicación de lo establecido 
en el párrafo anterior, que las obras no puedan sepa- 
rarse técnica o económicamente del contrato princi- 
pal sin causar inconvenientes mayores a la Adminis- 
tración Q que, aunque se puedan separar de la ejecu- 
ción del contrato inicial, sean estrictamente necesa- 
rias para su perfeccionamiento. 

Las demás obras complementarias que no reúnan 
los requisitos exigidos en los párrafos precedentes 
habrán de ser objeto de contratación independiente. 

Cuando se trate de la repetición de obras si- 
milares a otras adjudicadas por procedimiento abierto 
o restringido, siempre que las primeras sean confor- 
mes al proyecto base y se hayan incluido en el anun- 
cio del citado procedimiento abierto o restringido y 
computado su importe para fijar la cuantía total del 
contrato. 

Unicamente se podrá recurrir a este procedimiento 
durante un período de tres años a partir de la formali- 
zación del contrato inicial. 

f) Los declarados secretos o reservados o cuando 
su ejecución deba ir acompañada de medidas de se- 
guridad especiales conforme a la legislación vigente 
o cuando lo exija la protección de los intereses esen- 
ciales de la seguridad del Estado. En estos casos no 
será necesaria la consulta de las tres empresas a que 
se refiere el artículo 95. 

g) Los de presupuesto inferior a 5.000.000 de 
pesetas. 

e) 

CAPfTULO 11 

De la ejecución yrmodificación del contrato 
de obras 

De la ejecución del contrato de obras 

Artículo 142. Comprobación del replanteo. 

La ejecución del contrato de obras comenzará con 
el acta de comprobación del replanteo. A tales efec- 
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tos, dentro del plazo que se consigne en el contrato 
que no podrá ser superior a un mes desde la fecha de 
su formalización salvo casos excepcionales justifica- 
dos, el servicio de la Administración encargada de las 
obras procederá, en presencia del contratista, a efec- 
tuar la comprobación del replanteo hecho previa- 
mente a la licitación, extendiéndose acta del resul- 
tado que será firmada por ambas partes interesadas, 
remitiéndose un ejemplar de la misma al órgano que 
celebró el contrato. 

Artículo 143. Ejecución de las obras y responsabi- 
lidad del contratista. 

1. Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a 
las estipulaciones contenidas en el pliego de cláusu- 
las administrativas particulares y al proyecto que 
sirve de base al contrato y conforme a las instruccio- 
nes que en interpretación de éste diere al contratista 
el Director facultativo de las obras. Cuando dichas 
instrucciones fueren de carácter verbal deberán ser 
ratificadas por escrito en el más breve plazo posible, 
para que sean vinculantes para las partes. 

Durante el desarrollo de las obras y hasta que 
se cumpla el plazo de garantía el contratista es res- 
ponsable de los defectos que en la construcción pue- 
dan advertirse. 

2. 

Artículo 144. Fuerza mayor. 

1.  En casos de-fuerza mayor y siempre que no 
exista actuación imprudente por parte del contratista, 
éste tendrá derecho a una indemnización por los 
daños y perjuicios que se le hubieren producido. 

Tendrán la consideración de casos de fuerza 
mayor los siguientes: 

2. 

a) Los incendios causados por la electricidad at- 
mosférica. 

b) Los fenómenos naturales de efectos catastró- 
ficos, como maremotos, terremotos, erupciones vol- 
cánicas, movimientos del terreno, temporales maríti- 
mos, inundaciones u otros semejantes. 

Los destrozos ocasionados violentamente en 
tiempo de guerra, robos tumultuosos o alteraciones 
graves del orden público. 

c) 

Artículo 145. Certificaciones y abonos a cuenta. 

1. A los efectos del pago, la Administración ex- 
pedirá mensualmente certificaciones que compren- 

dan la obra ejecutada durante dicho período de 
tiempo, salvo prevención en contrario en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares, cuyos abonos 
tienen el concepto de pagos a buena cuenta sujetos a 
las rectificaciones y variaciones que se produzcan en 
la medición final y sin suponer, en forma alguna, 
aprobación y recepción de las obras que comprenden. 

El contratista tendrá también derecho a perci- 
bir abonos a cuenta sobre su importe por las opera- 
ciones preparatorias realizadas como instalaciones y 
acopio de materiales o equipos de maquinaria pesada 
adscritos a la obra, en las condiciones señaladas en 
los respectivos pliegos y con los límites que se esta- 
blezcan reglamentariamente, debiéndose asegurar los 
referidos pagos mediante la prestación de garantía. 

2. 

SECCIÓN 2”. 

De la modificación del contrato de obras 

Artículo 146. Modificación del contrato de obras. 

1. Serán obligatorias para el contratista las mo- 
dificaciones en el contrato de obras que, con arreglo 
a lo establecido en el artículo 100, produzcan au- 
mento, reducción o supresión de las unidades de obra 
o sustitución de una clase de fábrica por otra, siempre 
que ésta sea una de las comprendidas en el contrato. 
En caso de supresión o reducción de obras, el contra- 
tista no tendrá derecho a reclamar indemnización al- 
guna, sin perjuicio de lo que se establece en el artí- 
culo 150.e). 

Cuando las modificaciones supongan la intro- 
ducción de unidades de obra no comprendidas en el 
proyecto o cuyas características difieran sustancial- 
mente de ellas los precios de aplicación de las mis- 
mas serán fijados por la Administración, a la vista de 
la propuesta del Director facultativo de las obras y de 
las observaciones del contratista a esta propuesta en 
trámite de audiencia. Si éste no aceptase los precios 
fijados deberá continuar la ejecución de las unidades 
de obra y los precios de las mismas serán decididos 
por una comisión de arbitraje en procedimiento su- 
mario, sin perjuicio de que la Administración pueda, 
en cualquier caso, contratarlas con otro empresario 
en los mismos precios que hubiese fijado o ejecutar- 
las directamente. La composición de la comisión de 
arbitraje y el procedimiento sumario para establecer 
los precios se regularán reglamentariamente. 

Cuando el Director facultativo de la obra con- 
sidere necesaria una modificación del proyecto, reca- 
bará del órgano de contratación autorización para ini- 
ciar el correspondiente expediente, que se sustanciará 

2. 

3. 
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con carácter de urgencia con las siguientes actuacio- 
nes: 

a) 
mismo. 

b) Audiencia del contratista. 
c) 

Redacción del proyecto y aprobación del 

Aprobación del expediente por el órgano de 
contratación, así como de los créditos complementa- 
rios precisos. 

4. En el supuesto de incidencias surgidas en la 
ejecución del contrato de obras que puedan determi- 
nar, si no son resueltas, la imposibilidad de continuar 
dicha ejecución, la modificación del contrato no exi- 
girá más trámite que la aprobación por el órgano de 
contratación de la propuesta técnica motivada, efec- 
tuada por el Director facultativo de la obra, previa 
audiencia del contratista, en la que se incluirá el im- 
porte máximo de dicha actuación que no podrá ser 
superior al 20 por 100 del precio del contrato. 

CAPÍTULO ID 

De la extinción del contrato de obras 

SECCIÓN 1". 

Del cumplimiento del contrato de obras 

Artículo 147. Recepción y plazo de' garantía. 

1. A la recepción de las obras a su terminación y 
a los efectos establecidos en el artículo 11 1.2 concu- 
rrirá un facultativo designado por la Administración 
representante de ésta, el facultativo encargado de la 
dirección de las obras y el contratista asistido, si lo, 
estima oportuno, de su facultativo. 

Si se encuentran las obras en buen estado y 
con arreglo a las prescripciones previstas, el funcio- 
nario técnico designado por la Administración con- 
tratante y representante de ésta, las dará por recibi- 
das, levantándose la correspondiente acta y comen- 
zando entonces el plazo de garantía. 

Cuando las obras no se hallen en estado de ser re- 
cibidas se hará constar así en el acta y el Director de 
las mismas señalará los defectos observados y deta- 
llará las instrucciones precisas fijando un plazo para 
remediar aquéllos. Si transcurrido dicho plazo el con- 
tratista no lo hubiere efectuado, podrá concedérsele 
otro nuevo plazo improrrogable o declarar resuelto el 
contrato. 

3. El plazo de garantía se establecerá en el pliego 
de cláusulas administrativas particulares atendiendo 

2. 

a la naturaleza y complejidad de la obra y no podrá 
ser inferior a un año, salvo casos especiales. 

No obstante, en aquellas obras cuya perdura- 
ción no tenga finalidad práctica como las de sondeos 
y prospecciones que hayan resultado infructuosas o 
que por su naturaleza exijan trabajos que excedan el 
concepto de mera conservación como los de. draga- 
dos no se exigirá plazo de garantía. 

5. .Podrán ser objeto de recepción parcial aque- 
llas partes de obra susceptibles de ser ejecutadas por 
fases que puedan ser entregadas al uso público, según 
lo establecido en el contrato. 

4. 

Artículo 148. Liquidación. 

1. Dentro del plazo de seis meses a contar desde 
la fecha del acta de recepción deberá acordarse y ser, 
notificada al contratista la liquidación correspon- 
diente y abonársele el saldo resultante, en su caso. 

Si se produjere demora en el pago del saldo de 
liquidación, el Contratista tendrá derecho a percibir el 
interés legal del mismo a partir de los seis meses si- 
guientes a la recepción. 

2. 

Artículo 149. Responsabilidad por vicios ocultos. 

Si la obra se arruina con posterioridad a la expira- 
ción del plazo de garantía por vicios ocultos de la 
construcción, debido a incumplimiento del contrato 
por parte del contratista, responderá éste de los daños 
y perjuicios durante el término de quince años a con- 
tar desde la recepción. 

Transcurrido este plazo sin que se haya manifes- 
tado ningún daño o perjuicio, quedará totalmente ex- 
tinguida la responsabilidad del contratista. 

SECCIÓN 2". 

De la resolución del contrato de obras 

Artículo 150. Causas de resolución. 

Son causas de resolución del contrato de obras, 
además de las señaladas en el artículo 112, las si- 
guientes: 

a) La demora en la comprobación del replanteo, 
conforme al artículo 142. 

b) La suspensión de la iniciación de las obras por 
plazo superior a seis meses por parte de la Adminis- 
tración. 
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c) El desistimiento o la suspensión de las obras 
por un plazo superior a seis meses acordada por la 
Administración. 

d) Los errores materiales que pueda contener el 
proyecto o presupuesto elaborado por la Administra- 
ción que afecten al presupuesto de la obra al menos 
en un 20 por 100. 

e) Las modificaciones en el presupuesto, aunque 
fuesen sucesivas, que impliquen, aislada o conjunta- 
mente, alteraciones del precio del contrato en el ,mo- 
mento de aprobar la respectiva modificación, en más 
o en menos, en cuantía superior al 20 por 100 del im- 
porte de aquél o representen una alteración sustancial 
del proyecto inicial. 

Artículo 15 1. Alteración sustancial y suspensión de 
la iniciación de la obra. 

1. En relación con la letra e) del artículo anterior 
se considerará alteración sustancial, entre otras, la 
modificación de los fines y características básicas del 
proyecto inicial, así como la sustitución de unidades 
que afecten, al menos, al 50 por 100 del importe del 
presupuesto. 

En la suspensión de la iniciación de las obras 
por parte de la Administración, cuando ésta dejare 
transcurrir seis meses a contar de la misma sin dictar 
acuerdo sobre dicha situación y notificarlo al contra- 
tista, éste tendrá derecho a la resolución del contrato. 

2. 

Artículo 152. Efectos de la resolución. 

1. La resolución del contrato dará lugar a la 
comprobación, medición y liquidación de las obras 
realizadas con arreglo al proyecto, fijando los saldos 
pertinentes a favor o en contra del contratista. Será 
necesaria la citación de éste, en el domicilio que fi- 
gure en el expediente de contratación, para su asis- 
tencia al acto de comprobación y medición. 

Si por culpa o negligencia de la Administra- 
ción se demorase la comprobación del replanteo, 
según el artículo 142, dando lugar a la resolución del 
contrato el Contratista sólo tendrá derecho a una in- 
demnización equivalente al 2 por 100 del precio de la 
adjudicación . 

En el supuesto de suspensión de la iniciación 
de las obras por parte de la Administración por 
tiempo superior a seis meses el contratista tendrá de- 
recho a percibir por todos los conceptos una indemni- 
zación del 3 por 100 del precio de adjudicación. 

Si el aplazamiento fuese superior a un año o 
decidiese la Administración la suspensión definitiva 

2. 

3. 

4. 

de las obras el contratista tendrá derecho al 6 por 100 
del precio de las obras dejadas de realizar en con- 
cepto de beneficio industrial. 

CAPÍTULO IV 

De la ejecución de las obras por la propia 
Administración 

Artículo 153. Supuestos. 

1. La ejecución de obras por la Administración 
podrá verificarse por los propios servicios de la misma 
a través de sus medios personales o reales o con la co- 
laboración de empresarios particulares, siempre que en 
este Último caso su importe sea inferior a 681.655.208 
pesetas cuando concurra alguna de estas circunstancias: 

a) Que la Administración tenga montadas fábri- 
cas, arsenales, maestranzas o servicios técnicos o in- 
dustriales, suficientemente aptos para la realización 
de la obra proyectada, en cuyo caso deberá normal- 
mente utilizarse este sistema de ejecución. 

Que la Administración posea elementos auxi- 
liares utilizables en la obra y cuyo empleo suponga 
una econom’a superior al 5 por 100 del importe del 
presupuesto de aquélla o una mayor celeridad en su 
ejecución, justificándose, en este caso, las ventajas 
que se sigan de la misma. 

Que no haya habido ofertas de empresarios 
para la ejecución de obras en licitación previamente 
efectuada. 

Cuando se trate de la ejecución de obras que 
se consideren de emergencia con arreglo a lo previsto 
en esta Ley. 

Cuando se trate de la ejecución de obras en las 
que, dada su naturaleza, sea imposible la fijación pre- 
via de un precio cierto o la de un presupuesto por uni- 
dades simples de trabajo. 

Cuando’sea necesario relevar ai; contratista de 
realizar algunas unidades de obra por no haberse lle- 
gado a UII acuerdo en los precios contradictorios co- 
rrespondientes. 

Las obras de mera conservación y manteni- 
miento no susceptibles por sus características de la 
redacción de un proyecto. 

Excepcionalmente, la ejecución de obras defi- 
nidas en virtud de un anteproyecto, cuando no se apli- 
que el artículo 86.a). 

b) 

c) 

d) 

e) 

f) 

g) 

h) 

i) En los supuestos del artículo 112.d). 

2. Fuera de los supuestos de las letras d), g) y h) 
del apartado 1 de este artículo será inexcusable la re- 
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dacción del correspondiente proyecto. El contenido 
de este tipo de proyectos se fijará reglamentanamente. 

Cuando la ejecución de la obra se efectúe me- 
diante contratos de colaboración con empresarios 
particulares estos contratos tendrán carácter adminis- 
trativo, pero no constituirán contrato de obras, ya que 
la ejecución de las mismas estará a cargo del órgano 
gestor de la Administración. 

En los supuestos de las letras a) y b) del apar- 
tado 1 de este artículo no podrá sobrepasarse en la 
contratacíón con colaboradores el 50 por 100 del im- 
porte total del proyecto, salvo supuestos excepciona- 
les que se justificarán en el expediente. 

3. 

4. 

Artículo 154. Autorización por el Órgano de contra- 
tación. 

La autorización para la ejecución de obras por 
parte de la Administración corresponderá al Órgano de 
contratación a quien competa la aprobación del gasto. 

TfTULO II 

DEL CONTRATO DE GESTIÓN DE SERVICIOS 
PÚB LICOS 

1 CAPÍTULOI 

Disposiciones Generales 

Artículo 155. Régimen general. 

1. Los contratos mediante los que las Adminis- 
traciones Públicas encomienden a una persona, natu- 
ral o jurídica, la gestión de un servicio público se re- 
gularán por la presente Ley y por las disposiciones 
especiales del respectivo servicio. 

No serán aplicables las disposiciones de este 
Título a los supuestos en que la gestión del servicio 
público se efectúe mediante la creación de entidades 
de Derecho público destinadas a este fin, ni a aqué- 
llos en que la misma se atribuya a una sociedad de 
Derecho privado en cuyo capital sea exclusiva o ma- 
yoritaria la participación de la Administración o de 
un Ente público de la misma. 

2. 

Artículo 156. Poderes de la Administración y ám- 
bito del contrato. 

1. La Administración podrá gestionar indirecta- 
mente, mediante contrato, los servicios de su compe- 

tencia, siempre que tengan un contenido económico 
que los haga susceptibles de explotación por empre- 
sarios particulares. En ningún caso podrán prestarse 
por gestión indirecta los servicios que impliquen 
ejercicio de la autoridad inherente a los poderes pú- 
blicos. 

2. Antes de proceder a la contratación de un ser- 
vicio público deberá haberse determinado su régimen 
jurídico básico que atribuya las competencias admi- 
nistrativas, que determine el alcance de las prestacio- 
nes en favor de los administrados y que declare ex- 
presamente que la actividad de que se trata queda 
asumida por la Administración respectiva como pro- 
pia de la misma. 

En todo caso, la Administración conservará 
los poderes de policía necesarios para asegurar la 
buena marcha de los servicios de que se trate. 

El contrato expresará con claridad el ámbito 
de la gestión, tanto en el orden funcional, como en el 
territorial. 

Estos contratos se regularán por la presente 
Ley, salvo lo establecido en los artículos 96, 97, 103 
y 11 1 y por las disposiciones especiales del respec- 
tivo servicio, en cuanto no se opongan a ella. 

3. 

4. 

5.  

Artículo 157. Modalidades de la contratación. 

La contratáción de la gestión de los servicios pú- 
blicos adoptará cualquiera de las siguientes modali- 
dades: 

a) 

b) 

Concesión, por la que el empresario gestio- 
nará el servicio a su riesgo y ventura. 

Gestión interesada, en cuya virtud la Admi- 
nistración y el empresario participarán en los resulta- 
dos de la explotación del servicio en la proporción 
que se establezca en el contrato. 

Concierto con persona natural o jurídica que 
venga realizando prestaciones análogas a las que 
constituyen el servicio público de que se trate. 

Sociedad de econom’a mixta en la que la Ad- 
ministración participe, por sí o por medio de una en- 
tidad pública, en concurrencia con personas naturales 
o jurídicas. 

c) 

d) 

Artículo 158. Duración. 

El contrato de gestión de servicios públicos no 
podrá tener carácter perpetuo o indefinido, fijándose 
necesariamente su duración y las prórrogas de que 
pueda ser objeto, sin que pueda exceder el plazo total, 
incluidas las prórrogas, de setenta y cinco años. 
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CWÍTULO 11 

De las actuaciones administrativas preparatorias 
del contrato de gestión de servicios públicos 

Artículo 159. Régimen de las obras incluidas en el 
contrato. 

1. Todo contrato de gestión de servicios públicos 
irá precedido de la elaboración y aprobación admi- 
nistrativa del anteproyecto de explotación y de las 
obras precisas, en su caso. 

En tal supuesto serán de aplicación los pre- 
ceptos establecidos en esta Ley para la concesión de 
obras públicas. 

2. 

CAP~TULO 111 
1 

De los procedimientos y formas de adjudicación 
del contrato de gestión de servicios públicos 

Artículo 160. Procedimientos y formas de adjudi- 
cación. 

1. Los contratos de gestión de servicios públicos 
ordinariamente se adjudicarán por procedimiento 
abierto o restringido, mediante concurso. En ambos 
procedimientos se cumplirán los plazos señalados en 
el artículo 79. 

El procedimiento negociado s610 podrá-tener 
lugar, previa justificación razonada en el expediente 
y acuerdo del Órgano de contratación, en los supues- 
tos siguientes: 

2. 

a) 

b) 

Aquellos servicios respecto a los que no sea 
posible promover concurrencia en la oferta. 

Cuando una imperiosa urgencia, resultante de 
acontecimientos imprevisibles para el órgano de con- 
tratación, y no imputables al mismo, demande una 
pronta ejecución que no pueda lograrse por el proce- 
dimiento de urgencia regulado en el artículo 72. 

c) Los declarados secretos o reservados o cuando 
su ejecución deba ir acompañada de medidas de segu- 
ridad especiales conforme a la legislación vigente o 
cuando lo exija la protección de los intereses esencia- 
les de la seguridad del Estado. En estos casos será ne- 
cesario que el servicio no pueda realizarse directa- 
mente por la Administración y no será precisa la con- 
sulta de las tres empresas a que se refiere el artículo 93. 

Los de gestión de servicios cuyo presupuesto 
de gastos de primer establecimiento no se prevea 
igual o superior a 3.000.000 de pesetas, ni su plazo de 
duración sea superior a cinco años. 

d) 

e) Los anunciados a concurso que no llegaren a 
adjudicarse por falta de licitadores o porque las pro- 
posiciones presentadas no se hayan declarado admi- 
sibles, siempre que no se modifiquen en forma sus- 
tancial las condiciones originales del contrato y la 
adjudicación se efectúe por precio no superior al que 
haya sido objeto de la licitación primera, sin perjui- 
cio de lo establecido en el apartado 2.b) de este artí- 
culo. 

CAPÍTULO IV 

De la ejecución y modificación del contrato 
de gestión de servicios públicos 

SECCIÓN 1". 

De la ejecución del contrato de gestión 
de servicios públicos 

Artículo 161. Ejecución del contrato. 

El contratista está obligado a ejecutar las obras 
precisas y a organizar el servicio con estricta sujeción 
a las características establecidas en el contrato y den- 
tro de los plazos señalados en el mismo. 

Artículo 162. Obligaciones generales. 

El contratista estará sujeto al cumplimiento de las 
siguientes obligaciones con carácter general: 

a) Prestar el servicio con la continuidad conve- 
nida y garantizar a los particulares el derecho a utili- 
zarlo en las condiciones que hayan sido establecidas 
y mediante el abono, en su caso,.de la contrapresta- ' 

ción económica comprendida en las tarifas aproba- 
das. 

Cuidar del buen orden del servicio, pudiendo 
dictar las oportunas instrucciones, sin perjuicio de los 
poderes de policía a los que se refiere el artículo 156. 

Indemnizar los daños que se causen a terceros 
como consecuencia de las operaciones que requiera 
el desarrollo del servicio, excepto cuando el daño sea 
producido por causas imputables a la Administra- 
ción. 

d) Respetar el principio de no discriminación 
por razón de nacionalidad, respecto de las empresas 
de Estados miembros de la Comunidad Europea o 
signatarios del Acuerdo de Contratación Pública del 
GATT, en los contratos de suministro consecuencia 
del de gestión de servicios públicos. 

b) 

c) 
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Artículo 163. Prestaciones económicas. 

El contratista tiene derecho a las contraprestacio- 
nes económicas previstas en el contrato y a la revi- 
sión de las mismas, en su caso, en los términos que el 
propio contrato establezca. 

SECCIÓN 2". 

De la modificación del contrato de gestión 
de servicios públicos 

Artículo 164. Modificación y sus efectos. 

1. La Administración podrá modificar por razo- 
nes de interés público las características del servicio 
contratado y las tarifas que han de ser abonadas por 
los usuarios. 

Cuando las modificaciones afecten al régimen 
financiero del contrato, la Administración deber& 
compensar al contratista de manera que se mantenga 
el equilibrio de los supuestos económicos que fueron 
considerados como básicos en la adjudicación del 
contrato. 

3. En el caso de que los acuerdos que dicte la 
Administración respecto al desarrollo del servicio ca- 
rezcan de trascendencia económica el contratista no 
tendrá derecho a indemnización por razón de los mis- 
mos. 

2. 

CAPÍTULO v 
De los efectos y extinción del contrato de gestión 

de servicios públicos 

-SECCI~N 1". 

Del cumplimiento y efectos del contrato 
de gestión de servicios públicos 

Artículo 165. Reversión. 

1. Cuando finalice el plazo contractual el servi- 
cio revertirá a la Administración, debiendo el contra- 
tista entregar las obras e instalaciones a que esté obli- 
gado con arreglo al contrato y en el estado de conser- 
vación y funcionamiento adecuados. 

Durante un período prudencial anterior a la re- 
versión, que deberá fijarse en el pliego, el órgano 
competente de la Administración adoptará las dispo- 
siciones encaminadas a que la entrega de los bienes 
se verifique en las condiciones convenidas. 

2. 

Artículo 166. Falta de entrega de contraprestacio- 
nes económicas y medios auxiliares. 

Si la Administración no hiciere efectiva al contra- 
tista la contraprestación económica o no entregare los 
medios auxiliares a que se obligó en el contrato dentro 
de los plazos previstos en el mismo y no procediese la 
resolución del contrato o no la solicitase el contratista, 
éste tendrá derecho al interés legal de las cantidades o 
valores económicos que aquéllos signifiquen, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 100. 

Artículo 167. Incumplimiento del contratista. 

Si del incumplimiento por parte del contratista se 
derivase perturbación grave y no reparablé por otros 
medios en el servicio público y la Administración no 
decidiese la resolución del contrato, podrá acordar la 
intervención del mismo hasta que aquélla desapa- 
rezca. En todo caso, el contratista deberá abonar a la 
Administración los daños y perjuicios que efectiva- 
mente le haya irrogado. 

SECCIÓN P. 

De la resolución del contrato de gestión de servi- 
cios públicos 

Artículo 168. Causas de resolución. 

Son causas de resolución del contrato de gestión 
de servicios públicos, además de las señaladas en el 
artículo 112, con la excepción de sus letras e) y f), las 
siguientes: 

a) La demora superior a seis meses por parte de 
la Administración en la entrega al contratista de la 
contraprestación o de los medios auxiliares a que se 
obligó según el contrato. 

El rescate del servicio por la Administración. 
La supresión del servicio por razones de inte- 

rés público. 
La imposibilidad de la explotación del servi- 

cio como consecuencia de acuerdos adoptados por la 
Administración con posterioridad al contrato. 

b) 
c) 

d) 

.Artículo 169. Aplicación de las causas de resolu- 
ción. 

1. Cuando la causa de resolución sea la muerte 
del contratista individual, la Administración podrá 
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acordar la continuación del contrato con sus herede- 
ros, salvo disposición expresa en contrario de la le- 
gislación específica del servicio. 

Por razones de interés público la Administra- 
ción podrá acordar el rescate del servicio para gestio- 
narlo directamente. 

2. 

Artículo 170. Efectos de la resolución. 

1. En los supuestos de resolución, la Administra- 
ción abonará, en todo caso, al contratista el precio de 
las obras e instalaciones que, ejecutadas por éste, 
hayan de pasar a propiedad de aquélla, teniendo en 
cuenta su estado y el tiempo que restare para la rever- 
sión. 

2. Con independencia de lo dispuesto en el artí- 
culo 114, el incumplimiento por parte de la Adminis- 
tración o del contratista de las obligaciones del con- 
trato producirá los efectos que según las disposicio- 
nes específicas del servicio puedan afectar a estos 
contratos. 

En el supuesto del artículo 168.a) el contra- 
tista tendrá derecho al abono del interés legal de las 
cantidades debidas o valores económicos conveni- 
dos, a partir del vencimiento del plazo previsto para 
su entrega, así como de los daños y perjuicios sufri- 
dos. 

4. En los supuestos de las letras b), c) y d) del 
artículo 168, sin perjuicio de lo dispuesto en el apar- 
tado 1 de este artículo, la Administración indemni- 
zará al contratista de los daños y perjuicios que se-le 
irroguen, incluidos los beneficios futuros que deje de 
percibir, atendiendo a los resultados de la explota- 
ción en el último quinquenio y a la pérdida del valor 
de las obras e instalaciones que no hayan de revertir 
a aquélla, habida cuenta de su grado de amortiza- 
ción. 

3. 

CAPÍTULO VI 

De la subcontratación del contrato 
de gestión de 

servicios públicos 

Artículo 171. De la subcontratación. 

En el contrato de gestión de servicios públicos, la 
subcontratación sólo podrá recaer sobre prestaciones 
accesorias. 

TÍTULO III 

Del contrato de suministro 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

SECCIÓN 1". 

Normas generales para el contrato de suministro 

Artículo 172. Concepto. 

A los efectos de esta Ley se entenderá por contrato 
de suministro el que tenga por objeto la compra, el 
arrendamiento o la adquisición de productos o bienes 
muebles, salvo los relativos a propiedades incorpora- 
les y valores negociables que se regirán por la legis- 
lación patrimonial de las Administraciones Públicas 
aplicable a cada caso. 

Artículo 173. Contratos considerados como de su- 
ministro. 

1. En todo caso se considerarán incluidos en el 
artículo anterior los contratos siguientes: 

a) Aquéllos en los que el empresario se obligue a 
entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y 
por precio unitario sin que la cuantía total se defina 
con exactitud al tiempo de celebrar el contrato, por 
estar subordinadas las entregas a las necesidades de 
la Administración. 

b) La adquisición y el arrendamiento de equipos 
y sistemas para el tratamiento de la información, sus 
dispositivos y programas y la cesión del derecho de 
uso de estos últimos. 

c) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas 
que hayan de ser entregadas por el empresario deban 
ser elaboradas con arreglo a ciracterísticas peculiares 
fijadas previamente por la Administración, aun 
cuando ésta se obligue a aportar, total o parcialmente, 
los materiales precisos. 

2. No obstante lo expresado en el apartado ante- 
rior, la adquisición de programas a medida se consi- 
derará contrato de servicios. 

Por otra parte, también tendrá la considera- 
ción de suministro el mantenimiento de equipos y sis- 
temas para el tratamiento de la información, sus dis- 
positivos y programas cuando se contrate conjunta- 
mente con la adquisición o el arrendamiento. 

3. 
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Artículo 174. Tratamiento de la información. 

A los efectos de aplicación de esta Ley se enten- 
derá: 

a) Por equipos para el tratamiento de la informa- 
ción, las máquinas o conjuntos de máquinas y disposi- 
tivos, interconectados o no, capaces de realizar las 
operaciones necesarias para preparar la utilización de 
la información a fines determinados. 

b) Por programa de ordenador, toda secuencia de 
instrucciones o indicaciones destinadas a ser utiliza- 
das, directa o indirectamente, en un sistema informá- 
tic0 para realizar una función o una tarea o para obte- 
ner un resultado determinado cualquiera que fuese su 
forma de expresión y fijación. 

Por programación, el conjunto de tareas de 
concepción, análisis, escritura y prueba de programas, 
así como las labores de preparación precisas para la 
puesta en marcha de un servicio y la realización de 
cuantos trabajos se detallen en el correspondiente 
pliego de cláusulas particulares. 

d) Por sistemas para el tratamiento de la informa- 
ción, los sistemas compuestos de equipos y programas 
capaces de realizar las funciones de entrada, proceso, 
almacenamiento, salida y control de la información, 
con el fin de llevar a cabo una secuencia de operacio- 
nes con datos. 

G) 

Artículo 175. Arrendamiento y prórroga. 

1. En el contrato de arrendamiento el arrendador o 
empresario asumirá durante el plazo de vigencia del 
contrato la obligación del mantenimiento del objeto 
del mismo. Las cantidades que, en su caso, deba satis- 
facer la Administración en concepto de canon de man- 
tenimiento se fijarán separadamente de las constituti- 
vas del precio del arriendo. 

2. En el contrato de arrendamiento no se admitirá 
la prórroga tácita y la prórroga expresa no podrá ex- 
tenderse a un período 2uperior a la mitad del contrato 
inmediatamente anterior. 

Articulo 176. Contratos de fabricación. 

1. A los contratos de fabricación, a los que se re- 
fiere el artículo 173.l.c), se les aplicarán directamente 
las normas generales y especiales del contrato de obras 
que el órgano de contratación determine en el corres- 
pondiente pliego de cláusulas administrativas particu- 
lares, salvo las relativas a su publicidad que se acomo- 
darán, en todo caso, al contrato de suministro. 

2. Cuando esta clase de contratos se celebre con 
empresas extranjeras de Estados no pertenecientes a la 
Comunidad Europea y su objeto se fabrique o proceda 
de fuera del territorio nacional se regirán por la pre- 
sente legislación, sin perjuicio de lo que se convenga 
entre las partes de acuerdo con las normas y usos vi- 
gentes en el comercio internacional. 

Artículo 177. Suministros menores. 

Los contratos comprendidos en este Título tendrán 
la consideración de contratos menores cuando su cuan- 
tia no exceda de 2.000.000 de pesetas, con excepción 
de aquéllos a los que se refiere el artículo 184. 

SECCIÓN T .  

De la publicidad dentro del ámbito de la 
Comunidad Europea del contrato de suministro 

Artículo 178. Supuestos de publicidad. 

1. Los órganos de contratación darán a conocer, 
mediante un anuncio indicativo, los contratos totales 
por grupos de productos cuyo importe, con exclusión 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, sea igual o supe- 
rior a 102.248.281 pesetas, y que tengan previsto cele- 
brar durante los doce meses siguientes. 

Este anuncio se enviará lo antes posible, después del 
comienzo de su ejercicio presupuestario, a la Oficina de 
hblicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas. 

Además, en los casos de procedimiento abierto, 
restringido o negociado del artículo 182 deberá publi- 
carse un anuncio en el Diario Oficial de las Comuni- 
dades Europeas, cuando la cuantia del contrato de su- 
ministro, con exclusión del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, sea igual o superior a 27.266.208 o a 
17.555.440 pesetas, cuando en este último supuesto 
sea adjudicado por los órganos de contratación de la 
Administración General del Estado, sus Organismos 
autónomos, las Entidades Gestoras y Servicios comu- 
nes de la Seguridad Social y demás Entidades públicas 
estatales. No obstante, no tendrán que publicarse en el 
citado Diario los contratos que sean consecuencia de la 
aplicación de las disposiciones del artículo 223.1 .b) 
del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. 

2. 

Artículo 179. Plazo en el procedimiento abierto. 

En el procedimiento abierto el plazo de recepción 
de ofertas no podrá ser inferior a cincuenta y dos días a 
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partir de la fecha del envío del anuncio al Diario Ofi- 
cial de las Comunidades Europeas. 

Artículo 180. Plazos en el procedimiento restringido. 

1. En el procedimiento restringido el plazo de re- 
cepción de las solicitudes de participación no podrá ser 
inferior a treinta y siete días a partir de la fecha del 
envío del anuncio al Diario Oficial de las Comunidades 
Europeas. 

2. El plazo de recepción de las ofertas no podrá ser 
inferior a cuarenta días a partir de la fecha del envío de 
la invitación escrita. 

3. Los plazos señalados en los dos apartados pre- 
cedentes podrán ser reducidos en los casos de urgencia 
a quince días y diez días, respectivamente. 

CAPÍTULO n 
De los procedimientos y formas de adjudicación 

del contrato de suministro 

SECCI~N ia 

De las formas de adjudicación 
del contrato de suministro 

Artículo 181. Subasta y concurso. - 

1. La subasta como forma de adjudicación del 
contrato de suministro sólo podrá utilizarse en aquellas 
adquisiciones de escasa cuantía en las que los produc- 
tos a adquirir estén perfectamente definidos por estar 
normalizados y no ser posible variar los plazos de en- 
trega, ni introducir modificaciones de ninguna clase en 
el contrato, quedando por consiguiente el precio como 
único factor determinante de la adjudicación. 

En los demás casos el contrato de suministro se 
adjúdicará por concurso, salvo que, a tenor de lo dis- 
puesto en los artículos siguientes, pueda utilizarse el 
procedimiento negociado. 

2. 

SECCI~N 2”. 

Del procedimiento negociado en el contrato 
de suministro 

Artículo 182. Procedimiento negociado y publicidad 
comunitaria. 

1. El órgano de contratación podrá acordar la 
aplicación del procedimiento negociado en el su- 

puesto de que las proposiciones u ofertas económicas 
en los procedimientos abiertos o restringidos sean 
irregulares o inaceptables, siempre que no se modifi- 
quen sustancialmente las condiciones iniciales del 
contrato. En este caso, el Órgano de contratación no 
publicará el anuncio de licitación a que se refiere el 
siguiente apartado si se incluyen en el procedimiento 
negociado a todos los licitadores que, con ocasión del 
anterior procedimiento abierto o restringido, hubie- 
sen sido admitidos a licitación. 

Cuando la cuantía del contrato exceda de los 
límites señalados en el artículo 178.2, el Órgano de 
contratación deberá publicar un anuncio en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas y el plazo de 
recepción de las solicitudes de participación no podrá 
ser inferior a treinta y siete días a partir de la fecha 
del envío del anuncio, que se reducirán a quince en 
caso de urgencia. 

2. 

Artículo 183. Procedimiento negociado sin publici- 
dad. 

Podrá utilizarse el procedimiento negociado sin 
publicidad previa cuando concurra alguna de las cir- 
cunstancias siguientes que habrán de justificarse en 
el expediente: 

a) Cuando no se presenten proposiciones en res- 
puesta a un procedimiento abierto o restringido, 
siempre que no se modifiquen las condiciones origi- 
nales del contrato, salvo el precio, que no podrá ser 
aumentado en más de un 10 por 100. En este supuesto 
se remitirá un informe a la Comisión de la Comuni- 
dad Europea cuando la cuantía del contrato exceda de 
los límites señalados en el artículo 178.2, a petición 
de aquélla. 

Cuando los productos de que se trate se fabri- 
quen exclusivamente para fines de experimentación, 
estudio o desarrollo, no aplicándose esta condición a 
la producción en serie destinada a establecer la viabi- 
lidad comercial del producto o -recuperar los costos 
de investigación y desarrollo. 

Cuando, a causa de su especificidad técnica o 
artística o por razones relacionadas con la protección 
de derechos exclusivos, tan sólo pueda encomen- 
darse la fabricación o suministro del producto en 
cuestión a un único proveedor. 

Cuando una imperiosa urgencia, resultante de 
acontecimientos imprevisibles para el órgano de  con- 
tratación y no imputables al mismo, demande una 
pronta ejecución que no pueda lograrse por el proce- 
dimiento de urgencia regulado en el artículo 72 o por 
aplicación de los plazos de publicidad en el Diario 

b) 

c) 

d) 
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Oficial de las Comunidades Europeas previstos para 
los casos de urgencia. 

e) Las entregas complementarias efectuadas 
por el proveedor inicial que constituyan, bien una 
reposición de suministros o instalaciones de uso co- 
rriente o bien una extensión de los suministros o 
instalaciones existentes, cuando un cambio de pro- 
veedor obligaría a la Administración a adquirir ma- 
terial que posea características técnicas diferentes, 
dando lugar a incompatibilidades o a dificultades 
técnicas de uso y mantenimiento desproporciona- 
das. 

La duración de tales contratos así como la de los 
contratos renovables no podrá, como regla general, 
ser superior a tres años. 

En las adjudicaciones derivadas de un 
acuerdo o contrato marco, siempre que este último 
haya sido adjudicado con sujeción a las normas de 
esta Ley. 

g) Los que se refieren a bienes cuya uniformi- 
dad haya .sido declarada necesaria para su utiliza- 
ción común por la Administración, siempre que la 
adopción del tipo de que se trate se haya efectuado, 
previa e independientemente, en virtud de con- 
curso, de acuerdo con lo prevenido en el presente 
Título. 

En este supuesto se tendrá en cuenta para la Ad- 
ministración General del Estado, sus Organismos 
autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comu- 
nes de la Seguridad Social y demás Entes públicos 
estatales, que la uniformidad a que el mismo se re- 
fiere, habrá de ser declarada por la Dirección Gene- 
ral del Patrimonio del Estado, excepto cuando se 
trate de bienes de utilización específica por los ser- 
vicios de un determinado Departamento ministe- 
rial, en cuyo caso corresponderá efectuarlo al 
mismo, previo informe de la indicada Dirección 
General. 

h) Los declarados secretos o reservados o 
cuando su ejecución deba ir acompañada de medi- 
das de seguridad especiales, conforme a la legisla- 
ción vigente o cuando lo exija la protección de los 
intereses esenciales de la seguridad del Estado. En 
este último supuesto, en la Administración General 
del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades 
Gestoras y Servicios comunes de la Seguridad So- 
cial y demás Entidades públicas estatales se reque- 
rirá declaración expresa de que concurre tal requi- 
sito, correspondiendo realizarla al titular del De- 
partamento ministerial respectivo, sin que a estos 
efectos dicha competencia pueda ser delegada. 

Los de bienes de cuantía inferior a 2.000.000 
de pesetas, límite que se eleva a 3.000.000 de pese- 

f )  

i) 

tas, para los supuestos comprendidos en el artículo 
173.1 .c). 

La adquisición de bienes muebles que inte- 
gran el Patrimonio Histórico Español, previa su va- 
loración por la Junta de Calificación, Valoración y 
Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico 
Español u organismo reconocido al efecto de las 
Comunidades Autónomas, que se destinen a Mu- 
seos, Archivos o Bibliotecas. 

j) 

CAPÍTULO 111 

De las normas especiales de contratación 
del suministro 

Artículo 184. Contratación de bienes de utiliza- 
ción común por la Administración. 

En el ámbito de la Administración General del 
Estado, sus Organismos autónomos, Entidades 
Gestoras y Servicios comunes de la Seguridad So- 
cial y demás Entes públicos estatales, el Ministro 
de Economía y Hacienda podrá declarar de adquisi- 
ción centralizada el mobiliario, material y equipo 
de oficina y otros bienes. La Dirección General del 
Patrimonio del Estado celebrará los concursos de 
determinación de tipo de los bienes de adquisición 
centralizada. Reglamentariamente se fijará el pro- 
cedimiento para la adquisición de los referidos bie- 
nes. La adquisición de equipos y sistemas para el 
tratamiento de la información y sus elementos com- 
plementarios o auxiliares, corresponderá a la Direc- 
ción General del Patrimonio del Estado, con las ex- 
cepciones previstas en esta Ley y las que se fijen 
reglamentariamente. 

Artículo 185. Procedimiento en los contratos 
para el tratamiento de la informa- 
ción. 

En la contratación de equipos o sistemas para el 
tratamiento de la información, cuando se prevea en 
el pliego de cláusulas administrativas particulares 
del concurso, éste podrá resolverse en dos fases: 

En la primera. se procederá a la selección previa 
de las ofertas que, a juicio de la Mesa de contrata- 
ción, resulten más ventajosas para la Administra- 
ción. 

La segunda tendrá por objeto seleccionar de 
entre aquéllas, la oferta que deba ser propuesta 
como adjudicataria, una vez .que se haya compro- 
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bado la adecuación de la oferta a los trabajos pre- 
vistos como básicos en el pliego de cláusulas. 

Los que presenten ofertas seleccionadas para la 
segunda fase que desarrollen los trabajos prepara- 
torios y pruebas que se prescriban y que no resulten 
adjudicatarios del concurso recibirán la compensa- 
ción económica prevista en el pliego particular. 

CAPÍTULO IV 

De la ejecución y modificación del contrato 
de suministro 

SECCIÓN 1". 

De la ejecución del contrato de suministro 

Artículo 186. Entrega y recepción. 

1. ' El contratista estará obligado a entregar los 
bienes objeto de suministro en el tiempo y lugar fija- 
dos en el contrato y de conformidad con las prescrip- 
ciones técnicas y cláusulas administrativas. La mora 
del contratista no precisará de previa intimación por 
parte de la Administración. 

Cualquiera que sea el tipo de suministro, el 
adjudicatario no tendrá derecho a indemnización por 
causa de pérdidas, averías o perjuicios ocasionados 
en los bienes antes de su entrega a la Administración, 
salvo que ésta hubiere incurrido en mora al recibirlos. 

Cuando el acto formal de la recepción de los 
bienes, de acuerdo con las condiciones del pliego, sea 
posterior a su entrega la Administración será respon- 
sable de la custodia de los mismos durante el tiempo 
que medie entre una y otra. 

2. 

3. 

Artículo 187. Pago del precio. 

El adjudicatario tendrá derecho al abono del pre- 
cio de los suministros efectivamente entregados y 
formalmente recibidos por la Administración con 
arreglo a las condiciones establecidas en el contrato. 

Artículo 188. Pago en metálico y en otros bienes. 

1. Cuando razones técnicas o económicas debi- 
damente justificadas  en^ el expediente lo aconsejen 
podrá establecerse en e l  pliego de cláusulas adminis- 
trativas particulares que el pago del precio total de los 
bienes a suministrar consista parte en dinero y parte 
en la entrega de otros bienes de la misma clase, sin 

que, en ningún caso, el importe de éstos pueda'supe- 
rar el 50 por 100 del precio total. A estos efectos, el 
compromiso de gasto correspondiente se limitará al 
importe que del precio total del contrato no se satis- 
faga mediante la entrega de bienes al contratista, sin 
que tenga aplicación lo dispuesto en el artículo 58 de 
la Ley General Presupuestaria o en las normas presu- 
puestarias de las distintas Administraciones miblicas 
sujetas a esta Ley. 

La entrega de los bienes por la Administra- 
ción se acordará por el órgano de contratación, por el 
mismo procedimiento que se siga para la adjudica- 
ción del contrato de suministro, implicando dicho 
acuerdo por sí solo la baja en el inventario y, en su 
caso, la desafectación de los bienes de que se trate. 

En este supuesto el importe que del precio total 
del suministro corresponda a los bienes entregados por 
la Administración será un elemento económico a valo- 
rar para la adjudicación del contrato y deberá consig- 
nase expresamente por los empresarios en sus ofertas. 

2. 

3. 

Artículo 189. Facultades de la Administración en el 
proceso de fabricación. 

La Administración tiene la facultad de inspeccio- 
nar y de ser informada del proceso de fabricación o 
elaboración del producto que haya de ser entregado 
como consecuencia del contrato, pudiendo ordenar o 
realizar por sí misma análisis, ensayos y pruebas de 
los materiales que se vayan a emplear, establecer sis- 
temas de control de calidad y dictar cuantas disposi- 
ciones estime oportunas para el estricto cumpli- 
miento de lo convenido. 

SECCIÓN 2". 

De la modificación del contrato de suministro 

Artículo 190. Modificación ,del contrato de sumi- 
nistro. 

Cuando como consecuencia de las modificaciones 
del contrato de suministro se produzcan aumento, re- 
ducción o supresión de las unidades de bienes que in- 
tegran el suministro o la sustitución de unos bienes 
por otros, siempre que los mismos estén comprendi- 
dos en el contrato, estas modificaciones serán obliga- 
torias para el contratista, sin que tenga derecho alguno 
en caso de supresión o reducción de unidades o clases 
de bienes a reclamar indemnización por dichas cau- 
sas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
193.c). 
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CAF~TULO v 
De la extinción del contrato 

de suministro 

SECCIÓN ia 

Del cumplimiento del contrato 
de suministro 

Artículo 191. Gastos de entrega y recepción. 

1. Salvo pacto en contrario, los gastos de la en- 
trega y transporte de los bienes objeto del suminis- 
tro al lugar convenido serán de cuenta del contra- 
tista. 

2.  Si los bienes no se hallan en estado de ser 
recibidos se hará constar así en el acta de recepción 
y se darán las instiucciones precisas al contratista 
para que subsane los defectos observados o proceda 
a un nuevo suministro de conformidad con lo pac- 
tado. 

Artículo 192. Vicios o defectos durante el plazo 
de garantía. 

1. Si durante el plazo de garantía se acreditase 
la existencia de vicios o defectos en los bienes su- 
ministrados tendrá derecho la Administración a re- 
clamar del contratista la reposición de los que re- 
sulten inadecuados o la reparación de los mismos si 
fuese suficiente. 

Durante este plazo de garantía tendrá dere- 
cho el contratista a conocer y ser oído sobre la apli- 
cación de los bienes suministrados. 

Si el órgano de contratación estimase, du- 
rante el plazo de garantía, que los bienes suminis- 
trados no son aptos para el fin pretendido, como 
consecuencia de los vicios o defectos observados 
en ellos e imputables al contratista y exista la pre- 
sunción de que la reposición o reparación de dichos 
bienes no serán bastantes para lograr aquel fin 
podrá, antes de expirar dicho plazo, rechazar los 
bienes dejándolos de cuenta del contratista y que- 
dando exento de la obligación de pago o teniendo 
derecho, en su caso, a la recuperación del precio sa- 
tisfecho. 
4. Terminado el plazo de garantía sin que la 

Administración haya formalizado alguno de los re- 
paros o la denuncia a que se refieren los apartados 
1 y 3 de este artículo, el contratista quedará exento 
de responsabilidad por razón de los bienes suminis- 
trados. 

2. 

3. 

De la resolución del contrato de suministro 

Artículo 193. Causas de resolución. 

Son causas de resolución del contrato de suminis- 
tro, además de las señaladas en el artículo 112, las si- 
guientes: 

a) La suspensión, por causa imputable a la Ad- 
ministración, de la iniciación del suministro por 
plazo superior a seis meses a partir de la fecha seña- 
lada en el contrato para la entrega, salvo que en el 
pliego se señale otro menor. 

b) El desistimiento o la suspensión del suministro 
por un plazo superior al año acordada por la Adminis- 
tración, salvo que en el pliego se señale otro menor. 

Las modificaciones del suministro, aunque 
fuesen sucesivas, que impliquen, aislada o conjunta- 
mente, alteraciones del precio del contrato, en más o 
en menos, en cuantía superior al 20 por 100 del im- 
porte de aquél o representen una alteración sustancial 
de la prestación inicial. 

c) 

- 

Artículo 194. Efectos de la resolución. 

1. La resolución del contrato dará lugar a la recí- 
proca devolución de los bienes y del importe de los 
pagos realizados y cuando no fuera posible o conve- 
niente para la Administración, habrá de abonar ésta el 
precio de los efectivamente entregados y recibidos de 
conformidad. 

En el supuesto de suspensión de la iniciación 
del suministro por tiempo superior a seis meses, 
sólo tendrá derecho el contratista a percibir una in- 
demnización del 3 por 100 del precio de la adjudi- 
cación. 

3. En el caso de desistimiento o de suspensión 
del suministro por plazo superior a un año por parte 
de la Administración el contratista tendrá derecho al 
6 por 100 del precio de las entregas dejadas de reali- 
zar en concepto de beneficio industrial. 

2. 

C A P Í ~ O  VI 

De la fabricación de bienes muebles por parte de 
la Administración 

Artículo 195. Supuestos. 

1. La fabricación de bienes muebles por la Ad- 
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ministración podrá verificarse por los propios ser- 
vicios de la misma mediante sus medios personales 
o reales o con la colaboración de empresarios parti- 
culares, siempre que en este último caso su importe 
no exceda de los límites fijados en el artículo 178.2, 
cuando concurra alguna de estas circunstancias: 

a) Que la Administración tenga montadas fá- 
bricas, arsenales, maestranzas o servicios técnicos 
o industriales, suficientemente aptos para la reali- 
zación del suministro, en cuyo caso deberá normal- 
mente utilizarse este sistema de ejecución. 

Que la Administración disponga de elemen- 
tos personales y materiales utilizables para la reali- 
zación del suministro y cuyo empleo suponga una 
economía superior al 20 por 100 del presupuesto 
del mismo o una mayor celeridad en su ejecución, 
justificándose en este caso las ventajas que se sigan 
de la misma. 

c) Que no haya habido ofertas de empresarios 
para el suministro en licitación previamente con- 
vocada. 

d) Cuando se trate de suministros que se consi- 
deren de emergencia con arreglo a la presente Ley. 

e) Cuando se trate de suministros en los que 
por su naturaleza sea imposible la fijación previa de 
un precio cierto. 

b) 

f) En el supuesto del artículo 112.d). 

2. Cuando la fabricación del bien mueble se 
efectúe mediante contratos de colaboración con 
empresarios particulares la naturaleza de estos con- 
tratos tendrá carácter administrativo, pero no cons- 
tituirán contrato de suministro, ya que la fabrica- 
ción de los bienes estará a cargo del órgano gestor 
de la Administración. 

Se exceptúan de las limitaciones preceden- 
temente indicadas aquellos suministros que, por ra- 
zones de defensa o de interés militar, resulte conve- 
niente que se ejecuten por la Administración. 

3. 

Artículo 196. Autorización por el Órgano de con- 
tratación. 

La autorización para la fabricación de bienes 
muebles, en la Administración General del Estado, 
sus Organismos autónomos, las Entidades Gestoras 

, y  Servicios comunes de la Seguridad Socia11 y 
demás Entidades públicas estatales corresponderá 
al Órgano de contratación a quien competa la apro- 
bación del gasto. 

TÍTULO IV 

DE LOS CONTRATOS DE CONSULTORÍA 

TRABAJOS ESPECÍFICOS 

DE LA ADMINISTRACI~N 

Y ASISTENCIA, 
DE LOS DE SERVICIOS Y DE LOS DE 

Y CONCRETOS NO HABITUALES 

CAP~TULO I 

Disposiciones Generales 

Artículo 197. Concepto. 

1. Los contratos de consultoría y asistencia, los 
de servicios y los de trabajos específicos y concretos 
no habituales que celebre la Administración se regi- 
rán por la presente Ley. 

Son contratos de consultoría y asistencia 
aquéllos que tengan por objeto: 

2. 

a) La elaboración de informes, estudios, planes, 
proyectos de carácter técnico, económico, social o 
análogos. 

La colaboración con la Administración con- 
sistente en la realización de tomas de datos, investi- 
gación y estudios para la elaboración de planes y pro- 
gramas; el asesoramiento para la gestión de bienes 
públicos y organización de servicios del mismo ca- 
rácter; y la prestación de servicios técnicos para la re- 
dacción de proyectos y anteproyectos y para la vigi- 
lancia, supervisión, control y dirección de la ejecu- 
ción de obras e instalaciones. 

b) 

3. Son contratos de servicios aquéllos en los que 
la realización de su objeto sea: 

a) De carácter técnico, económico, industrial, 
comercial o cualquier otro de naturaleza análoga, 
siempre que no se encuentren comprendidos en los 
contratos de consultoría y asistencia, trabajos especí- 
ficos y concretos no habituales o en alguno de los re- 
gulados en otros Títulos de este Libro. 

Complementario para el funcionamiento de la 
Administración. 

De mantenimiento, conservación, limpieza y 
reparación de bienes, equipos e instalaciones. 

Los programas de ordenador desarrollados a 
medida para la Administración, que serán de libre 
utilización por la misma. 

b) 

c) 

d) 

4. Los contratos para la realización de trabajos 
específicos y concretos no habituales se celebrarán 
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excepcionalmente por la Administración cuando su 
objeto no pueda ser atendido por la labor ordinaria de 
los órganos administrativos. 

No podrán ser objeto de estos contratos los 
servicios que impliquen ejercicio de la autoridad in- 
herente a los poderes públicos. 

5.  

Artículo 198. Requisitos de capacidad y compatibi- 
lidad. 

1. En estos contratos, además de las condiciones 
generales exigidas por esta Ley, las empresas adjudi- 
catarias deberán ser personas físicas o jurídicas cuya 
finalidad o actividad tenga relación directa con el ob- 
jeto del contrato, según resulte de sus respectivos es- 
tatutos o reglas fundacionales o se acredite debida- 
mente, y disponer de una organización con elementos 
personales y materiales suficientes para la debida eje- 
cución del contrato. . 

No obstante, los contratos de trabajos especí- 
ficos y concretos no habituales de la Administración 
sólo podrán celebrarse con personas físicas que reú- 
nan los requisitos de solvencia académica, profesio- 
nal, técnica o científica necesarios para el desarrollo 
del trabajo. 

En los contratos de consultoría y asistencia y 
en los de trabajos específicos y concretos no habitua- 
les que tengan por objeto la vigilancia, supervisión, 
control y dirección de la ejecución de obras e instala- 
ciones, salvo que los pliegos dispongan expresa y 
justificadamente lo contrario, no podrán adjudicarse 
a las mismas empresas adjudicatarias de los corres- 
pondientes contratos de obras ni a las empresas a 
éstas vinculadas en el sentido en que son definidas en 
el artículo 134. 

2. 

3. 

Artículo 199. Duración. 

1. Los contratos de consultoría y asistencia de 
servicios no podrán tener un plazo de vigencia supe- 
rior a cuatro años con las condiciones y límites esta- 
blecidos en las respectivas normas presupuestarias de 
las administraciones públicas, si bien podrá preverse 
en el mismo contrato su modificación y su prórroga 
por mutuo acuerdo de las partes antes de la finaliza- 
ción de aquél, sin que la duración total de contrato in- 
cluídas las prórrogas, pueda exceder de seis años. 

El plazo de cuatro años a que se refiere el apar- 
tado anterior quedará reducido a dos años en los con- 
tratos de trabajos específicos y concretos no habituales. 

No obstante lo dispuesto anteriormente, los 
contratos regulados en este Título que sean comple- 

2. 

3. 

mentarios de contratos de obras o de suministro po- 
drán tener un plazo superior de vigencia que, en nin- 
gún caso, excederá del plazo de duración del contrato 
principal, salvo en los contratos que comprenden tra- 
bajos relacionados con la liquidación del contrato 
principal, cuyo plazo final excederá al del mismo en 
el-tiempo necesario para realizarlos. 

Solamente tendrán el concepto de contratos com- 
plementarios aquellos cuyo objeto se considere nece- 
sario para la correcta realización de la prestación o 
prestaciones objeto del contrato principal. 

Artículo 200. Contratación centralizada. 

Los contratos de servicios podrán ser declarados 
de contratación centralizada en la Administración 
General del Estado, sus Organismos autónomos, En- 
tidades Gestoras y Servicios comunes de la Seguri- 
dad Social y demás Entes Públicos estatales, de con- 
formidad a lo dispuesto en el artículo 184. Asimismo 
podrá el servicio llevarse a cabo por la propia Admi- 
nistración con la colaboración de empresas, aplicán- 
dose en este caso y en lo procedente el artículo 195. 

Artículo 201. Especialidades del contrato para tra- 
bajos específicos y concretos no ha- 
bituales de la Administración. 

En ningún caso el otorgamiento de un con- 
trato para la realización de trabajos específicos y con- 
cretos no habituales supondrá la existencia de una re- 
lación funcionarial o laboral entre la Administración 
y el contratista. 

2. En esta clase de contratos no podrá autori- 
zarse su cesión. 

3. En el pliego de cláusulas administrativas parti- 
culares podrá establecerse el pago parcial anticipado 
previa constitución de garantía por parte del contratista. 

Las disposiciones de esta Ley no serán de 
aplicación a la preparación y formalización de los 
contratos para la realización de trabajos específicos y 
concretos no habituales, cuando el trabajo a realizar 
consista en actividades docentes en Centros del sec- 
tor público desarrolladas en forma de cursos de for- 
mación o perfeccionamiento del personal al servicio 
de la Administración. 

Igualmente quedarán excluidos los seminarios, co- 
loquios, mesas redondas, conferencias, colaboracio- 
nes o cualquier otro tipo similar de actividad. 

Para acreditar la existencia de los contratos a 
que se refiere el apartado anterior bastará la designa- 
ción o nombramiento por autoridad competente. 

1. 

4. 

5 .  
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Artículo 202. ' Contratos menores. 

Los contratos comprendidos en este Título tendrán 
la consideración de contratos menores cuando su 
cuantía no exceda de 2.000.000 de pesetas, salvo en 
los de trabajos específicos y concretos no habituales 
de la Administración en los que no existirá esta cate- 
goría de contratos. 

. 

CAPÍTULO 11 

De las actuaciones administrativas preparatorias 
de estos contratos 

Artícylo 203. Tramitación. 

1. Al expediente de contratación deberá incorpo- 
rarse un informe del servicio interesado en la celebra- 
ción del contrato, en el que se justifique debidamente la 
insuficiencia, la falta de adecuación o la conveniencia 
de no ampliación de los medios personales y materiales 
con que cuenta la Administración para cubrir las nece- 
sidades que se trata de satisfacer a través del contrato. 

En el pliego de cláusulas administrativas par- 
ticulares se establecerá el sistema de determinación 
del precio de estos contratos que podrá consistir en 
un tanto alzado o en precios referidos a unidades de 
obra o de tiempo o en aplicación de honorarios profe- 
sionales según tarifa o en la combinación de varias de 
estas modalidades. 

2. 

CAPÍTULO 111 

De la publicidad dentro del ámbito 
de la Comunidad Europea y del procedimiento 

y formas de adjudicación de estos contratos 

SECCIÓN 1". 

.De la publicidad de estos contratos 

Artículo 204. . Supuestos de publicidad. 

1. Los órganos de contratación darán a conocer, 
mediante un anuncio indicativo, los contratos que 
tengan proyectado celebrar durante los doce meses 
siguientes en cada una de las categorías 1 a 16 de las 
enumeradas en el artículo 207, siempre que su im- 
porte, con exclusión del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, sea igual o superior a 102.248.281 pesetas. 

Este anuncio se enviará lo antes posible, después del 
comienzo de cada ejercicio presupuestario, a la Oficina 
de Publicaciones de las Comunidades Europeas. 
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Además, cuando el contrato también esté 
comprendido en las categorías- 1 a 16 de las enumera- 
das en el artículo 207, en los casos de procedimiento 
abierto, restringido o negociado del artículo 210 de- 
berá publicarse un anuncio en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas, cuando la cuantía del con- 
trato, con exclusión del Impuesto sobre el Valor Aña- 
dido, sea igual o superior a 27.266.208 pesetas. 

2. 

Artículo 205. División por lotes. 

Cuando exista división en varios lotes, a efectos de 
la determinación de la cuantía a que se refiere el artí- 
culo anterior, se aplicarán las reglas establecidas en el 
artículo 136, sustituyendo la cifra de 136.331.441 pe- 
setas que figura en su apartado 2 por la de 10.906.483 
pesetas. 

Artículo 206. Excepción de publicidad comunita- 
ria. 

No obstante lo dispuesto en el artículo 204 no será 
obligatoria la publicación del anuncio indicativo ni 
del anuncio de licitación en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas, cualquiera que sea su cuan- 
tía, en los siguientes contratos: 

a) Los relativos al desarrollo, producción de pro- 
gramas y tiempo de difusión en medios audiovisuales 
y los contratos de telefonía de voz, télex, radiotelefo- 
nía móvil, buscapersonas y comunicación por satélite. 

Los de investigación y desarrollo remunera- 
dos íntegramente por el órgano de contratación, 
siempre que sus resultados no se reserven exclusiva- 
mente para la utilización en el ejercicio de la activi- 
dad del propio Órgano de contratación. 

Los que sean consecuencia de la aplicación de 
las disposiciones del artículo 223 del Tratado Consti- 
tutivo de la Comunidad Europea. 

b) 

c) 

Artículo 207. Categorías de los contratos. 

Para la aplicación del artículo 204, los contratos se 
agrupan en las siguientes categorías: 

1. Mantenimiento y reparación. 
2. Transporte por vía terrestre, excluido el trans- 

porte por ferrocarril e incluidos los furgones blinda- 
dos y mensajería excepto el transporte por correo. 

Transporte aéreo de pasajeros y carga excepto 
transporte por correo. 

3. 
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4. 

5. Telecomunicación. 
6.  Servicios financieros: 

Transporte de correo por vía terrestre y aérea 
excepto transporte por ferrocarril. 

a) Servicios de seguros. 
b) 

7. Informática y servicios conexos. 
8. Investigación y desarrollo. 
9. Contabilidad, auditoría y teneduría de libros. 
10. Investigación de estudios y encuestas de opi- 

nión pública. 
11. Consultoría de dirección y conexos, excepto 

arbitraje y conciliación. 
12. Arquitectura, ingeniería, planificación ur- 

bana y arquitectura paisajística. Consultoría en cien- 
cia y tecnología. Ensayos y análisis técnicos. 

Servicios bancarios y de inversiones. 

13. Publicidad. - 
14. 

15. Edición e imprenta. 
16. 

cios. Saneamiento y similares. 
17. Hostelería y restaurante. 
18. Transporte por ferrocarril. 
19. Transporte fluvial y marítimo. 
20. Transporte complementario y auxiliar. 
21. Servicios jurídicos. 
22. Colocación y selección-de personal. 
23. 

blindados. 
24. Educación y formación profesional. 
25. Sociales y de salud. 
26. Esparcimiento, culturales y deportivos. 
27. Otros. 

Limpieza de edificios y administración de 
bienes inmuebles. 

Alcantarillado y eliminación de desperdi- 

Investigación y seguridad, excepto furgones 

Artículo 208. Plazos en el procedimiento abierto, 
restringido y negociado. 

1. En el procedimiento abierto el plazo de pre- 
sentación de proposiciones no podrá ser inferior a 
cincuenta y dos días a contar desde la fecha del envío 
del anuncio. 

Este plazo se reducirá a treinta y seis días si se hu- 
biese publicado el anuncio indicativo a que se refiere 
el artículo 204.1. 

En el procedimiento restringido y en el nego- 
ciado del artículo 210 el plazo de recepción de soli- 
citudes de participación no podrá ser inferior a treinta 
y siete días a partir de la fecha del envío del anuncio. 

El plazo de presentación de las proposiciones, 
en el procedimiento restringido, no podrá ser inferior 

2. 

3. 

a cuarenta días a contar desde la fecha del envío de la 
invitación escrita, el cual podrá ser reducido a veinti- 
séis días si se hubiese publicado el anuncio indicativo 
a que se refiere el artículo 204.1. 

En caso de urgencia los plazos señalados en 
los dos apartados anteriores para la recepción de soli- 
citudes de participación y para la presentación de las 
proposiciones podrán ser reducidos a quince días y 
diez días, respectivamente, a partir de la fecha del 
envío del anuncio o de la invitación. 

4. 

SECCIÓN 2”. 

De los procedimientos y formas de adjudicación 

Artículo 209. Procedimientos y formas de adjudi- 
cación. 

1. Los contratos de consultoría y asistencia, los de ’ 
servicios y los de trabajos específicos y concretos no 
habituales se adjudicarán por procedimiento abierto, 
restringido o negociado, este último únicamente en los 
supuestos señalados en los artículos 210 y 211. 

La subasta como forma de adjudicación sólo 
podrá utilizarse en contratos de escasa cuantía en los 
que su objeto esté perfectamente definido técnica- 
mente y no sea posible introducir modificaciones de 
ninguna clase en el mismo, quedando el precio como 
único factor determinante de la adjudicación. 

El concurso será la forma normal de adjudica- 
ción de estos contratos, salvo lo establecido en los ci- 
tados artículos 210 y 211. 

2. 

3. 

Artículo 210. Procedimiento negociado y publici- 
dad comunitaria. 

1. El Órgano de contratación podrá acordar la 
aplicación del procedimiento negociado respecto de 
los contratos en los que concurra alguna de las si- 
guientes circunstancias, que deberán justificarse en el 
expediente: . 

a) Cuando las proposiciones u ofertas económi- 
cas en los procedimientos abiertos o restringidos sean 
irregulares o inaceptables, siempre que no se modifi- 
quen sustancialmente las condiciones originales del 
contrato. En este caso el órgano de contratación no 
publicará el anuncio de licitación al que se refiere el 
apartado 2 de este artículo si se incluyen en el proce- 
dimiento negociado a todos los licitadores que, con 
ocasión del anterior procedimiento abierto o restrin- 
gido, hubiesen sido admitidos a la licitación. 
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b) Cuando la naturaleza del contrato, especial- 
mente en los de carácter intelectual y en los compren- 
didos en la categoría 6 de las enumeradas en el artí- 
culo 207, no permita establecer sus condiciones para 
adjudicarlo por procedimiento abierto o restringido. 

Encasos excepcionales, cuando se trate de 
contratos cuya naturaleza o riesgos no permitan deter- 
minar previamente el precio global. 

c) 

, 

2. En los supuestos a que se refiere el apartado 
anterior cuando la cuantía del contrato, con exclusión 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, sea igual o su- 
perior a 27.266.208 pesetas el órgano de contratación 
deberá publicar un anuncio en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas aplicándose los plazos pre- 
vistos en el artículo 208. 

Artículo 21 1. Procedimiento negociado sin publici- 
dad. 4 

Podrá utilizarse el procedimiento negociado sin 
publicidad previa en los siguientes supuestos que ha- 
brán de ser justificados debidamente en el expediente: 

a) Cuando no se presenten proposiciones en res- 
puesta a un procedimiento abierto o restringido, siem- 
pre que no se modifiquen las condiciones originales 
del contrato, salvo el precio, que no podrá ser aumen- 
tando en más de un 10 por 100. En este supuesto se re- 
mitirá un informe a la Comisión de la Comunidad Eu- 
ropea, a petición de ésta, cuando la cuantía del con- 
trato sea igug o superior al límite señalado en el artí- 
culo 204.2. 

Cuando por razones técnicas o artísticas o re- 
lacionadas con la protección de derechos exclusivos 
tan sólo pueda encomendarse el objeto del contrato a 
un único empresario. 

Cuando una imperiosa urgencia, resultante de 
acontecimientos imprevisibles para el órgano de con- 
tratación y no imputables al mismo, demande una 
pronta ejecución que no pueda lograrse por el proce- 
dimiento de urgencia regulado en el artículo 72 o por 
aplicación de los plazos de publicidad en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas previstos para 
los casos de urgencia. 

d) Los estudios, servicios o trabajos complemen- 
tarios que no figuren en el proyecto, ni en el contrato 
pero que resulte necesario ejecutar 'como consecuen- 
cia de circunstancias imprevistas, siempre que su im; 
porte total no exceda del 20 por 100 del precio del 
contrato en el momento de la aprobación de dichos es- 
tudios, servicios o trabajos complementarios y su eje- 
cución se confíe al contratista principal de acuerdo 

b) 

c) 
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con los precios que rigen para el contrato inicial o, en 
su caso, fuesen fijados contradictoriamente. 

Será requisito para la aplicación del párrafo ante- 
rior que los estudios, servicios o trabajos no puedan 
separarse técnica o económicamente del contrato 
principal sin causar graves inconvenientes a la Admi- 
nistración o que aunque se puedan separar de la ejecu- 
ción del contrato inicial, sean estrictamente necesa- 
rios para las fases ulteriores. 

Los demás estudios, servicios o trabajos que no re- 
únan los requisitos exigidos en los párrafos preceden- 
tes habrán de ser objeto de contratación indepen- 
diente. 

e) Cuando se trate de la repetición de estudios, 
servicios o trabajos similares a otros adjudicados por 
procedimiento abierto o restringido, siempre que los 
primeros se hayan incluido en el anuncio del citado 
procedimiento abierto o restringido y computado su 
importe para fijar la cuantía total del contrato. 

Unicamente se podrá recurrir a este procedimiento 
durante un período de tres años a partir de la formali- 
zación del contrato inicial. 

Los que se refieren a contratos de servicios 
cuya uniformidad haya sido declarada necesaria para 
su utilización común por la Administración, siempre 
que la adopción del tipo de que se trate se haya efec- 
tuado, previa e independientemente, en virtud de con- 
curso, de acuerdo con lo previsto en este Título. 

En este supuesto se tendrá en cuenta para la Admi- 
nistración General del Estado, sus Organismos autó- 
nomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de 
la Seguridad Social y demás Entes públicos estatales 
que la uniformidad a que el mismo se refiere, habrá de 
ser declarada por la Dirección General del Patrimonio 
del Estado, excepto cuando se trate de servicios de uti- 
lización específica por los de un determinado Depar- 
tamento ministerial, en cuyo caso corresponderá efec- 
tuarlo al mismo, previo informe de la indicada Direc- 
ción General. 

g) Los declarados secretos o reservados o cuando 
su ejecución deba ir acompañada de medidas de segu- 
ridad especiales de acuerdo con disposiciones legales 
o reglamentarias o cuando lo exija la protección de los 
intereses esenciales de la seguridad del Estado. En 
este Último supuesto en la Administración General del 
Estado, sus Organismos autónomos, Entidades Gesto- 
ras y Servicios comunes de la Seguridad Social y 
demás Entidades públicas estatales se requerirá decla- 
ración expresa de que concurre tal requisito, corres- 
pondiendo realizarla al titular del Departamento mi- 
nisterial respectivo, sin que a estos efectos dicha com- 
petencia pueda ser delegada. 

Los de presupuesto inferior a 2.000.000 de 
pesetas, que será de 1.000.000 de pesetas para los 

f )  

h) 
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contratos de trabajos específicos y concretos no habi- 
tuales de la Administración. 

CAPÍTULO IV 

De la ejecución y modificación deestos contratos 

SECCIÓN la. 

De la ejecución de estos contratos 
c 

Artículo 212. Ejecución y responsabilidad del con- 
tratista. 

1. El contrato se ejecutará con sujeción a las 
cláusulas del mismo y de acuerdo con las instruccio- 
nes que para su interpretación diere al contratista la 
Administración. 

2. El contratista será responsable de la calidad téc- 
nica de los trabajos que desarrolle y de las prestaciones 
y servicios realizados, así como de las consecuencias 
que se deduzcan para la Administración o para terceros 
de las omisiones, errores, métodos inadecuados o con- 
clusiones incorrectas en la ejecución del contrato. 

SECCIÓN 2". 

De la modificación de los contratos de servicios 
de mantenimiento 

Artículo 213. Modificación de estos contratos. 

Cuando como consecuencia de las modificaciones 
del contrato de servicios de mantenimiento se produz- 
can aumento, reducción o supresión de equipos a man- 
tener o la sustitución de unos equipos por otros, siem- 
pre que los mismos estén contenidos en el contrato, 
estas modificaciones serán obligatorias para el contra- 
tista, sin que tengan derecho alguno en caso de supre- 
sión o reducción de unidades o clases de equipos a re- 
clamar indemnización por dichas causas, sin perjuicio 
de lo establecido en la letra c) del artículo siguiente. 

CÁPÍTULO v 

De la resolución de estos contratos 

Artículo 214. Causas de resolución. 

Son causas de resolución de los contratos de con- 
sultoría y asistencia, de los de servicios y de los de 

trabajos específicos y concretos no habituales, ade- 
más de las señaladas en el artículo 112, las siguientes: 

a) La suspensión por causa imputable a la Admi- 
nistración de la iniciación del contrato por plazo su- 
perior a seis meses a partir de la fecha señalada en el 
mismo para su comienzo, salvo que en el pliego se 
señale otro menor. 

El desistimiento o la suspensión del contrato 
por plazo superior a un año acordada por la Adminis- 
tración, salvo que en el pliego se señale otro menor. 

Las modificaciones en el contrato, aunque 
fueren sucesivas, que impliquen, aislada o conjunta- 
mente, alteraciones del precio del contrato en el mo- 
mento de aprobar la respectiva modificación, en 
cuantía superior, en más o en menos, al 20 por 100 
del importe de aquél o representen una alteración sus- 
tancial del mismo. Los contratos complementarios a 
que se refiere el artículo 199.3 sólo se resolverán 
cuando se Bsuelva el contrato principal. 

b) 

c) 

Artículo 215. Efectos de la resolución. 

1. La resolución del contrato dará derecho al con- 
tratista, en todo caso, a percibir el precio de los estu- 
dios, Sormes, proyectos, trabajos o servicios que efec- 
tivamente hubiese realizado con arreglo al contrato y 
que hubiesen sido recibidos por la Administración. 

En el supuesto de suspensión de la iniciación 
del contrato por tiempo superior a seis meses, el con- 
tratista sólo tendrá derecho a percibir una indemniza- 
ción del 3 por 100 del precio de aquél. 

3. En el caso de la letra b) del artículo anterior el 
contratista tendrá derecho al 6 por 100 del precio de los 
estudios,. informes, proyectos o trabajos pendientes de 
realizar en concepto de beneficio dejado de obtener. 

2. 

CAPÍTULOVI 

De las especialidades del contrato de elaboración 
de proyectos de obras 

SECCIÓN ia 

De los concursos de proyectos con intervención 
de Jurado 

Artículo 216. Concursos de proyectos con inter- 
vención de Jurado. 

1. Se consideran concursos de proyectos los pro- 
cedimientos caracterizados por la intervención de un 
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Jurado compuesto exclusivamente por personas físi- 
cas independientes de los participantes y que, con o 
sin asignación de premios, tengan por objeto, me- 
diante la correspondiente licitación, elaborar planes o 
proyectos principalmente en los campos de la orde- 
nación territorial, el urbanismo, la arquitectura, la in- 
geniería y el procesamiento de datos. 

El Jurado adoptará sus decisiones o dictámenes 
con total independencia, sobre la base de proyectos 
que le sean presentados de manera anónima y aten- 
diendo únicamente a los criterios indicados en el 
anuncio de la celebración del concurso. 

Cuando la cuantía del concurso, determinada 
por el importe total de los premios y pagos a los par- 
ticipantes, sea igual o superior a 27.266.208 pesetas, 
con exclusión del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
el órgano de contratación publicará un anuncio de la 
celebración del concurso en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas. 

Si el número de participantes es limitado su 
selección se llevará a cabo mediante criterios objeti- 
vos, claros y no discriminatorios. 

La adjudicación de contratos al ganador de un 
concurso de proyectos, siempre que supongan una 
continuidad del concurso y esté previsto en sus con- 
diciones, podrá realizarse por procedimiento nego- 
ciado sin publicidad. Si existieren varios ganadores 
se deberá invitar a todos a participar en la negocia- 
ción. 

5. Cuando la celebración del concurso del pro- 
yecto se haya anunciado en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas, deberá asimismo publicarse 
en dicho Diario su resultado, a más tardar, cuarenta y 
ocho días después de su resolución. 

2. 

3. 

4. 

SECCIÓN 2". 

De la subsanación de errores y responsabilidades 
en el contrato de elaboración de proyectos 

Artículo 217. Subsanación de errores y corrección 
de deficiencias. 

1. Cuando el contrato de consultoría y asistencia 
consista en la elaboración íntegra de un proyecto de 
obra, el órgano de contratación exigirá la subsana- 
ción por el contratista de los defectos, insuficiencias 
técnicas, errores materiales, omisiones e infracciones 
de preceptos legales o reglamentarios que le sean im- 
putables, otorgándole al efecto el correspondiente 
plazo que no podrá exceder de dos meses. 

Si transcurrido este plazo las deficiencias no 
hubiesen sido corregidas, la Administración podrá, 

2. 

atendiendo a las circunstancias concurrentes, optar 
por la resolución del contrato o por conceder un 
nuevo plazo al contratista. 

En el primer caso procederá la incautación de 
la garantía y el contratista incurrirá en la obligación 
de abonar a la Administración una indemnización 
equivalente al 25 por 100 del precio del contrato. 

En el segundo caso el nuevo plazo concedido 
para subsanar las deficiencias no corregidas será de 
un mes improrrogable, incurriendo el contratista en 
una penalidad equivalente al 25 por 100 del precio 
del contrato. 

De producirse un nuevo incumplimiento pro- 
cederá la resolución del contrato con obligación por 
parte del contratista de abonar a la Administración 
una indemnización igual al precio pactado con pér- 
dida de la garantía. 

Cuando el contratista, en cualquier momento 
antes de la concesión del último plazo, renunciare a la 
realización del proyecto deberá abonar a la Adminis- 
tración una indemnización igual a la mitad del precio 
del contrato con pérdida de la garantía. 

3. 

4. 

5 .  

6. 

Artículo 218. Indemnizaciones. 

1. Para los casos en que el presupuesto de ejecu- 
ción de la obra prevista en el proyecto se desviare en 
más de un 20 por 100, tanto por exceso como por de- 
fecto, del coste real de la misma como consecuencia 
de errores u omisiones imputables al contratista con- 
sultor, la Administración podrá establecer, en el 
pliego de cláusulas administrativas particulares, un 
sistema de indemnizaciones consistente en una mino- 
ración del precio del contrato de elaboración del pro- 
yecto, en función del porcentaje de desviación, hasta 
un máximo equivalente a la mitad de aquél. 

2. El baremo de indemnizaciones será el si- 
guiente: 

a) En el supuesto de que la desviación sea de 
más del 20 por 100 y menos del 30 por 100, la in- 
demnización correspondiente será del 30 por 100 del 
precio del contrato. 

En el supuesto de que la desviación sea de 
más del 30 por 100 y menos del 40 por 100, la in- 
demnización correspondiente será del 40 por 100 del 
precio del contrato. 

En el supuesto de que la desviación sea de 
más del 40 por 100, la indemnización correspon- 
diente será del 50 por 100 del precio del contrato. 

b) 

c) 

3. El contratista deberá abonar el importe de 
dicha indemnización en el plazo de un mes a partir de 
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la notificación de la resolución correspondiente, que 
se adoptará, previa tramitación de expediente con au- 
diencia del interesado. 

Artículo 219. Responsabilidad por defectos o erro- 
res del proyecto. 

1. Con independencia de lo previsto en los artí- 
culos anteriores, el contratista responderá de los 
daños y perjuicios que durante la ejecución o,explo: 
tación de las obras se causen tanto a la Administra- 
ción como a terceros, por defectos e insuficiencias 
técnicas del proyecto o por los errores materiales, 
omisiones e infracciones de preceptos legales o re- 
glamentarios en que el mismo haya incurrido, impu- 
tables a aquél. 

La indemnización derivada de la responsabili- 
dad exigible al contratista alcanzará el 50 por 100 del 
importe de los daños y perjuicios causados, hasta un 
límite máximo de cinco veces el precio pactado por el 
proyecto y será exigible dentro del término de diez 
años, contados desde la recepción del mismo por la 
Administración, siendo a cargo de esta Última, en su 
'caso, el resto de dicha indemnización cuando deba 
ser satisfecha a terceros. 

2. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

%mera. Modificaciones de cuantías, plazos y otras 
derivadas de los Anexos de Directivas. 

Se autoriza al Consejo de Ministros para que 
pueda modificar, mediante Real Decreto, previa au- 
diencia de las Comunidades Autónomas y de acuerdo 
con la coyuntura económica, las cuantías en pesetas 
que se indican en los artículos de esta Ley. Igual- 
mente se autoriza al Consejo de Ministros para aco- 
modar las cuantías y los plazos señalados en los artí- 
culos de esta Ley a lo que, sobre su importe y dura- 
ción, se haya establecido por la Comunidad Europea 
e introducir en su texto las oportunas modificaciones 
derivadas de los Anexos de las Directivas Comunita- 
rias. 

Segunda. Actualización de cifras fijadas por la Co- 
munidad Europea. 

Las cifras que en lo sucesivo se fijen por la Comu- 
nidad Europea y se publiquen por Orden del Ministro 
de Econom'a y Hacienda, en unidades de cuenta eu- 

ropeas (ecus) o en pesetas, sustituirán a las que figu- 
ran en el texto de esta Ley. 

Tercera. Competencia para la adquisición de equi- 
pos y sistemas para el tratamiento de la in- 
formación. 

1. La competencia para la adquisición de equi- 
pos y sistemas para el tratamiento de la información a 
que se refiere el artículo 184 con excepción de los su- 
puestos de adquisición centralizada, corresponde al 
Ministro de Defensa y a los órganos de contratación 
de las Entidades Gestoras y Servicios comunes de la 
Seguridad Social, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 

En los demás supuestos previstos en el artí- 
culo 184, también con excepción de los de adquisi- 
ción centralizada, el Ministro de Economía y Ha- 
cienda podrá atribuir competencia a otros órganos de 
la Administración cuando las circunstancias especia- 
les o el volumen de adquisiciones de éstos así lo 
aconsejen. 

2. 

Cuarta. Terminación convencional de procedimien- 
tos. 

Se celebrarán con sujeción a. lo dispuesto en esta 
Ley los contratos que se formalicen al amparo de lo 
establecido en el artículo 88 de la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro- 
cedimiento Administrativo Común, cuando tengan 
por objeto materias reguladas en la presente Ley. 

Quinta. Responsabilidades de las autoridades y del 
personal al servicio de las Administracio- 
nes Públicas. 

1. La responsabilidad patrimonial de las autori- 
dades y del personal al servicio de las Administracio- 
nes Públicas derivada de sus actuaciones en materia 
de contratación administrativa, tanto por daños cau- 
sados a particulares como a la propia Administración, 
se exigirá con arreglo a lo dispuesto en el Título X de 
la Ley de Régimen Jurídico de las Adrqinistraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
y en el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el 
que se aprueba el Reglamento de los procedimientos 
de las Administraciones Públicas en materia de res- 
ponsabilidad patrimonial. 

La infracción o aplicación indebida de los pre- 
ceptos contenidos en la presente Ley por parte del 

2. 

- 60 - 



Núm. 69 

personal al servicio de las Administraciones Públi- 
cas, cuando mediare al menos negligencia grave, 
constituirá falta muy grave cuya responsabilidad dis- 
ciplinaria se exigirá conforme a la normativa especí- 
fica en la materia. 

Sexta, Principios de contratación en el sector pú- 
blico. 

Las sociedades mercantiles en cuyo capital sea 
mayoritaria la participación directa o indirecta de las 
Administraciones Públicas o de sus Organismos au- 
tónomos o Entes de Derecho público, se ajustarán en 
su actividad contractual a los principios de publici- 
dad y concurrencia, salvo que la naturaleza de la ope- 
ración a realizar sea incompatible con estos princi- 
pios. 

Séptima. Normas de procedimiento. 

Los procedimientos en materia de contratación ad- 
ministrativa se regirán por los preceptos contenidos 
en esta Ley y en sus normas de desarrollo, siendo de 
aplicación supletoria los de la Ley de Régimen Jurí- 
dico de las Administraciones Públicas y del Procedi- 
miento Administrativo Común. 

Octava. Contratación con empresas que tengan en 
su plantilla minusválidos. 

Los órganos de contratación podrán señalar en los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares la 
posibilidad de considerar la preferencia en la adjudi- 
cación de los contratos para las proposiciones presen- 
tadas por aquellas empresas públicas o privadas que, 
en el momento de acreditar su solvencia técnica, ten- 
gan en su plantilla un número de'trabajadores minus- 
válidos no inferior al 2 por 100, siempre que dichas 
proposiciones igualen en sus términos a las más ven- 
tajosas desde, el punto de vista de los criterios objeti- 
vos que sirvan de base para la adjudicación. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. No reajuste de actuaciones. 

Los expedientes de contratación en curso en los 
que no se haya producido la adjudicación se regirán 
por lo dispuesto en la presente Ley, sin que, no obs- 

tante, en ningún caso sea obligatorio el reajuste a'la 
presente Ley de las actuaciones ya realizadas. 

Segunda. Fórmulas de revisión. 

Hasta tanto que, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 105, se aprueben fórmulas tipo para la 
revisión de precios, seguirán aplicándose las aproba- 
das por el Decreto 3650/1970, de 19 de diciembre, 
por el Real Decreto 216711981, de 20 de agosto, por 
el que se complementa el anterior y por el Decreto 
234111975, de 22 de agosto, para contratos de fabri- 
cación del Ministerio de Defensa. 

Tercera. Determinación de cuantías. 

Hasta el momento en que los titulares de los De- 
partamentos Ministeriales fijen la cuantía para la au- 
torización establecida en el segundo párrafo del artí- 
culo 12.1 será de aplicación la cantidad de 
150.000.000 de pesetas. 

Cuarta. Vigencia temporal de precepto. 

Hasta que transcurra un plazo de tres años desde la 
entrada en vigor de esta Ley, lo dispuesto en el Último 
párrafo del número 1 del apartado Uno del artículo 99 
de la Ley 3 1/1990, de 27 de diciembre, conseryará su 
vigencia. 

Quinta. Competencias en materia de suministro de 
bienes de utilización común por la Admi- 
nistración. 

1 

El Servicio Central de Suministros y las Entidades 
Gestoras y Servicios comunes de la Seguridad Social 
continuarán ejerciendo las competencias que actual- 
mente tienen atribuidas en materia de suministro de 
los bienes a que se refiere el artículo 184 de la pre- 
sente Ley hasta tanto se desarrolle reglamentaria- 
mente el mismo. 

Sexta. Entrada en vigor de determinadas disposi- 
ciones. 

1 .  Los órganos de contratación que celebren 
contratos comprendidos en el ámbito de la Directiva 
93/38/CEE, relativa a los sectores de agua, energía, 
transportes y telecomunicaciones, no estarán obliga- 
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dos a cumplir, respecto a estos contratos, las obliga- 
ciones de publicidad en el Diario Oficial de las Co- 
munidades Europeas previstas en esta Ley hasta el l 
de enero de 1996, si se trata de contratos de obras o 
suministros y hasta el 1 de enero de 1997 si se trata de 
contratos de consultoría y asistencia y de servicios y 
de trabajos específicos y concretos no habituales. 

En tanto se produzca la incorporación a la le- 
gislación española del contenido de la Directiva 
93/38/CEE, las Entidades de Derecho Público a que 
se refiere el apartado 3 del artículo 1 continuarán ri- 
giéndose en su actividad contractual por las normas 
que, en la fecha de entrada en vigor de la presente 
Ley, les resulten aplicables, sujetándose en su desa- 
rrollo a los principios de publicidad y libre concu- 
rrencia propios de la contratación administrativa 

2. 

Séptima. Espacio Económico Europeo. 

1. Las referencias a Estados miembros de la Co- 
munidad Europea contenidas en los artículos 15.2, 
20.i), 21.5, 23.1, 24.2, 25.2, 26.2, 32.2, 117.1.b), 
117.4, 162. d). y 176.2, se extenderán a los Estados 
signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo cuando se trate de contratos de obras ‘o de 
suministro. 

Lo dispuesto en el apartado anterior no tendrá 
lugar para el Estado de Liechtenstein hasta tanto haya 
adoptado las medidas necesarias para dar cumpli- 
miento a las Directivas reguladoras de tales contra- 
tos, tal como resulta del Anexo XVI del citado 
Acuerdo. 

2. 

Octava. Efectos de la falta de pago por la Adminis- 
tración 

Lo dispuesto en los apartados 4,5 y 6 del artículo 
100 se aplicará a los contratos adjudicados a partir de 
la entrada en vigor de la presente Ley. Para los adjú- 
dicados con anterioridad continuarán aplicándose, en 
este extremo, los preceptos de la legislación de con- 
tratos del Estado, vigentes en el momento de la adju- 
dicación. 

Novena Juntas de Compras. 

Hasta tanto no se regulen las Juntas de Contrata- 
ción de los diferentes Departamentos ministeriales y 
de los Organismos autónomos de conformidad con lo 
establecido en el artículo 12.4, las Juntas de Compras 

seguirári manteniendo las competencias que tengan 
actualmente atribuidas. 

DISPOSICI~N DEROGATORIA 

Única. Disposiciones que se derogan. 

1. 
nes: 

Quedan derogadas las siguientes disposicio- 

a) La Ley de Contratos del Estado, texto articu- 
lado aprobado por Decreto 923/1965, de 8 de abril, 
así como las disposiciones modificativas del mismo, 
con la salvedad indicada en la Disposición Transito- 
ria tercera. 

El Reglamento General de Contratación del 
Estado aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de 
noviembre, las disposiciones modificativas del 
mismo, en cuanto se opongan a lo establecido en esta 
Ley y el Reglamento de Contratación de las Corpora- 
ciones Locales, aprobado por Decreto de 19 de enero 
de 1953. 

c) El Decreto 3637/1965, de 25 de noviembre, 
sobre contratos que se celebren y ejecuten en el ex- 
tranjero. 

d) El Decreto 1005/1974, de 4 de abril, sobre 
contratos de asistencia con dmpresas consultoras o de 
servicios y sus disposiciones modificativas, así como 
el Real Decreto 1465/1985, de 17 de julio, y el Real 
Decreto 235711985, de 20 de noviembre, que regulan 
los contratos de trabajos específicos y concretos no 
habituales en la Administración del Estado y en la 
Administración Local, No obstante, estas disposicio- 
nes conservarán su vigencia como normas reglamen- 
tarias en la parte de las mismas no recogida en el ar- 
ticulado de esta Ley y en cuanto no se opongan a lo 
establecido en ella. 

El Decreto Ley 2/1964, de 4 de febrero, 
sobre revisión de precios y sus disposiciones com- 
plementarias, manteniendo, no obstante, su vigen- 
cia con carácter reglamentario en cuanto no se 
opongan a lo establecido en esta Ley, para todos los 
contratos sujetos a revisión según el artículo 104 de 
la misma. 

b) 

-e) 

2. Asimismo quedan derogadas todas las dispo- 
siciones de igual o inferior rango en cuanto se opon- 
gan a lo dispuesto en esta Ley. 

Continuará en vigor el límite señalado en el 
artículo 88.3 de la Ley 711985, de 2 de abril, de las 
Bases del Régimen Local, para la utilización del pro- 
cedimiento negociado en la cqntratación de las Enti- 
dades locales. 

3. 
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DISPOSICIONES FINALES 

Primera. Carácter de legislación básica y no bá- 
sica. 

1. La presente Ley constituye legislación básica 
sobre contratos administrativos dictada al amparo 
del artículo 149.1.18" de la Constitución y, en conse- 
cuencia, es de aplicación general a todas las Admi- 
nistraciones Públicas comprendidas en el artículo 1, 
salvo los siguientes artículos o parte de los mismos 
que serán de aplicación general en defecto de regula- 
ción específica dictada por las Comunidades Autó- 
nomas: 

- el artículo 10, 
- el artículo 12, a excepción de su apartado 5, 
- el artículo 16, 
- la letra j) del artículo 20, 
- el apartado 2 del artículo 23, 
- el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 

24, 
- la expresión <<y se encuentren inscritas en el 

correspondiente colegio profesional» del apartado 1 
del artículo 26, 
- el artículo 33, 
- el artículo 38, 
- el artículo 39, 
- el plazo de quince días previsto en el apartado 

- el artículo 49, 
- los apartados 3 y 4 del artículo 50, 
- el artículo 5 1 , 
- el apartado 2 del artículo 52, 
- el plazo de treinta días previsto en el artículo 

55, 
- el artículo 58 en cuanto a la posible existencia 

en las Comunidades Autónomas de órganos de fisca- 
lización equivalentes al Tribunal de Cuentas, 

1 del artículo 42, 

- el apartado 2 del artículo 60, 
- el apartado 2 del artículo 68, 
- el apartado 2 del artículo 70, 
- la letra a) del apartado 2 del artículo 72, 
- el último inciso de la letra a) del apartado 1 y 

la letra b) del mismo apartado del artículo 73, 
- el segundo inciso del apartado 1 del artículo 

80, 
- el artículo 82 y cuantas referencias se hagan a 

la Mesa de contratación en otros artículos, 
-10s últimos incisos de las letras a) y b) del apar- 

tado 2 y el último inciso del apartado 3 del artículo 
84, 
- el apartado 1 del artículo 90, 

- la cifra de veinte que figura en el último inciso 

- el último inciso del apartado 2 del artículo 11 1, 
- los apartados 3 ,6  y 7 del artículo 113, 
- la letra a) del apartado 1 del artículo 117, 
- el artículo 119, 
- la letra e) del apartado 1 del artículo 124, 
- el artículo 128, 
- el porcentaje del 30 por 100 del artículo 131, 
- el último inciso de la letra f )  del artículo 141, 
- el plazo de un mes y el último inciso «remi- 

tiéndose un ejemplar de la misma al órgano que ce- 
lebró el contrato» del artículo 142, 
- el último inciso del apartado 1 del artículo 143, 
- la expedición mensual de las certificaciones 

del artículo 145, los apartados 2, 3 y 4 del artículo 
146 y el apartado 1 del artículo 147 en cuanto se re- 
fieren al «Director facultativo de la obra», 
- el párrafo segundo del apartado 2 y el apartado 

4 del artículo 147, 
- el inciso «en el domicilio que figure en el ex- 

pediente de contratación» del apartado 1 del artículo 
152, 

de la letra b) del apartado 1 del artículo 92, 

' 

- el artículo 153, 
- el artículo 154, 
- el Último inciso del primer párrafo de la letra c) 

- el apartado 1 del artículo 169, 
- el apartado 2 del artículo 170, 
- el artículo 174, 
- el apartado 1 del artículo 175, 
- el párrafo segundo de la letra g) y el último in- 

- el artículo 184, 

- el artículo 188, 
- el apartado 1 del artículo 191, 
- el artículo 195, 
- el artículo 196, 
- el artículo 200, 
- el apartado 1 del artículo 203 en cuanto se re- 

fiere al «servicio interesado en la celebración del 
contrato», 
- el párrafo segundo de la letra f )  del artículo 

- el último inciso de la letra g)  del artículo 211, 

del apartado 2 del artículo 160, 

ciso de la letra h) del artículo 183, 

- el artículo 185, 

211, 

- el artículo 217, 
- el artículo 218, 
- el artículo 219, 
- la Disposición Adicional tercera, 
- la Disposición Transitoria tercera, 
- la. Disposición Transitoria cuarta, 
- la Disposición Transitoria quinta y 
- la Disposición Transitoria novena. 
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2. A los mismos efectos previstos en el apartado 
anterior tendrán el carácter de máximos: 

- los plazos de dos meses, cuatro meses y ocho 

- el plazo de un mes a que se refiere el artículo 

- el plazo’de seis meses previsto en el apartado 1 

- los porcentajes del 2 del artículo 36 y del 4 y 6 

- el artículo 84 respecto al plazo máximo de ad- 

- la escala de penalidades prevista en el apartado 

- las cuantías de los artículos 121, 177 y 202. 

meses previstos en el artículo 100, 

111, 

del artículo 148, 

que se recogen en el articulo 37, 

judicación de las subastas, 

3 del artículo 96, 

3. Las exigencias que para los contratos menores 
se establecen en el artículo 57, tendrán la considera- 
ción de mínimas a los mismos efectos. 

Segunda. Referencias a las Administraciones Pú- 
blicas y a los órganos de la Administra- 
ción General del Estado. 

1.. Cuando en el texto de la Ley se cite a la Ad- 
ministración o a las Administraciones Públicas se en- 
tenderá que se hace referencia a todas las Adminis- 
traciones, Organismos y Entidades comprendidos en 
el ámbito de aplicación del artículo 1. 

Asimismo, cuando se haga referencia a órga- 
nos de la Administración General del Estado, deberá 
entenderse hecha, en todo caso, a los correspondien- 
tes de las restantes Administraciones Públicas, Orga- 
nismos y Entidades comprendidos en el ámbito de 
aplicación del artículo 1, salvo las que hacen a los si- 
guientes órganos: 

2. 

- al Ministro de Economía y Hacienda y a la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa en 
el artículo 21, 
- al Ministro de Econom’a y Hacienda en los ar- 

tículos 25 y 27, apartado 1 del articulo 34 y Disposi- 
ción Adicional segunda, 
- al Consejo de Ministros en el artículo 28 y a la 

Junta Consultiva de Contratación Administrativa en 

el apartado 1 y en el apartado 4 del artículo 29, en el 
apartado 1 del artículo 34 y en el artículo 35, 
- a la Junta Consultiva de Contratación Adminis- 

trativa en los artículos 59, 117 y 118, 
- al Consejo de Ministros y a la Junta Consultiva 

de Contratación Administrativa en el artículo 105 y a 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos en el artículo 106 y 
- al Consejo de Ministros en la Disposición Adi- 

cional primera. 

3. Las referencias que realiza el artículo 25.3 al 
Consejo de Ministros y a la Junta consultiva de con- 
tratación administrativa no podrán extenderse a otros 
órganos distintos de los mencionados. 

Las referencias que se hacen a la Ley en la 
letra b) del apartado 2 del artículo 4 y la que el apar- 
tado 2 del artículo 98 hace a las leyes, deben enten- 
derse realizadas a las de carácter estatal. 

4. 

Tercera. Carácter básico de las normas de desarro- 
llo 

Las normas que, en desarrollo de esta Ley, pro- 
mulgue la Administración General del Estado podrán 
tener carácter de básicas cuando constituyan el com- 
plemento necesario de dicho carácter respecto de los 
artículos que lo tienen atribuido conforme a la Dispo- 
sición Final Primera, y así se señale en la propia 
norma de desarrollo. 

Cuarta. Información sobre obligaciones de carácter 
laboral. 

Los órganos de contratación podrán señalar en los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares la 
autoridad o autoridades de las que los licitadores pue- 
dan obtener informaciones sobre las obligaciones re- 
lativas a las disposiciones sobre protección y condi- 
ciones de trabajo vigentes en el territorio en el que 
vayan a ejecutarse las obras o prestarse los servicios, 
en cuyo supuesto solicitarán a los licitadores que ma- 
nifiesten si han tenido en cuenta en sus ofertas tales 
obligaciones. 
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